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Prólogo 



Tenemos en nuestras manos una obra compleja aunque no complicada. Es una obra compleja porque se compone de elementos muy diversos, entendiendo por elementos los fundamentos, el móvil, o la parte integrante de cada una de sus apartados, pero no complicada, ya que, en absoluto, es enmarañada o difícil para el lector en ningún aspecto.

Pero aun siendo compleja se presenta de una manera dinámica e integradora de diversas formas de orientar los distintos problemas que se suscitan y esto la convierte también en una obra muy valiosa y de gran interés por múltiples motivos que, brevemente, intentaremos exponer.

Comenzando por el título, que sin ninguna duda es el punto a partir del que generalmente formamos la primera opinión sobre cualquier trabajo de esta índole, nos encontramos con una llamada de interés; se trata de «Estudios sobre modernización de la Administración Local», completado con un determinante «Teoría y Práctica».

Debemos fijarnos que se habla de estudios lo que representa que un autor, en este caso, varios autores, examinan atentamente y dilucidan una cuestión, explicándola con detalle. Y, concretamente en este caso, estudian la modernización de la Administración Local.

Estamos hablando de modernización, esto es, de hacer que alguien o algo pase a ser moderno, perteneciente al tiempo de quien habla o expone, que no de modernismo entendido como la afición a las cosas modernas con menosprecio de las antiguas.

La obra presenta esta orientación, pretendiendo situar a la Administración en su tiempo, en nuestro tiempo, huyendo del menosprecio de aquello que, siendo antiguo, resulte útil e, incluso, necesario. La modernización no excluye, sino que en algunos casos necesita, el mantenimiento de lo que, teniendo solera y solvencia en su utilización y presentación, resulta realmente válido.

Por otro lado, el título se completa con un «Teoría y Práctica», lo que representa que debe ser útil tanto para los que quieren tener un conocimiento especulativo, considerado con independencia de toda aplicación, de forma que permita el acercamiento a una cuestión en particular, como a los que buscan la práctica entendida como aquellos conocimientos que enseñan el modo de hacer algo.

Siguiendo con el comentario de la propia obra en su conjunto, tanto en su estructura como en el contenido, podemos decir que, de todas las presencias que uno busca en una obra práctica con presentaciones teóricas que pretenden poseer un determinado calado, destacamos cuatro que, sin duda alguna, posee esta obra. Nos referimos a la oportunidad del tema, la profundidad del contenido, su fácil lectura y la claridad en la expresión.

Respecto a la oportunidad del tema, salta a la vista en su atención primaria. La modernización, con la utilización de las denominadas Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC), a las que se presta una especial atención en la obra; no solamente en el Libro específicamente dedicado a ellas, sino con mayor o menor profundidad en el resto de los Libros, es indiscutible en cuanto a la adecuación y puesta en escena en la Administración Local de las múltiples características propias de esta modernidad que no se encuentran solamente incluidas en las TIC.

Este es precisamente el momento de plantear estas cuestiones sobre la modernización de la Administración Local y por tanto esta obra podemos decir que se hace o sucede en tiempo, a propósito y cuando conviene.

Con relación a la profundidad del contenido, debemos señalar que, al estar la obra realizada por múltiples autores, valoramos esta cuestión en su conjunto, ya que, por todos es sabido, una nota muy elevada, como la que nos merece en su conjunto, a veces está acompañada de otras notas no tan altas. Obviamente, seríamos ilusos si pensáramos que todos los autores destacan por igual en la obra. No debemos señalar a nadie pero se muestra con nitidez que algunos autores, la gran mayoría, destacan manifiestamente en calidad sobre otros, minoritarios, que ocupan una posición más divulgativa. Pero no seremos nosotros los que señalemos a ninguno de ellos, ya que el lector sabiamente podrá discernir, en su culta y avezada opinión, de qué estamos hablando y, como es natural, podrá estar o no de acuerdo con nosotros.

Lo que sí queda claro es que, con el gran peso de calidad de la mayoría de los autores, la obra permite que podamos sacar mayor provecho a lo que expresan aquellos que no tiene tanta valía. Y esta es una de las grandes cualidades de la obra, ya que, al estar presentada en capítulos independientes de los que se responsabiliza en la mayoría de los casos un único autor, se puede diferenciar claramente las que pueden ser cuestiones de doctrina de las de mera divulgación.

Pero fijémonos en este aspecto en unos datos de gran interés. En la obra, de sus más de treinta autores, el ochenta por ciento pertenecen a dos grupos profesionales que, en principio y de acuerdo con el contenido de la obra, garantizan su calidad. Se trata, de una parte, de profesionales de la propia Administración Local y, de otra, de profesores Universitarios, especializados en el área de conocimiento que se está tratando. Todos ellos ofrecen gran confianza, que queda demostrada en la lectura de sus trabajos, que responden a lo que de estos autores se puede esperar y, en ocasiones, incluso nos sorprende su hábil y valiente posición, llamémosle «doctrinal». El resto de los autores, minoritarios, dispares en su adecuación y formación profesional, completan un escenario que promete varias y, en ocasiones, distantes posibilidades de analizar y valorar el contenido.

Siguiendo con la tercera de las cuestiones, que decíamos buscamos en una obra de este tipo, nos centraremos en la de la fácil lectura. Sin duda alguna esta es una obra de fácil lectura y esto es así porque al estar formada por más de treinta capítulos independientes que responden a una problemática determinada uniforme -y también independiente o autónoma, respecto a los demás-, podemos saltar de un lugar a otro sin graves problemas de seguimiento, pudiendo enlazar y coordinar ideas o frases en la lectura e incluso encontrar una orientación teórica determinada cara a un singular análisis o una respuesta práctica inmediata. Incluso nos permite saltar aquello que, en nuestra opinión, no responda a los requisitos de calidad o incluso al propio interés que andamos buscando.

Por último, nos referiremos a la claridad en la expresión; en este aspecto sí que no hacemos distinción alguna, ya que es difícil encontrar en la obra aspectos engorrosos o de difícil interpretación; podremos estar de acuerdo, o no, en algunos de los planteamientos, podremos quedarnos indecisos interpretativamente con algunas cuestiones que se presentan, pero en ningún caso nos encontraremos en un camino sin salida que nos obligue a saltar o preguntar qué se ha querido decir debido a lo engorroso de su pronunciación.

Las cuatro características señaladas se presentan con claridad en la obra; y que una obra tenga oportunidad en la presentación de la temática que trata, profundidad en su contenido, sea de fácil lectura y posea claridad en la expresión es un mérito indudable de la Editorial. En nuestro caso, por tanto, se debe felicitar a la Editorial, El Consultor de los Ayuntamientos, que sabe estar «modernamente» en una línea que viene siguiendo desde hace más de 150 años en el ámbito de la Administración Local; y eso sí que es modernización en el sentido auténtico del término, y no modernismo. Saber presentar esta obra en este momento tiene un verdadero y auténtico mérito.

Ahora bien, no podemos olvidar, en este sentido, que toda entidad gira sobre la profesionalidad de las personas que la gobiernan. Es así que, en este caso concreto, debemos reseñar la magnífica profesionalidad de D. Fernando Castro, que, con su fino olfato de Editor, su creatividad, constancia y empuje -valores que en él son sobradamente conocidos-, ha sabido llevar a buen término esta tarea y, consecuentemente, a él hacemos extensiva esta felicitación.

Pero, como no puede ser de otra forma, también hay que felicitar al coordinador, D. Víctor Almonacid Lamelas, Secretario de la Administración Local, categoría superior y Master en Nuevas Tecnologías en la Administración Pública, que ha sabido equilibrar contenidos y armonizar tendencias para presentar una obra uniforme a la vez que dispar, característica que, sin duda, la enriquece. El mérito de ambos es innegable.

Entrando en el desarrollo de la obra, limitaremos estas líneas a exponer muy brevemente su estructura y contenido, dejando aparte valoraciones y calificaciones que subjetivarían el sentido que queremos dar a este prólogo.

La obra se compone de lo que se denomina «Estudios preliminares» y cinco libros bajo el epígrafe de «Administración electrónica y moderna administración», el primero; «La nueva organización de recursos humanos en la Administración Local», el segundo; «Participación ciudadana», el tercero; «Aspectos económicos, financieros y presupuestarios de la nueva Administración Local», el cuarto, y «Urbanismo y medio ambiente», el quinto y último.

Los denominados «Estudios preliminares» sitúan al lector en la posición de la Administración Local en el contexto jurídico y socio-político actual, donde destaca la presentación del aspecto político de la Administración Municipal, Gobierno y Administración y el derecho a una buena Administración, con especial referencia a los gobiernos locales, señalándose en la propia obra que la integración europea no quita fuerza a los Ayuntamientos, sino que les legitima si cabe aún más para que actúen, y además para que lo hagan con cierta libertad, con lo que, en nuestra opinión, coincidente con la que se señala en estos estudios preliminares, hay que fomentar la participación ciudadana a través de los Ayuntamientos, junto con una mayor eficiencia y eficacia de las entidades locales.

Eficacia, en el sentido de la capacidad para lograr el efecto de lo que se desea o espera, y eficiencia, como la capacidad de poder disponer de alguien o de algo para conseguir ese efecto, llevarán a la mejora del funcionamiento interno de las Administraciones Locales, pero siempre con la necesaria seguridad jurídica.

A estos estudios preliminares le siguen cinco libros.

El primer libro está centrado en la denominada Administración electrónica, tan de moda hoy en día por su cercana implantación en todos los ámbitos de la Administración, y la fecha del 31 de diciembre del 2009 que señala la Ley de acceso para que puedan ser ejercidos por los ciudadanos los derechos que les reconoce la propia norma. Si difícil es ver cómo se pueden cumplir estos plazos y avanzar hacia esta Administración electrónica, no es menos difícil analizarlo y presentarlo estructuradamente como se hace en esta obra.

El Libro se titula «Administración electrónica y moderna administración», con lo que ya nos señala que no son conceptos idénticos o, dicho de otra forma, que la modernidad no tiene por qué ir unida a la electrónica, aunque, indudablemente, viajen en paralelo en muchas ocasiones.

El segundo libro se refiere a la «Nueva organización de recursos humanos en la Administración Local», abarcando trabajos tan diversos como el relativo a la tipología, valores y aptitudes del nuevo personal al servicio de la Administración Municipal y un trabajo sobre el control de los trabajadores mediante herramientas tecnológicas, pasando por un análisis de las responsabilidades de los funcionarios públicos y otro sobre una nueva policía local mancomunada.

El tercer libro gira sobre lo que denomina la «participación ciudadana», abarcando un análisis sobre los cauces de participación ciudadana en la Administración Local, mecanismos, procesos, metodologías y experiencias de participación ciudadana en el Estado español y, cómo no, la participación ciudadana y Nuevas Tecnologías, con especial referencia a las redes sociales en la Administración Local.

El cuarto de los libros centra su contenido en los «aspectos económicos, financieros y tributarios de la nueva Administración Local» y partiendo de la situación actual y los problemas de la gestión económico-financiera de las Administraciones Locales se arriesga a presentar propuestas para la mejora de esta gestión económico-financiera en las referidas Administraciones Locales y, otra vez con la necesaria, y fiel compañera, herramienta electrónica, se adentra en la presentación de experiencias prácticas en el campo de las TIC aplicadas a la gestión financiera local.

Y el quinto y último libro versa sobre urbanismo y medio ambiente, con una exposición dispar sobre conceptos muy actuales e imprescindibles en una obra dedicada a la modernización de la Administración Local, como son los de un urbanismo sostenible, acompañado de un trabajo sobre ética, urbanismo y desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente, análisis sobre el cambio climático y los municipios y la responsabilidad por daños al medio ambiente, además de algún otro estudio de interés.

Pero, como hemos indicado, no queremos comentar el contenido de la obra en sí, ni analizar aspectos peculiares de cada uno de los libros, pensando que será el lector el que lo pueda valorar en la forma que estime conveniente y hemos pretendido, solamente, pasar superficialmente por los temas que pueden encontrarse en sus lugares correspondientes de acuerdo con la estructura e índice del trabajo.

Termina la obra con un epílogo del coordinador, que, bajo el epígrafe de «Dentro de treinta años», nos lleva a navegar en un entorno que él mismo figura y que no deja de ser una singular llamada a la reflexión, pero, bien entendido, cada uno a la suya.

No cabe duda de que es arriesgado, por el tema y el momento, meterse en una obra de estas características teniendo en cuenta, además, que se debe tender a un equilibrio para lograr uniformidad de contenidos y adecuación al fin.

El resultado ha sido mucho mejor de lo que nosotros esperábamos cuando se nos dio a conocer este material, porque, como ya hemos mencionado, se ha alcanzado ese difícil equilibrio entre los tres grupos distintos de autores que ya hemos señalado, y se ha logrado la uniformidad junto con la independencia en la diversidad que hace que uno pueda separar la mayoritaria presencia de gran calado de la minoritaria, más o menos superficial o divulgativa.

Es así que debemos terminar con una triple felicitación, que en dos aspectos ya la hemos presentado.

Nuestra felicitación en primer lugar a El Consultor de los Ayuntamientos, que, como ya hemos indicado, sabe estar, una vez más, en la adelantada, y a veces arriesgada, aunque siempre rigurosa y solvente, línea que viene siguiendo desde hace más de 150 años en el ámbito de la Administración Local; y, repetimos, eso sí que es modernización y no modernismo, aspecto que, como ya hemos señalado, adorna la figura de D. Fernando Castro como Editor. Y es que, si bien es ahora el momento de sacar a la luz una obra con estas características, no todos lo saben o lo pueden hacer y por ello queremos dejar claro que se trata de un auténtico mérito del Editor.

En segundo lugar, nuestra felicitación al coordinador, además de autor de varios trabajos de la obra, D. Víctor Almonacid Lamelas, que ha coordinado, equilibrado, orientado y, finalmente, uniformizado, dentro de la libertad de exposición dejada a cada autor, todos los contenidos. El mérito de ambos, Editor y coordinador, es innegable.

Y la tercera felicitación, permítame, querido lector, que sea para usted, que, interesado en estos aspectos de la modernización de la Administración Local, se encuentra con una obra que le va a descubrir muchas cuestiones de interés, al tiempo que, en ese equilibrio necesario y difícil de conseguir en una labor en la que participan tantos autores, va a poder opinar, discrepar e incluso alguna vez estar de acuerdo con los planteamientos, convirtiéndose al tiempo en una nueva punta de lanza que, si es tan amable de exteriorizar, a todos nos servirá para futuros trabajos.

Nuestra felicitación, por tanto, para los tres.

Miguel Ángel Davara Rodríguez

Ingeniero y Doctor en Derecho,

Catedrático de Derecho Informático de ICAI-ICADE
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Estudios sobre modernización de la Administración Local: teoría y práctica: una guía práctica para la modernización de la Administración Local

Se termina la primera década del siglo XXI. Han pasado muchas cosas, no sólo en la Administración, sino también en el mundo. Y no todas han sido buenas, sino quizá más bien al contrario. En cualquiera de los casos, la razón indica que el mundo que tenemos, nos guste o no, es el que hay, y por lo tanto, mucho más práctico que negarlo aferrándose al pasado (o a otra realidad) es adaptarse a él. La premisa vale tanto para personas físicas como jurídicas (dirigidas a su vez, claro está, por otras «personas físicas»)...

Cierto es que no siempre hay que aceptar las cosas exactamente tal y como son, y a veces de la Administración se requieren conductas positivas en pos de mejorar lo que hay. Es su ineludible responsabilidad, por ejemplo, la cuestión medioambiental. Este consenso entre adaptación e intervención es, a nuestro juicio, la clave de la moderna gestión pública (antes «administrativa») y, por extensión, municipal.

En este contexto, un grupo espectacular de profesionales de distintos ámbitos (pero todos ellos vinculados con la Administración Local) y un servidor, acabamos de ultimar la obra Estudios sobre modernización de la Administración Local: teoría y práctica. A punto estuvimos de reconocer en el mismo título que cuando hablamos de «Administración Local» lo hacemos de «Ayuntamientos» y, en este sentido, Estudios sobre modernización de la Administración Municipal hubiera sido, en muchos aspectos, un nombre más propio. Sin embargo, la estrecha vinculación de los Ayuntamientos con las Diputaciones, y la similitud orgánica entre éstas y los Grandes Municipios propicia que prácticamente todo el contenido de la obra sea aplicable a sendas Administraciones, e incluso a la llamada Administración Local institucional, constituida por entes tan dispares como una Mancomunidad de Municipios o una Entidad Pública Empresarial dedicada al fomento de la cultura. Queríamos significar, no obstante, que nuestra «vara de medir» son los Ayuntamientos.

El presente trabajo constituye una guía práctica (creemos, francamente, que muy válida) para implementar en nuestros Ayuntamientos aquella cultura del cambio que llamamos modernización, en su sentido amplio. Y para ello tratamos de mostrar la realidad de la Administración Local desde un enfoque multidisciplinar, necesariamente teórico y pretendidamente práctico, mediante un análisis especial, realizado muchas veces por sus propios «autores intelectuales», de las experiencias más novedosas e interesantes que se plantean como modelos de cara a la modernización de nuestras Corporaciones Locales, a fin de aumentar su capacidad de respuesta ante los retos jurídicos, tecnológicos, económicos, organizativos, sociales y ambientales que presenta el ya bien entrado siglo XXI. Y ello siempre teniendo en cuenta que no existe un modelo universalmente válido, sino que la propia definición de modernización, como proceso de adaptación al entorno, exige respuestas específicas y muchas veces originales, ante situaciones (inputs) igualmente particulares.

Se trata de una obra necesariamente ambiciosa e, insistimos, multidisciplinar, atada en su heterogeneidad por el hilo conductor de la transformación de la Administración Local al amparo de la modernidad, entendida ésta en su sentido más amplio posible: jurídico, económico, tecnológico, social, laboral, medioambiental... Desde un planteamiento lo más actual posible (que incluso transciende «el presente»), los grandes temas a tratar son nuevas tecnologías, participación ciudadana, recursos humanos, aspectos económicos y financieros y urbanismo y medio ambiente, organizados en cinco libros respectivos (más un bloque preliminar) en los que vamos a tratar de dar un enfoque teórico, y sobre todo práctico, a la actualidad de la Administración Local, mediante propuestas concretas y de futuro en relación con la nueva realidad jurídico-social, en la que destacan leyes a día de hoy muy comentadas a nivel teórico pero aún no implementadas, como la Ley de contratos del Sector Público, la Ley de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, el Estatuto básico de la Función Pública o la legislación medioambiental.

La obra se inicia con algunas reflexiones preliminares en torno al momento actual del Estado de Bienestar; al papel y a la situación actual de la Administración (más propiamente «Gobierno») Local en España y en Europa, haciendo referencia al contexto social, político y jurídico en el que se desenvuelve, y en el que destacan los procesos de adaptación: a la realidad económico-presupuestaria, a la organización territorial del Estado, a las nuevas tecnologías y, sobre todo, a la sociedad, la cual está integrada por ciudadanos que ostentan los llamados derechos «de cuarta generación», y que particularmente tienen derecho a una «buena administración». A nivel municipal, dicha adaptación supone a la postre la prestación de un servicio público eficiente y de calidad; por lo que también interesa cómo deben organizarse y/o articularse las Entidades Locales para prestar estos servicios.

El libro I de la obra, bloque dedicado a la modernización «tecnológica» de la Administración Local -como dijimos, una de las manifestaciones del concepto amplio «modernización»- comienza con la necesaria referencia a la Ley de acceso electrónico a los servicios públicos, de obligatorio cumplimiento (¿No es acaso ésta una de las notas que caracterizan toda ley?), la cual reconfigura por completo la relación jurídico-administrativa moderna. La Administración electrónica (la llamada e-administración) constituye el hilo conductor de este bloque, que referencia de forma especial las posibilidades y aplicaciones prácticas de la tramitación, de la contratación y de la firma electrónicas en la Administración Local. El planteamiento elegido para ello no puede ser sino teórico-práctico, destacando en este sentido algunas experiencias ciertamente válidas de modelos ya implementados. Por otra parte, al margen de las obligaciones legales, difícilmente discutibles, no podemos ni siquiera concebir el verdadero impacto en positivo (para el Ayuntamiento, para los funcionarios, para el Presupuesto, para el ciudadano) de una buena organización tecnológica de la Entidad. La reflexión no es nueva; como ya señaló la exposición de motivos del Real Decreto 209/2003, «resulta fundamental tener en cuenta las ventajas que desde el punto de vista de la gestión administrativa representa la presentación telemática de las solicitudes y demás documentación exigible. Ello permitiría agilizar los trámites administrativos y reducir los plazos de resolución y notificación». Técnicamente hablando, este libro se completa con otros capítulos ubicados (por pura sistemática) en otros apartados de la obra, esencialmente: «Participación ciudadana y nuevas tecnologías: la Administración Local en las redes sociales» y «Las nuevas tecnologías aplicadas a la gestión financiera local».

De gran importancia en el contexto global de la obra resulta el libro II, dedicado al personal que trabaja para la Administración local. Partiríamos de los principios constitucionales de los apartados 1 y 3 del art. 103 de la Constitución, y la necesaria eficiencia aplicada en este caso a la estructura organizativa general de la Entidad. Además, cuando hablamos de «recursos humanos», acto seguido reflexionamos que las personas se relacionan con personas, y de la categoría humana y profesional de los trabajadores públicos depende muy mucho no sólo el nivel del servicio, sino también (y por extensión) la imagen que el ciudadano percibe de la Administración. Por tanto, un servicio público de calidad implica un personal público de calidad. Dicho personal va desde el/la Secretario/a General, hasta un operario de la «Brigada de Oficios» (o viceversa), pasando por los agentes de la Policía Local -cuyo Cuerpo (y servicios) está llamado a «mancomunarse» o integrarse en otros Cuerpos supramunicipales, como veremos-. En este apartado se estudian, además del régimen jurídico aplicable en la materia (incluyendo un apartado sobre prevención de riesgos), cuestiones tan diversas como la planificación de recursos humanos, el sistema de control y responsabilidades de los trabajadores públicos en el Derecho comparado, la citada Policía Local mancomunada, y los valores que debe reunir el personal al servicio de la nueva Administración Local.

El libro III está dedicado a la participación ciudadana, y se erige en uno de los pilares prácticos más interesantes de la presente obra. El ciudadano, la otra parte de la relación jurídico-administrativa, antaño la parte débil de dicha relación y hoy sujeto de un extenso catálogo de derechos -incluidos los «electrónicos», los cuales se explican ampliamente en el libro I- que deben estar adaptados a la realidad social. Este nuevo ciudadano al que aludimos se presenta en la actualidad un «ciudadano del mundo», integrado plenamente en el mismo y en la era de las telecomunicaciones, y por ello demanda, legítimamente, no sólo más y mejores servicios a la Administración (la cual, desde el punto de vista del principio de subsidiariedad-proximidad, va a ser casi siempre la Administración Local), sino también participar en los asuntos públicos de una manera cuantitativa y cualitativamente superior al sistema clásico de elecciones cuatrienales. El principio democrático así lo exige.

En el libro IV abordamos desde un punto de vista crítico (pero constructivo, ya que se incorporan interesantes propuestas de mejora) los aspectos económicos y presupuestarios del proceso de modernización. Desde esta perspectiva se observa que la problemática actual deriva no tanto de la «crisis» como de un incumplimiento crónico (con el consentimiento de los distintos Gobiernos, central y autonómicos, que centran el debate político en sus intereses) del art. 142 de la Constitución (y del 9 de la Carta Europea de Autonomía Local) por carecer los municipios de recursos propios, siendo su principal fuente de financiación las subvenciones finalistas y la participación en los tributos del Estado. Cabe identificar escasez de recursos y «afectación», como una traba al desarrollo de los numerosos derechos de los ciudadanos y servicios públicos que, de forma progresiva, la sociedad y la Ley atribuyen a las Corporaciones Locales. Lo cierto es que no se ha producido la necesaria corresponsabilidad fiscal efectiva, inspiradora de las reformas de la financiación autonómica, y ante tal situación sólo podemos reaccionar agudizando el ingenio, por lo que no cabe otra opción que mejorar la actual gestión económico-financiera dentro de los escasos márgenes que ofrece la Ley. Finalmente veremos que la implantación de las nuevas tecnologías es de nuevo importante en este apartado, pero instrumental y, considerada aisladamente, insuficiente, por lo que debe por tanto acompañarse de las medidas normativas y de gestión (financiera, presupuestaria, recaudatoria...) necesarias.

Por último, en un mundo globalizado pero amenazado por factores como el cambio climático, los abusos urbanísticos y la crisis inmobiliaria versus el derecho constitucional a la vivienda, cabe sin duda dedicar un apartado autónomo a urbanismo y medio ambiente. Este libro V aborda aspectos tan variados e interesantes como la conjunción entre los aspectos éticos, legales y urbanísticos, la gestión responsable y sostenible de las competencias urbanísticas y medioambientales de los municipios, el «cambio climático» o las energías renovables. Finalmente, dentro de la incuestionable relación entre financiación y urbanismo, abordaremos la cuestión del aprovechamiento «cuasiurbanístico» en el suelo rústico, un tema tan interesante como incipiente y que en un planteamiento completamente actualizado como el nuestro pensamos que no podíamos ignorar.

En definitiva, queridos amigos munícipes (políticos, técnicos, funcionarios y «agentes colaboradores»), hay que estar al día. Por ejemplo, parece que tanta tecnología podría suponer el aumento del consumo de energía, entrando en conflicto (por decirlo de algún modo) la tecnología y el medio ambiente, pero ya comienza a hablarse de Green IT, y en países como Dinamarca se está aplicando. Estaremos atentos a las novedades, ya que el proceso está vivo y es susceptible de una mejora continua. Aplicar las nuevas formas de gestión es, en muchas ocasiones, una obligación legal. Otras veces es simplemente «lo conveniente» (nos gusta más la expresión «lo sensato»), habida cuenta de los excelentes resultados que algunos Planes de modernización están ofreciendo en otras Administraciones («buenas prácticas»). Hagamos algo. Esto propiciará con toda seguridad que gestionemos de una forma mucho más eficiente nuestros Ayuntamientos, y a partir de ahí se generará un «círculo virtuoso» que solamente provocará repercusiones positivas. Hagámoslo. El ciudadano se lo merece.

Valencia, julio de 2009

Víctor Almonacid Lamelas
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I.  INTRODUCCIÓN. DOS «LEYES» DE LA MODERNIZACIÓN

Desde la perspectiva sociológica, la modernización consiste en un proceso de diferenciación hacia sistemas sociales cada vez más complejos, acompañado de la aparición de los correspondientes mecanismos de coordinación, para conseguir eficiencia mediante el uso de la razón. Como ya señalaran los constituyentes de Cádiz en 1812, COLOMER (2001) ha constatado empíricamente la mayor eficiencia de los sistemas políticos complejos con poder dividido, que son fruto del proceso de diferenciación en las pautas de organizar y ejercer la autoridad política. Sin embargo, no existe un único modelo de modernización y la eficiencia está condicionada a la coherencia de todo el proceso. De acuerdo con la observación de GURR (1974), los sistemas políticos complejos con regímenes de poder mixto o dividido sólo han resultado duraderos y estables en Europa. GURR atribuyó el excepcionalismo europeo a que esa pauta de estructuración del sistema político moderno resulta «coherente» con la plena diferenciación y complejidad racionalizadora de los otros subsistemas sociales, fruto del largo proceso de modernización registrado en Europa durante los últimos siglos.

En términos generales, la hipótesis de «congruencia o consonancia» entre sistemas postula que las instituciones políticas funcionan mejor y duran más si son internamente consonantes y si sus pautas de autoridad y reglas de estratificación resultan congruentes con las de los sistemas e instituciones sociales adyacentes (ECKSTEIN y GURR, 1975), ya que la lógica de la teoría general de los sistemas de acción exige que cada paso hacia la diferenciación funcional se vea acompañado de la aparición de otros tantos nexos de interacción entre sistemas que, respetando escrupulosamente la diferenciación, restablezcan la coordinación. Por ejemplo, se dispone de considerable evidencia empírica acerca de que el proceso de difusión del crecimiento económico moderno no es homogéneo, sino que forma «clubes» y existe una especie de «convergencia condicional» que sólo beneficia al club de países que disponen de entramados institucionales coherentes (QUAH, 1997).

II.  LAS DOS LEYES DE LA MODERNIZACIÓN EN LA HISTORIA DE LA TEORÍA SOCIOLÓGICA

La formulación de aquellas dos leyes básicas del proceso de modernización -la de diferenciación y la de coherencia- se remonta en realidad a los fundadores de la sociología. Herbert SPENCER (1857) intuyó que el progreso social consiste en la evolución «desde lo uniforme a lo multiforme y desde una homogeneidad incoherente a una heterogeneidad coherente», basada en la «cooperación voluntaria» (Espina, 2005b, pág. 177). En su obra clásica La división del trabajo en la sociedad, Emile DURKHEIM (1893) retomó la idea bajo la forma de una complejización creciente de la división del trabajo entre las distintas estructuras sociales, añadiéndole el componente cohesivo, ya que tal división requiere el avance paralelo en el proceso de re-integración (a la que denominó solidaridad orgánica), que consiste precisamente en la capacidad para coordinar, motu proprio, las actividades en las que se especializa cada estructura diferenciada (SMELSER y SWEDBERG, 2005, pág. 10).

Sin embargo, la formulación de DURKHEIM era todavía demasiado frágil porque su modelo cognitivo seguía empleando el símil organicista -como ya hiciera SPENCER, por muy contradictorio que resultase este símil con su «ley de supervivencia de las unidades individuales», asumida por imperativo ideológico (ESPINA, 2005b, pág. 179)-. En el caso de DURKHEIM, el organicismo hacía gravitar el proceso de reintegración sobre el desarrollo de vínculos corporativistas entre ocupaciones y grupos profesionales (DOBBIN, pág. 40). Y es que el símil organicista limita extraordinariamente la diferenciación de sistemas e induce a pensar en términos de selección determinista, lo que resulta opuesto a la idea de experiencia consciente -impregnada de significado- y de selección mediante elección y cálculo de riesgo, que es la marca distintiva de los procesos sociales modernos (LUHMANN, 1990, pág. 26).

En cambio, el concepto de sistema, definido por Wilfredo PARETO (1916-17, §§ 2060-2074), significa precisamente plena diferenciación de sus subsistemas componentes, interdependencia mutua entre ellos (aunque ésta sea mucho más sutil) y suma positiva derivada de su interacción. Paradójicamente, la biología evolucionista del desarrollo -al fundamentar la estabilidad de los organismos en el desarrollo genético modular (propio de los sistemas) y en la plasticidad del fenotipo- está llegando a compatibilizar de forma extraordinariamente sugestiva la perspectiva genética de evolución adaptativa (organicista, pero no determinista) con los análisis individualista, funcionalista y formalista/esencialista (en el sentido aristotélico)  (1) .

Talcott PARSONS (1951) retomó el enfoque paretiano y dio un paso adelante al estudiar el problema de la coordinación bajo la óptica de los «procesos de institucionalización», cuyo objetivo consiste precisamente en alcanzar la congruencia de pautas de acción mediante el intercambio entre los grandes subsistemas sociales (GERHART, 2002). Con carácter general, el punto de partida de las principales tradiciones sociológicas -incluidas la evolucionista, la marxista y la funcionalista- es la coherencia intersistémica, dando por supuesto que tal congruencia es un dato inherente a la propia modernidad. En el caso de la sociología de Pierre BOURDIEU -síntesis de marxismo y neofuncionalismo-, el impulso que dirige la marcha hacia la coherencia es la lucha de individuos y grupos por implantar su dominación en cada «campo» -definiendo a éste como estructura de relaciones sociales con lógica propia-, siguiendo en cada caso las reglas y empleando el «tipo de capital» característicos del mismo. De este modo, en la sociología de BOURDIEU la coherencia vendría impuesta en última instancia por la lucha por el poder, a la que el sociólogo francés consideraba como un rasgo universal de la naturaleza humana -especialmente, la masculina (BOURDIEU, 1998)-, tal como ha quedado configurada bajo el actual orden social a través de la internalización de una pauta de comportamiento -a la que denominó habitus-, que cumple el imperativo funcional de la reproducción del orden capitalista. Con ello, BOURDIEU generalizaba el concepto al que MARX había denominado «afán de explotación» de la burguesía capitalista -encargado también de dotar de coherencia a todo el sistema-, elevándolo a la categoría de «principio de antropología económica»  (2) .

Por su parte, la tradición liberal más comúnmente admitida atribuye a Adam SMITH la idea de que el incentivo del interés económico individual actúa al modo de una mano invisible que garantiza la coherencia, por mucho que el moralista escocés la hiciera descansar, más bien -o en paralelo con ello-, sobre la educación de los sentimientos morales (ESPINA, 2005c) o sobre una especie de teodicea puritana (RAMOS, 2001) en la que las clases dirigentes se comprometen a instruir a las clases subordinadas. Más modestamente, aunque con el mismo carácter de mecanismo de cierre del sistema, Max WEBER había apelado a un sutil «deseo de reconocimiento» en las diferentes «esferas de valores» en que se mueve el individuo moderno. De ahí es de donde PARSONS tomó su motor del cambio social. En su caso, la clave de bóveda es el individuo -definido como «sistema de la personalidad», que actúa como sujeto de la acción, tanto individual como colectiva-, al demandar que el sistema cultural y de valores sea congruente con los nuevos contextos sociales en que desarrolla su agencia, desencadenando con ello los procesos de institucionalización (PARSONS, 1951).

En cualquier caso, a este «olvido» de un análisis sistemático acerca de los mecanismos que producen coherencia sin merma de la diferenciación, latente en la axiomática fundacional de todas las ciencias sociales hasta la aparición de las ciencias de la complejidad, ha venido a unirse la práctica de las mismas, ya que la diferenciación de sus objetos de análisis -propia de la modernización- tiene como correlato la compartimentación metodológica en múltiples ciencias parcelarias, que trabajan generalmente bajo el supuesto implícito de que tal congruencia sucede de modo automático y casi determinista, cuando lo que ocurre es que tales nexos no pueden ser objeto de observación sistemática, al no caer dentro del ámbito de competencia de ninguna de aquellas disciplinas. E igual sucede con políticas e instituciones.

Niklas LUHMAN (1995) detectó la aceleración experimentada por todo este proceso a finales del siglo XX, desencadenando la tendencia explosiva de los sistemas modernos a subdividirse y a actuar con carácter autopoiético (o sea, a construirse y reconstruirse tan sólo a partir de sí mismos, al modo de Hal 9000), haciendo primar el eje de autorreferencia de cada subsistema sobre el eje de referencia externa -con relación a los otros subsistemas y al entorno-. LUHMANN (2006) terminó formulando una definición estrictamente procedimental de la modernidad, según la cual ésta consiste en un puro proceso de diferenciación en busca de sistemas que dispongan de una sola modalidad de operaciones, porque la herramienta básica que define lo moderno es la técnica, y ésta no es otra cosa que una «simplificación funcionante». A todo ello ha venido a añadirse la «dimensión civilizatoria», introducida por EISENSTADT (2000) en el análisis sociológico, que extrapola aquella definición procedimental y desvincula por completo las sociedades modernas del cuadro de valores considerado tradicionalmente como tal -cuya función consiste en motivar al individuo «endodirigido»-, lo que hace todavía más problemática la coherencia intersistémica moderna en el espacio global, en donde subsisten sistemas culturales con valores habitualmente contemplados como antimodernos -de ahí la dificultad que encuentra el «diálogo entre civilizaciones».

Aun sin apelar a profecías apocalípticas -en parte autocumplidas-, como la del «choque de civilizaciones», todo ello eleva exponencialmente el riesgo de incoherencia -y de desintegración social y anomia-, algo que Ulrich BECK (1992) ha elevado a categoría sociológica holística, bajo la denominación de «sociedad del riesgo», para definir la época de la globalización en la que el subsistema político -especializado en el establecimiento de los fines sociales- resulta ya insuficiente porque se encuentra confinado en el interior de los estados-nación. Para LUHMANN esto es así por mucho que nos aferremos, en vano, «al vocabulario de una tradición cuya ambición consistía en definir la unidad, o sea, la esencia de lo social» (LUHMANN, 1997), utilizando el significado (meaning) -siempre contextualizado culturalmente, asociado a la identidad del sistema- como filtro para reducir la complejidad, en ausencia del cual las identidades se confunden y la comunicación se dispersa en pura entropía, incapaz de penetrar en la mente del sujeto a través del proceso cognitivo, con el consiguiente riesgo de autismo (o autopoiesis); y, recíprocamente, los sujetos se encuentran incapacitados para producir comunicaciones válidas dentro del sistema (LUHMAN, 1990).

No sorprende, pues, que la sugerencia de PARSONS y SMELSER (1956) en favor de analizar específicamente todas estas interacciones con ayuda de su modelo -denominado AGIL- no tuviera eco hasta la segunda mitad de los años ochenta y no haya alcanzado plena madurez hasta comienzos del siglo XXI, como pone de manifiesto la tercera parte de la segunda edición del Manual de Sociología Económica de SMELSER y SWEDWERG (2005), que versa precisamente sobre la proliferación de conocimiento sociológico en las «intersecciones de la economía» con el Estado -tanto en sentido general, como en el de Estado de Bienestar-, el derecho, la educación, la religión, la tecnología, el medio ambiente, y las sociologías étnica y de género -que estudian los mecanismos de segregación social-. Además, la segunda parte de la obra sitúa a las instituciones en el núcleo mismo del sistema económico, de acuerdo con la propuesta original de PARSONS y SMELSER, que contemplaba la economía y la sociología como partes de la teoría general de los sistemas de acción, propuesta que ha terminado adquiriendo carta de naturaleza también en la investigación económica más reciente (BERTOCCHI, 2004), particularmente en el ámbito de la economía del crecimiento (AGHION y DURLAUF, 2006), proceso típicamente moderno en el que se registra un cuadro especialmente complejo de acciones y retroacciones entre las estructuras sociales y el propio crecimiento económico (BOURGUIGNON, 2004), que hay que tomar en consideración a la hora de diseñar políticas (a todos los niveles de las Administraciones Públicas), ya que en muchos casos el éxito o fracaso de las mismas depende de su interacción «blanda» con otras políticas e instituciones, y para ello unas y otras deben ser congruentes.

La inquietud acerca del carácter problemático de la coherencia, que ahora sobresale como riesgo proyectado hacia el futuro, puede retrotraerse también hacia el pasado, bajo la forma de hipótesis explicativa del fracaso de algunos procesos de modernización, y muy notablemente del español, que a estos efectos puede contemplarse como prototipo de un modelo más general -al que a veces se denomina latino-, especialmente relevante para la problemática del crecimiento moderno en América Latina. Porque la evidencia acumulada en el estudio de los procesos de modernización indica que la coherencia entre sistemas sociales diferenciados constituye, ciertamente, un requisito para que el proceso de modernización culmine con éxito; pero se trata de una condición necesaria que sólo resulta constatable ex post facto. Nada autoriza, sin embargo, a considerarla como un axioma o prerrequisito ex ante, de cumplimiento inevitable, por mucho que éste sea un rasgo observable en todos los procesos de modernización consumados.

Por el contrario, si la coherencia entre sistemas diferenciados es el eslabón perdido de la modernización y el desarrollo económico, éste vendría a ser el principal factor discriminador entre los casos de éxito y de fracaso en tales procesos. Con la peculiaridad añadida de que, bajo tal supuesto, la incoherencia sería una variable prácticamente inobservable cuando la muestra seleccionada incluye sólo casos de éxito, dado que tal muestra no incluirá ningún caso de incoherencia intersistémica -cuya observación requiere una teoría y una consideración específicas-. La sociología económica, por su parte, viene imputando la causa del éxito de la economía capitalista a la «incrustación» (embeddedness) de las instituciones sociales en el funcionamiento económico, como sucede por ejemplo en los trabajos incluidos en HOLLINGSWORTH y BOYER (1997) o en los de TZENG y UZZI (2000), en los que esta modalidad de coordinación se materializa en la formación de redes que operan desde el ámbito microsociológico al ámbito global, con la paradoja de que a partir de cierto umbral de densidad, en lugar de ser eficiente la incrustación resulta disfuncional (UZZI, 1997 y 2000). En otros estudios, el mismo concepto sirve para actualizar el concepto de cohesión y solidaridad estructural de DURKHEIM, como hacen MOODY y WHITE (2003). En general, la tradición sociológica explica los nexos intersistémicos apelando a las cuatro categorías básicas que acabamos de mencionar: instituciones, poder, cognición e incrustación en redes (DOBBING, 2004). La literatura sobre el capital social -considerado como complemento del capital humano y del capital físico- hace descansar esta tarea de reintegración sistémica sobre la dotación de facultades relacionales en los individuos, especialmente en su capacidad para participar en redes (de forma activa o pasiva, familiar o de amigos), para otorgar confianza (a los otros o a las instituciones) y para el compromiso cívico (moral o político)  (3) .

En todo caso, las reglas del método comparativo de demostración de la causalidad exigen que la condición causal esté allí donde aparecen sus efectos y que no esté allí donde no aparecen, lo que requiere examinar tanto casos expuestos como no expuestos a tal factor (DOBBIN, pág. 29); y, a la inversa, casos en que no aparecen sus efectos hipotéticos, para comprobar que el factor no está), de modo que en orden a contrastar la hipótesis de que la coherencia es condición sine qua non para la modernización es necesario analizar casos en que el proceso de modernización fracasó, compararlos con casos en que tuvo éxito y explicar los factores diferenciales.

Siguiendo la sugerencia de GERHART (2005), ése es el ejercicio que propongo en la obra Modernización y Estado de Bienestar en España (ESPINA, 2007), que hace énfasis, no tanto en la lógica del funcionamiento interno de cada subsistema, como en los efectos del mismo sobre los demás -tanto en el primer intento, saldado en fracaso, como en el segundo, culminado con éxito-. En ese ejercicio utilizo el esquema funcionalista de Talcott PARSONS y Neil SMELLSER (1956) a modo de mapa para ordenar el análisis y para evaluar el desempeño del sistema social resultante del proceso de modernización. Como es bien sabido, PARSONS y SMELSER descompusieron el sistema social en cuatro grandes subsistemas diferenciados, cada uno de los cuales cumple un imperativo funcional esencial: el sistema político establece los fines y metas sociales en cada contexto específico (G); el sistema económico cumple el imperativo de adaptación (A), en orden a administrar los recursos escasos y disponer de nuevos recursos instrumentales, asignándolos a la consecución de los objetivos individuales y las metas sociales; el sistema cultural, científico, de valores e incentivos mantiene las pautas normativas de socialización -definitorias o latentes en el propio sistema social (L)- y las motivaciones individuales que condicionan la innovación, y el sistema normativo legal y de administración de justicia hace posible el funcionamiento integrado de todo el sistema (I), adjudicando derechos y obligaciones y garantizando el cumplimiento de los contratos (PARSONS, 1961, págs. 36-41; SMELSER y SWEDWERG, 2005, pág. 14).

A partir de la propuesta de PARSONS y SMELSER he especificado un cuadro sencillo de variables para llevar a cabo el análisis comparativo del proceso de modernización. Los cuatro subsistemas AGIL que figuran en el diagrama I están relacionados entre sí, a su vez, por cuatro mecanismos societarios básicos: instituciones, redes, poder y cognición (DOBBIN, 2004, pág. 7), representados en el diagrama mediante flechas que relacionan cada subsistema con los demás. Estas variables se refieren a los rasgos fundamentales o características distintivas de cada subsistema. El subsistema político se define por las pautas históricas de ampliación de los derechos de voto, los mecanismos de selección y cooptación de las élites emergentes, la estructura institucional del poder y la sede de control del poder ejecutivo, las reglas electorales y la topología de la concurrencia política (esto es, la mayor o menor tendencia hacia la polarización por los extremos o a la concertación por el centro).

Para el subsistema económico las variables son: la orientación hacia el mercado, el modelo y el cumplimiento de las obligaciones fiscales, el valor económico prevaleciente y las pautas de competencia. Para definir al sistema jurídico identificamos la familia a la que pertenece el sistema legal, el criterio básico de legalidad, los resultados alcanzados y el grado de predictibilidad de las decisiones judiciales. Finalmente, el sistema cultural se define por una gama mucho más variada de rasgos, de las que el diagrama selecciona el posicionamiento del sistema de valores a lo largo del eje individualismo/holismo, las pautas de escolarización, la pauta de adquisición de capacidades (que adopta como variedades el modelo de capital humano, el modelo de recursos humanos o fórmulas mixtas), la religión y el posicionamiento respecto a las orientaciones de ideas y creencias: el eje que diferencia a las ideologías según el grado de axialidad, mundanidad y/o racionalismo, y el que diferencia a los sistemas de conocimiento según la polaridad positivismo-empirismo versus historicismo-institucionalismo.

En los diagramas I y II figura un quinto subsistema -el de bienestar social (SBS)- que no forma parte del sistema cuatripartito de PARSONS y SMELLSER porque, en puridad, sólo puede hablarse de él refiriéndose a Europa (FREEMAN, 1995), en donde ha tenido lugar un proceso de diferenciación adicional, que dio origen a este nuevo subsistema funcional, especializado en el cumplimiento del imperativo de cohesión social. Aunque el análisis pluralista norteamericano interprete que este rasgo del sistema social es más bien indicativo de un cierto retraso en el proceso de diferenciación europeo, fue John T. DUNLOP (1958) quien apeló a la necesidad de una quinta pieza -limitada en su formulación al subsistema de relaciones industriales- para gobernar el conflicto distributivo, consustancial a las economías modernas. Otras características distintivas indican que el subsistema de bienestar es un rasgo que identifica la variedad europea del proceso de modernización (GROOT et al., 2004), lo que implica su conversión en derechos subjetivos y su plena articulación jurídica, frente al excepcionalismo norteamericano en esta materia (SKRENTNY, 2006).

Por esta razón, he ampliado el modelo AGIL, para incluir en el núcleo mismo de la problemática de la coherencia el sistema de bienestar social, especializado precisamente en la función de cohesión -o sea, en la «solidaridad orgánica» a la que se refería DURKHEIM-. Las variables que sirven para definirlo son, por un lado, las utilizadas por ESPING-ANDERSEN (1993, 1999) en su conocida tipología tridimensional (tipo de riesgo, cobertura, orientación hacia el empleo y regulación laboral), a las que se añaden las del «sistema de relaciones industriales» -definido por las variables «grado de centralización» (CALMFORS, 1994) y por el nivel de afiliación sindical u otras modalidades de representación laboral (FREEMAN, 2005).

La preocupación por los mecanismos de reintegración de esos cinco subsistemas se observa actualmente en el conjunto de la ciencias sociales, cuya topología (recogida de forma tentativa en el diagrama II) ha ido creciendo para acompasar su paso al de la diferenciación de sistemas sociales, acentuando en la etapa más reciente las disciplinas relacionales, emanadas en primer lugar desde las propias ciencias parcelarias (como el «Análisis económico del Derecho» -Law & Economics-, el «Análisis de políticas públicas», la «Teoría de las finanzas» o la «Economía de la innovación y el conocimiento»), pero se manifiesta con especial claridad en el amplio desarrollo alcanzado recientemente por las áreas de conocimiento cuyo objeto es precisamente el sistema de bienestar social, sobre el que recae el objetivo de cohesión, y en la emergencia y pujanza de tres disciplinas típicamente relacionales o de coordinación: la Sociología Económica -con la teoría de la elección racional- (SMELSER y SWEDWERG, 2005), el Neoinstitucionalismo (BRINTON y NEE, 2001) y la Sociología Política, cuyo primer manual de carácter comprensivo parte precisamente de la necesidad de cambiar el rumbo desde la diferenciación del trabajo teórico hacia la integración y la síntesis del conjunto de áreas recogidas en este diagrama (JANOSKI et al., 2005, pág. 2).

III.  DOS MODELOS DE ÉXITO EN LA MODERNIZACIÓN TEMPRANA: LOS CASOS INGLÉS Y ALEMÁN Y LA REFUNDACIÓN DEL ESTADO DE BIENESTAR EN SUECIA

Las ciencias sociales especializadas en cada uno de los cinco grandes subsistemas, representadas en el diagrama II, han tratado de identificar tipos ideales en el proceso histórico de diferenciación estructural, a la luz del grado de especialización funcional, de las características distintivas en su configuración y de la dinámica de interacción entre cada uno de ellos. Por ejemplo, al analizar las estrategias para ampliar los derechos de voto hasta llegar al sufragio universal, COLOMER (2001) identifica tres modelos de instituciones políticas: el anglosajón, el latino y el alemán o nórdico. El primero persiguió la estabilidad concediendo estos derechos primero sólo a los más ricos, ampliándolos después paulatinamente y evitando dar saltos bruscos hacia nuevas mayorías; controlando indirectamente el sistema de partidos mediante la aplicación sistemática de reglas electorales de mayoría relativa a una sola vuelta, en las que el ganador gana todo -lo que, paradójicamente, suele aconsejar a los contendientes políticos competir por el centro y en la práctica reduce a dos el número de contendientes efectivos-, y priorizando la centralidad del Parlamento como sede de la democracia representativa y del control del ejecutivo, hasta un grado que ha impedido hasta hoy adoptar una Constitución  (4) , ya que ésta tendría que limitar sus poderes (ASCHERSON, 2006, 2007), como se puso de manifiesto en el trasplante revolucionario del modelo a Estados Unidos, que planteó, según Graham SUMNER, la disyuntiva Democracia versus Constitución (ESPINA, 2005d).

En los modelos latino y de Europa oriental, en cambio, las oligarquías tradicionales -mayoritariamente antiliberales y antidemocráticas- mostraron una gran renuencia a ampliar y respetar los derechos políticos, resistiendo los cambios, tratando de marginar a los recién llegados y obligando a las élites emergentes a acceder al poder por vías ajenas al sistema institucional (hasta el punto de autoconsiderarse como únicos titulares legítimos y «propietarios» del mismo). Cuando éste se derrumbaba, la oposición revolucionaria ampliaba de repente el electorado, mayoritariamente analfabeto, que era presa fácil para los mensajes políticos mesiánicos, lo que otorgaba una considerable prima a las posiciones extremas en el juego de concurrencia política dentro del nuevo sistema. En el caso de la II República española, además, la regla mayoritaria favoreció desmesuradamente al candidato ganador en cada distrito, aplastando a la minoría independientemente de los votos conseguidos, lo que premió las estrategias frentistas y permitió al frente perdedor en votos alzarse con la victoria en escaños, restándole legitimidad. Consecuentemente, en el modelo latino los derechos se consideraron indivisibles, encontrando su fundamento en la proclamación revolucionaria de los mismos. Y como muchas de estas revoluciones produjeron caos o emplearon el terror, los movimientos pendulares y la interrupción periódica del proceso de edificación del nuevo sistema social resultaron inevitables, siguiendo la pauta de «desarrollo antagonista» de Albert HIRSCHMAN (1992), porque, en ausencia de una actitud anticipativa de cooptación gradualista de las élites emergentes hacia el centro del sistema político, la amenaza revolucionaria actuó como motor único del cambio evolucionista (ESPINA, 2005a). Casos muy similares han proliferado en el pasado y el presente de América Latina.

En el modelo alemán, extendido después a los países nórdicos, fue la derecha quien lideró el proceso de generalización del derecho de voto -como sucedió también en el modelo anglosajón-, pero optando en este caso por crear un electorado masivo de forma repentina, obligando enseguida a las nuevas élites a competir dentro del sistema político. Como contrapeso a la inestabilidad inherente a tal irrupción, el poder ejecutivo del Canciller -que dirige el Ejecutivo- no fue controlado por la cámara baja, sino por la segunda cámara (Bundesrat), cuya composición no provenía del sufragio directo, sino que era básicamente representativa de los poderes territoriales -al igual que sucede actualmente con el Consejo de la UE, que nombra a la Comisión Europea-. Junto a ello, la estabilidad se vio favorecida, primero, por una regla electoral de mayoría absoluta con segunda vuelta electoral -e introduciendo el sistema proporcional, en la República de Weimar-, lo que abocaba a la concurrencia por el centro político y a la formación de coaliciones multipartidarias.

Sin embargo, por mucho que el papel de las instituciones y del subsistema político resulten cruciales para el proceso de modernización -especializado como está en la definición de fines colectivos y en los mecanismos formales de acceso y ejercicio del poder (junto a otros mecanismos mucho más difusos)-, sería injusto atribuirles la responsabilidad principal del éxito o fracaso en el intento de construcción del sistema democrático, porque esos mismos tipos ideales o modelos históricos los encontramos también en el proceso de diferenciación funcional de los otros tres subsistemas, como enseguida veremos. Además, los tres modelos de sistema político se corresponden, aunque con ciertas variantes, con los «tres mundos del Estado de Bienestar» de TITMUS (1974) y ESPING-ANDERSEN (1993): el minimalista-residual británico -universalista- y el de aseguramiento continental, subdividido, a su vez, este último en una rama latina, que conservó largo tiempo su corporativismo original, mientras que el sistema alemán avanzó más rápidamente hacia la generalización. Su plena universalización -combinada con el sistema francés de gestión del conflicto industrial- daría lugar en los años treinta al modelo socialdemócrata sueco (ASHFORD, 1986), compartido por los países nórdicos.

Los nexos entre ambos sistemas son notables. Resulta muy difícil, por ejemplo, explicar la estabilidad de los sistemas sociales nórdicos -y del propio sistema alemán, aunque interrumpida esta última por los latigazos del nacionalismo totalitario- sin apelar al mortero cohesivo de los sistemas de bienestar universalista (o socialdemócrata) y bismarckiano (o corporativista, con cobertura amplia), respectivamente -cuya adopción sirvió, inicialmente como contrapartida a la expulsión del partido socialista del sistema político entre 1878 y 1890-. Y lo mismo sucede con la contribución de los arreglos neocorporatistas entre el subsistema político y el de relaciones industriales a la superación de las grandes crisis y a las transiciones democráticas en el continente europeo durante la segunda mitad del siglo XX (SCHMITTER-GROTE, 1997). Pero, aun sin referirse a ese quinto subsistema -que no forma parte del modelo AGIL originario-, las características de los tres modelos de comportamiento político se corresponden casi perfectamente con los rasgos diferenciales en la formación de los otros tres subsistemas del mapa funcionalista genuino: el económico, el legal y el sistema cultural-motivacional. Ahora bien, en lo que sigue, en lugar de razonar a partir de tipos ideales he preferido adoptar el criterio de análisis de casos individuales, dado que la agrupación por racimos de países de un conjunto de variables tan complejo (del orden de veinticinco) obligaría a un grado de simplificación abusivo, lo que explica el desplazamiento observado recientemente en múltiples ámbitos de la sociología política desde la obsesión por la contrastación empírica de modelos taxonómicos hacia la interpretación de casos específicos y el análisis comparativo (Janoski et al., 2005, pág. 3). Esto resulta especialmente necesario en el análisis de la realidad actual y prospectiva, para la que no se dispone todavía de evidencia relevante (HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005, pág. 524).

No obstante, es notorio que los casos inglés y alemán resultan en buena medida característicos de dos modos paradigmáticos y casi diametralmente opuestos de afrontar la modernización (compartidos por otros países). En el primero, el motor incuestionable del proceso es el mercado y la iniciativa individual; en el segundo, la asociación entre esta última y el Estado, con un amplio margen para la iniciativa estatal y/o corporatista. Desde el punto de vista económico, ambos resultaron extremadamente eficientes, de modo que no caben conclusiones monistas (DOBBIN, 2005, pág. 45). Por su parte, el caso español presenta características en cierta medida extrapolables al «modelo latino», como veremos. Desde la segunda posguerra se viene registrando una tímida convergencia entre los dos primeros, que sólo se acelera con la llegada de la UE (en el sentido de una plena diferenciación de sistemas), ahora ya sí con la participación de España.

En el modelo inglés, el sistema económico individualista y librecambista, con amplia autonomía respecto al sistema político -aunque con una fiscalidad extremadamente eficiente y equitativa (basada en la implantación temprana del income tax)-, consiguió históricamente el máximo grado de eficiencia adaptativa y competitividad, lo que explica, en parte, el papel escasamente relevante del sistema de bienestar en la corrección de los resultados distributivos, la escasa regulación de los mercados y el librecambio. Ambos sistemas interactúan con un sistema legal evolutivo (la Ley Común, basada en la jurisprudencia y el precedente), capaz de maximizar la seguridad jurídica a largo plazo y los derechos de propiedad, en paralelo con un sistema cultural y de valores claramente empirista, individualista y utilitarista (de inspiración darwinista).

El caso inglés es el modelo canónico sobre el que se edificó la economía política clásica -que parte del axioma de la autonomía teórica total del valor económico, que MALTHUS definió en función de la utilidad- y el denominado modelo pluralista en la teoría de la acción colectiva de diferenciación social -frente al modelo corporatista continental-. En muchos aspectos, además, es el que ha resultado triunfador por el proceso de selección evolucionista de los dos últimos siglos, por lo que sus principales características son consideradas actualmente como rasgos distintivos del sistema social moderno, aunque no fuera así en sus orígenes, en los que el modelo hubo de competir con la propuesta alternativa de modernización centroeuropea, que durante un tiempo tuvo ciertas probabilidades de alzarse con la victoria (ESPINA, 2005a, pág. 32).

En el polo opuesto se encuentra precisamente el modelo alemán, con su variante japonesa (MORCK et al., 2007), en donde el sistema económico siguió una pauta de cooperación con el Estado, cuya intervención proactiva se constituyó en motor del cambio económico, proporcionando una masa abundante de bienes públicos, externalidades (recursos humanos, infraestructuras materiales y científicas, y demanda para la industria pesada naciente), e incluso orientación y dirección, haciendo jugar al Estado un papel determinante en la orientación de la política industrial. Todavía actualmente algunos de sus rasgos reaparecen en la variedad de capitalismo denominada «economía coordinada de mercado» -frente a la variedad denominada «economía libre de mercado» (HALL-SOSKICE, 2001).

Con anterioridad al colapso del sistema durante el primer tercio del siglo XX, el cuadro alemán de relaciones intersistémicas entre política y economía resultaba coherente con un sistema jurídico estatista, con ley civil, pero al mismo tiempo idealista -con fuerte autonomía, basada en principios- y con una considerable impronta jurisprudencial, de inspiración romanista, que facilitaba su adaptabilidad y predictibilidad, y con un sistema cultural en el que los valores individualistas se subordinaban a los nacionalistas y estatistas. El historicismo sistemático, común al sistema jurídico y al conjunto de las ciencias sociales en la Alemania del siglo XIX, reforzó el carácter fuertemente dependiente de su propia trayectoria, como base empírica común a todos los institucionalismos -lo que los hace hipersensibles al problema de la coherencia entre sistemas-. El II Reich alemán había heredado, además, la tradición impositiva prusiana, que fue la más eficiente y menos corrupta del continente durante los siglos XVII y XVIII, basada en el control directo de los recaudadores por las instituciones estatales -sin intermediarios ni venalidad de oficios-, en la monitorización de los funcionarios recaudadores por las corporaciones gremiales (de donde proviene la prelación histórica, ya observada por HEGEL, de la sociedad civil respecto al Estado, para quien las corporaciones constituían su «segunda columna moral»), y en la relación simbiótica entre la recaudación de impuestos por el Estado y la de la renta por los propietarios (tax farming), que estableció una tradición duradera de confianza entre los intereses estatales y los particulares de los Junkers (KISER-SCHNEIDER, 1994). A partir de esta tradición Adolf Wagner construyó su «impuesto sintético», para financiar el nuevo Estado alemán, en una acción perfectamente coordinada con la de la implantación del Estado de bienestar bismarckiano.

La descripción de Rosa LUXEMBURGO en Reforma o Revolución (1899, nota 17), aunque lógicamente hipercrítica, sigue siendo la mejor síntesis del papel que desempeñó la cognición, canalizada a través del conjunto de las ciencias sociales -representado en este caso por la Verein für Sozialpolitik-, en la coordinación de todo este proceso:

«En el año 1872, los profesores Wagner, Schmoller, Brentano y otros celebraron en Eisenach un congreso en el que proclamaron (...) que su meta era la implantación de las reformas sociales, para la protección de la clase obrera. Estos mismos caballeros, a los que el liberal Oppenheimer calificó irónicamente de "socialistas de cátedra", se apresuraron a fundar la Sociedad para la Reforma Social. Algunos años más tarde, al agravarse la lucha contra la socialdemocracia, votaron en el Parlamento a favor de la prórroga de la Ley Antisocialista. Por lo demás, toda la actividad de la Sociedad consiste en asambleas generales anuales en las que se presentan ponencias profesorales; además, ha publicado cien voluminosos tomos sobre cuestiones económicas. Estos profesores, que también son partidarios de las tarifas arancelarias, el militarismo, etc., no han hecho nada por la reforma social. Últimamente la Sociedad ha abandonado el tema de las reformas sociales y se ocupa de las crisis, los cárteles, etc.»


El impacto de la Verein se hizo notar tanto en el continente europeo como en Estados Unidos -en este caso, a través de Richard T. ELY, fundador del institucionalismo y de la American Economic Association, en 1885-, y particularmente en España -en donde la élite intelectual de la Restauración se vio muy influenciada por la cultura alemana- a través de la Comisión de Reformas Sociales, establecida en 1883. Su decreto de creación plasma con toda fidelidad ya en su artículo primero la confianza casi absoluta de los legisladores liberales en la capacidad cognitiva para transformar la realidad económica, al encargar a la Comisión el «estudio de todas las cuestiones que directamente interesan a la mejora o bienestar de las clases obreras, tanto agrícolas como industriales, y que afectan a las relaciones entre el capital y el trabajo», en orden a diseñar un programa legislativo en materia de política social..., «sin perjuicio de su función de estudio» (art. 2.º) (MARTÍN VALVERDE, 1987, pág. XLVIII).

El modelo alemán resultó extraordinariamente eficiente en lo que se refiere a la recuperación del atraso económico, a cambio de minimizar el espacio del individuo, del mercado y de la sociedad civil, y de aumentar el dirigismo en la asignación de recursos, sobrecargando al sistema de bienestar en la función distributiva y cohesiva en torno a los grandes objetivos fijados por el Estado, cuya función de coordinación se vio facilitada por una pauta de fuerte cooperación empresarial, contagiada enseguida a Japón (CHANDLER, 1990; KORNICKI, 1998). La política industrial, basada en un proteccionismo templado para la industria naciente, importado por F. LISZT de la América de Alexander HAMILTON y admitida enseguida por Stuart MILL -con gran escándalo en aquellos tiempos y en los venideros (IRWIN, 1991, pág. 202)-, era perfectamente coherente con el conjunto de su «sistema nacional de política económica».

Ciertamente, incluir la estrategia aplicada por la Alemania imperial para su primera modernización entre los casos de éxito no significa que fuera un modelo completo ni sostenible, ya que en el largo plazo el régimen político autoritario del Imperio habría de resultar incapaz de controlar el conjunto del sistema social alemán a medida que aumentaba su complejidad, como consecuencia del desarrollo económico, por no hablar del impacto del sistema internacional y de la guerra sobre la evolución ulterior del mismo (BERMAN, 2001). Se trata obviamente de una fase inicial, en la que la coordinación entre los sistemas político y económico fue el resultado de combinar un grado razonable de concurrencia política -entre las élites dirigentes tradicionales y las élites industriales emergentes- con una escasa dependencia de las rentas e ingresos de la élite tradicional respecto a la acción del Estado  (5) .

De este modo, habiendo iniciado el proceso de cambio en fechas relativamente tempranas -al igual que sucediera en Inglaterra- la élite tradicional no se consideró excesivamente acosada por las élites emergentes -ya que dispuso de una cierta capacidad de veto, desde el Bundesrat, frente a las reformas más perjudiciales para sus intereses estratégicos- y, como sus recursos económicos eran relativamente independientes del Estado, no consideró imprescindible tratar de bloquear el proceso de modernización e innovación política, sino tan sólo de modular sus efectos económicos a través del denominado «pacto entre el hierro y el centeno», mutuamente beneficioso para ambas partes, haciendo compatible el respeto a los intereses agrarios con un fuerte intervencionismo del Estado en la demanda industrial y en el suministro de externalidades para la industria naciente -simbolizadas principalmente en la puesta en pie de un sistema público de educación secundaria y politécnica al que nos referiremos más adelante.

Más tarde, tras la Gran guerra y el colapso del Imperio, la República de Weimar trató de llevar a cabo una política de fuerte coordinación entre los sistemas político, económico y de bienestar poniendo en pie un sistema de relaciones industriales basado en el intercambio político entre el Estado y los agentes sociales representativos de los grandes grupos de intereses industriales. Para resultar equilibrada, tal política requería la colaboración periódica de los cuatro partidos políticos representativos de los grandes grupos de interés económico (conservadores-agrarios, cristianos-industriales, liberales-urbanos y socialistas-obreros), lo que se vio facilitado por la regla de representación proporcional. Sin embargo, la dirección política basada en la negociación permanente y la cooperación entre un grupo tan variado de partidos resultó demasiado frágil, hasta el punto de verse desplazada por los arreglos corporativistas entre «productores» industriales, estudiados magistralmente por MAIER (1975). Finalmente, el sistema se descompuso porque quedó monopolizado por la bipolaridad de intereses entre patronos -especialmente los de la gran industria pesada- y sindicatos obreros, de modo que las amplias capas de población que perdieron la voz abandonaron el sistema político y se convirtieron en presa fácil del nazismo, cuyo nacionalismo exacerbado se distinguió precisamente por la subordinación de todos los sistemas a los intereses «superiores» del sistema político -el Estado alemán-, una vez que el sistema económico -aplastado por las reparaciones del Tratado de Versalles  (6) - implosionó con el colapso de los préstamos norteamericanos tras la crisis de 1929.

El fracaso final del Estado de Weimar se tradujo en una formidable vuelta atrás en el proceso de modernización, asumiendo el partido Nazi bajo el III Reich la dirección indiferenciada (totalitaria) de todos los subsistemas sociales, destruyendo la energía enriquecedora que emanaba de la complejidad, pero dotando al Estado de una formidable capacidad operativa para la ofensiva exterior, propia de la «sociedad militar» -con dirección unitaria-, como ya señalara Herbert SPENCER, cuya eficiencia bélica se basa precisamente en la destrucción del sistema de cooperación voluntaria que da fundamento a la «sociedad industrial». En su Omnipotent Government, Ludwig VON MISES (1944) analizó las consecuencias en todos los órdenes derivadas de la subordinación de la economía y la sociedad civil al afán de dominación de una camarilla política suficientemente arrojada  (7) . Unos años antes, en su obra Ideología y Utopía (1929, vv. ee.), cuando ya se vislumbraba el ascenso pujante del nazismo, Karl MANNHEIM había analizado esta subordinación como rasgo común distintivo del fascismo y el comunismo, apoyada en ambos casos sobre una sociología del conocimiento meramente instrumental, que niega a todos sus adversarios la legitimidad ontológica para constituirse en sujetos del conocimiento, por un imperativo categórico excluyente -nacionalista, en un caso; de clase, en el otro- que sólo se reconoce a sí mismo como sujeto cognoscente y, por ende, como sujeto de la acción social típicamente moderna, autoproclamándose legitimado para acabar con cualquier otro sujeto.

El caso alemán resulta tan complejo que sólo en parte puede incluirse en el mismo modelo que los países nórdicos. En el aspecto cultural, de admitirse un modelo común, no cabe duda de que en la variante nórdica de modernización, que arranca en los años treinta, el objetivo igualitario que preside el sistema de valores en que se asienta esta variante del Estado de Bienestar se corresponde fundamentalmente con la teodicea y la ética calvinistas (LINDBECK, 1995)  (8) , ni de que los objetivos fundacionales del sistema de bienestar social -impuestos, como restricción fundacional, desde el sistema político sobre el sistema económico- se plantearon desde su origen en términos de una cultura de clase social, siendo sus protagonistas principales los partidos socialdemócratas (ESPING-ANDERSEN, 1999).

En general, el Estado de Bienestar europeo aparece indisolublemente ligado a la revolución democrática, que fue el precio que pagaron las minorías liberales dirigentes tras el esfuerzo «nacional» que supuso la Gran Guerra y la descomposición de los lazos de interacción social nacional al término de la misma, tras la cual casi todos los países -aunque no España, ni América Latina, que no habían participado en ella- se enfrentaron al dilema «democracia versus revolución» (MAIER, 1975). La democracia europea del siglo XX no se explica sin la amenaza de la revolución bolchevique, al mismo tiempo que el desplazamiento de preferencias del votante mediano, producido por la universalización de los derechos de voto, explica la profundización del Estado de Bienestar y la inflexión que experimentó la curva de KUZNETS de distribución de la renta, coincidiendo precisamente con la implantación del sufragio universal efectivo  (9) .

Al término de la Primera Guerra Mundial la amenaza de revolución en Europa había obligado, además, a la concertación entre los gobiernos de los países firmantes de la paz para evitar la competencia económica de eventuales estrategias basadas en el «dumping social» (o sea, entablando «carreras competitivas hacia el fondo», con reducciones de salarios y otros costes sociales), lo que tuvo una primera materialización en el pacto franco-alemán sobre la jornada de ocho horas, paralelo al Tratado de Versalles, y acabaría concretándose en la fundación de la Organización Internacional del Trabajo. Y en el interior de buena parte de los grandes países del continente la amenaza revolucionaria condujo a estrategias consociativas, de carácter corporativista o neocorporatista, que renunciaron parcialmente a la agresividad electoral competitiva entre programas económicos alternativos, sustituyéndola por amplias zonas de política social consensuada, administrada con la ayuda de las corporaciones estatales representativas de los grandes grupos de interés -principalmente, patronales y sindicales-, con el riesgo consiguiente de captura y apropiación de las facultades del Estado, para subordinarlas a los intereses especiales de tales corporaciones y grupos sociales -a los que una corriente de la economía política denomina «extractores improductivos de rentas» (rent seeking)  (10) .

El fenómeno tuvo carácter general, aunque la captura del Estado por las grandes estructuras corporativistas alcanzó su máxima expresión en Alemania -precisamente el país en que la disolución de los lazos nacionales había sido más intensa y donde la amenaza de revolución había resultado inminente-, mientras que en la Europa del Sur (Italia y, enseguida, España), el Estado corporativo desplazó a la democracia y, en lugar de un consenso corporativista genuino, se firmaron «acuerdos» de paz social, adoptados bajo amenaza autoritaria, al estilo del Patto di Palazzo Vidoni impuesto por MUSSOLINI en 1926  (11) . A la larga, este sería también el destino de Austria y Alemania, debido a la dinámica puesta en marcha por el nazismo, que pudo acceder al poder por la vía democrática apoyándose precisamente en la movilización de las capas sociales que no participaban en el juego corporativo de las relaciones industriales y se sintieron excluidas del sistema  (12) .

Esa experiencia traumática era perfectamente visible a comienzos de los años treinta desde los países escandinavos -que recibirían enseguida a los primeros refugiados socialdemócratas alemanes-. Suecia había implantado el sufragio universal en 1921. Cuando el gobierno socialdemócrata de Per Albin Hansson ganó las elecciones en septiembre de 1932, el ascenso de Hitler a la cancillería era ya mucho más que una amenaza. Probablemente por eso -y por el pacto de gobierno con el Partido agrario en 1933, cuando el desempleo afectaba ya a la tercera parte de la población activa-  (13)  su gobierno tuvo buen cuidado en poner en pie un Estado de Bienestar profundamente igualitario y universalista para satisfacer también a la población rural y a las clases medias, al menos inicialmente, llegando incluso a recibir el apoyo de la derecha política en los años cuarenta  (14) , por mucho que más tarde -al final de los años cincuenta y desde los años setenta- se produjera un cambio de orientación, al igual que sucedió en Finlandia  (15) .

Pero la característica más destacada de la experiencia sueca consistió precisamente en aprovechar su carácter de «último llegado» al Estado de Bienestar para tomar en consideración el conjunto de las experiencias previas -básicamente los seguros sociales alemanes, el seguro de desempleo británico, el sistema francés de intervención del Estado en las relaciones laborales y la universalización de la enseñanza secundaria en Francia y Alemania-  (16)  y poner en pie a partir de ellas una modalidad de Estado de Bienestar integral -cuya lógica interna restringía la capacidad de maniobra clientelar o discriminatoria desde el sistema político-, capaz de llegar al conjunto de los ciudadanos, propiciando al mismo tiempo la mayor participación de toda la población en el empleo y utilizando la negociación colectiva centralizada como instrumento de igualdad salarial y distribución de la renta  (17) .

Este nuevo modelo de Estado de Bienestar fue diseñado como una sola pieza, hasta el punto de que Richard FREEMAN ha podido definirlo como un verdadero sistema  (18)  - esto es, una estructura con características de funcionamiento distintas a la de la suma de sus partes o subsistemas-, construido en combinación con las otras columnas del Estado, y especialmente con un sistema fiscal que constituyó el primer experimento a gran escala de la teoría keynesiana. En ciertos aspectos, el diseño y la puesta en práctica de esta política -obra del ministro de Hacienda, Ernst Wigforrs, con la ayuda de Gunnar Myrdal-  (19)  puede considerarse más bien una forma de keynesianismo avant la lettre, que fue observada cuidadosamente por el propio KEYNES como campo de verificación para su teoría del interés  (20) . De hecho, la escuela de Estocolmo se anticipó a la de Cambridge en la comprensión del papel de las expectativas a la hora de orientar las decisiones de los agentes económicos, lo que permitió utilizar la política monetaria y los tipos de interés para dirigir el ciclo económico y el nivel de empleo, habida cuenta de su impacto sobre la propensión al consumo y como estímulo para la inversión  (21) . La dicotomía entre expectativas e inercia económica -formulada a partir de la distinción entre la percepción económica ex ante y los fenómenos ex post, ideada por WICKSELL-  (22) , se convertiría en uno de los rasgos característicos del keynesianismo que conservan todavía hoy plena vigencia, ya que han servido como punto de partida para la recuperación de la curva de Phillips por la economía neokeynesiana  (23)  y para orientar la política de control de la inflación, que había minado previamente la aplicabilidad del enfoque keynesiano  (24) . Todo ello se estudia en el capítulo sexto de ESPINA (2007).

Baste aquí señalar la profunda imbricación entre el diseño del Estado de Bienestar sueco durante los años treinta y cuarenta y el proceso de innovación en el campo del conocimiento y las ideas económicas. Como ha señalado Mark BLYTH (2001), esta imbricación entre cognición y procesos de crecimiento económico, distribución y cambio institucional se ha mantenido a lo largo del tiempo, hasta conducir a las grandes reformas experimentadas por el Estado de Bienestar sueco de los años noventa, tras las crisis que comenzaron a manifestarse con toda crudeza a partir de los años setenta, que implicaron una cierta vuelta a los orígenes para reexaminar todo el proceso (ANXO y NIKLASSON, 2006) e indagar las causas del mal funcionamiento de algunas de las piezas del sistema, siguiendo en esto el método de ARISTÓTELES  (25) .

LINDBECK (1995, 1997), por su parte, ha explorado los efectos perniciosos para su sostenibilidad a largo plazo producidos por el propio funcionamiento del Estado de Bienestar sueco -concebido inicialmente, en palabras de MYRDAL, como un instrumento de apoyo a la adopción de riesgos y al funcionamiento autónomo de los otros sistemas sociales-, advirtiendo contra la dinámica desencadenada cuando su exceso de generosidad hace que entre los ciudadanos familiarizados con ella desaparezcan tanto los mecanismos informales tradicionales de garantía de ingresos, individuales o familiares, como el sentido ético de contención que subyacía a la idea de ciudadanía social enunciada por los fundadores, hasta el punto de comprometer la viabilidad de las ramas del bienestar más expuestas a tales riesgos -desempleo, subsidios a familias monoparentales, invalidez, jubilación anticipada, permisos de enfermedad, etc.-  (26) . Ésta es para LINDBECK la enseñanza más sobresaliente extraída de la historia de los Estados de Bienestar más avanzados, en los que la promesa de cobertura integral acabó destruyendo todas las redes de seguridad informal y, con ellas, un rico entramado de tejido social de imposible reconstitución una vez que aquella promesa se demostró irrealizable. De ahí su recomendación de no desmantelar todas estas redes en los países en vías de desarrollo en que todavía están vivas  (27) .

IV.  UN FRACASO EN EL PRIMER INTENTO DE MODERNIZACIÓN: ¿EL CASO ESPAÑOL O EL MODELO LATINO?

En cierto sentido el caso español -y, en general, el modelo «latino» (dicho sea sin la menor connotación etnicista, por cuanto nos referimos a instituciones y no a grupos sociales)- se sitúa a medio camino entre el alemán y el inglés (aunque más influido por aquél que por éste). En ausencia de una delimitación temprana de los derechos de propiedad -y, lo que es peor, de un sistema legal y judicial eficaz para garantizarlos-, los mercados tardaron en desarrollarse y resultaron ineficientes. El fuerte peso de la producción agraria tradicional -cuyos intereses dominaron el sistema político y fueron reacios a todo cambio- frenó el crecimiento de la productividad, la acción distributiva autónoma del mercado y la propia capacidad del Estado para suministrar bienes públicos, debido a la insuficiencia fiscal endémica y a una combinación subóptima de inversión en infraestructuras, condicionada por el sistema de financiación, que, en el caso de España, dio prioridad a la red radial de ferrocarril sobre la de carreteras -y a la red principal de éstas, sobre la secundaria-, reduciendo su impacto conjunto sobre el crecimiento y el bienestar (ESPINA, 2000).

Las oligarquías caciquiles españolas -y, en general, las latinas- no concedieron de buena gana derechos de voto  (28) , como tampoco pagaron impuestos, ya que fueron estos países los últimos en implantar el income tax. En España el sistema fiscal de tipo «latino» perduró hasta la víspera de la Constitución de 1978, ya que todavía en 1976 sus rasgos eran: «la baja presión fiscal; el predominio recaudatorio de la imposición indirecta; el peso destacado de los impuestos sobre consumos específicos y, en cuanto al gravamen de la renta, el predominio de la imposición real o de producto» (GONZALO, 2000). En el gráfico 1 puede observarse que hasta 1960 la presión fiscal total no superó el 15% del PIB y que hasta 1980 el crecimiento de la presión se debió exclusivamente a las cotizaciones a una seguridad social básicamente corporativista, como sucede actualmente en algunos países de Latinoamérica (ESPINA, 2008)  (29) . La regularización fiscal se produjo durante los años ochenta, para seguir durante los dos decenios subsiguientes una senda más sosegada (con las inevitables fluctuaciones cíclicas y de orientación política de los gobiernos). En suma, la presión fiscal española se movió durante los últimos 155 años a lo largo de una curva logística cuyo tramo de máxima pendiente se situó entre 1960 y 1990, impulsada por las cotizaciones a la Seguridad Social desde 1960 y por los impuestos durante el decenio de los ochenta, para alcanzar un máximo a comienzos de los noventa que -al añadir el epígrafe «otros ingresos»- se situó en torno al 40%, cifra similar a la del Reino Unido»  (30) . Como veremos, este mismo perfil se observa en muchas otras de las series históricas que aparecen más adelante.

GRÁFICO 1.- PRESIÓN FISCAL. ESPAÑA 1850-2005
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El primer intento serio y sostenido de modernización económica se llevó a cabo en España al abrigo de la Constitución de 1876. Sin embargo, la clave de bóveda del sistema político a que dio lugar -denominado «la Restauración»- fue el «amiguismo» político (VARELA, 1977), y significó la autonomía casi total de los mecanismos de representación política respecto a las preferencias de los ciudadanos, al venir determinados los resultados electorales por un conjunto de prácticas, al que la historiografía ha dado en llamar «caciquismo», sinónimo de arbitrariedad, corrupción y clientelismo político, una vez superada en 1890 la restricción censitaria del derecho de voto -que había sido eliminada al elegirse por sufragio universal masculino las Cortes Constituyentes de 1869, siendo restablecida por Cánovas al final del Sexenio Revolucionario-. La incertidumbre acerca de las reglas del juego, derivada del sistema de «amigos políticos», hizo inviables las grandes decisiones económicas que no contaron con tal tipo de respaldo, y conseguirlo resultó a la larga más práctico y rentable que el libre juego de la competencia y la lucha por la eficiencia económica, perturbando por completo la jerarquía de incentivos en el sistema económico.

Una y otras dejaron de ser el criterio que orienta las decisiones económicas, limitadas generalmente hacia la endogamia del mercado nacional -algo que no ocurrió en el modelo alemán, cuyo horizonte económico fue siempre, al menos, continental-. Como he analizado en el capítulo segundo de ESPINA (2007), el resultado fue ineficiencia económica, escaso crecimiento e interpenetración y confusión de papeles entre las élites políticas y las élites económicas, bajo el denominado modelo de crecimiento «castizo», que se prolongó más tarde hacia una modalidad de «capitalismo corporativo» en el que cada actividad económica quedó monopolizada, con carácter prácticamente sistemático, por el grupo de extractores de rentas (rent-seeking) que disfrutaba de la correspondiente patente política (FUENTES QUINTANA, 1988).

La Guerra Civil española constituye la prueba más acabada de la escasa eficiencia -medida en términos de utilidad social- de la estrategia política latina: en su etapa republicana, una compleja regla electoral mayoritaria otorgaba al partido ganador entre el 80 y el 67% de los escaños de cada distrito, aplastando a la minoría, independientemente de los votos conseguidos por ésta. En combinación con una mala proporción de escaños por distrito, el sistema facilitaba que el partido perdedor en votos se alzase con la victoria en escaños. Todo ello impulsó la polarización de los numerosos partidos en dos bloques, con predominio de las posiciones políticas extremas, que no eran precisamente las de los partidos con mayor apoyo entre los votantes. La regla electoral aconsejó a los perdedores de cada elección adoptar una estrategia frentista para recuperar el poder, lo que contribuyó a polarizar en extremo el enfrentamiento político. Además, la falta de correspondencia entre mayoría de votos y de escaños, tanto en las elecciones de 1933 como en las de 1936, permitió a los partidarios de uno y otro frente construir «argumentarios» para rechazar los resultados electorales, encabezar sublevaciones armadas y llegar a la Guerra Civil (COLOMER, 2001; BEEVOR, 2006).

En realidad, el fracaso del primer intento español no fue sólo un problema de falta de coherencia intersistémica, sino de incoherencia con la lógica mínima de diferenciación entre sistemas, lo que condujo al abandono paulatino de ese criterio y cayó finalmente en el régimen de indiferenciación del franquismo, que significaba, de hecho, la renuncia a continuar el proceso de modernización, apelando al cesarismo pretoriano y a un corporativismo -impuesto desde el Estado- que pretendía reflejar en un nuevo tipo de «democracia» la estructura «orgánica» de la sociedad y de su organización económica (STREECK -KENWORTHY, 2005, pág. 444). Tal abandono implicaba prescindir del impulso dinamizador que proporciona la acción conjunta de los cinco sistemas del modelo AGIL modificado -y, dentro de cada uno de ellos, de la acción relativamente autónoma de sus distintos subsistemas-, para sustituirla por una única fuente de impulso unitario y uniformista («Una, Grande, Libre», rezaba el eslogan del nuevo Estado nacional-sindicalista de Franco), cuya inferioridad como modelo de sociedad había sido puesta de manifiesto reiteradamente por las ciencias sociales antes de 1920, y de la que ha dejado constancia el siglo XX europeo. Un siglo que acabó prescindiendo finalmente de sus dos variantes: los totalitarismos fascista y comunista, caracterizados precisamente por la eliminación de la diferenciación de sistemas y su sustitución por la iniciativa de una única élite política que domina el aparato del Estado: el Movimiento, en el franquismo, el Partido, en los fascismos, y la nomenclatura, en los regímenes comunistas  (31) .

Algunos países de Latinoamérica todavía presentan rasgos, indicios o tentaciones de indiferenciación, disfrazada a veces bajo el imperativo de hiperliderazgo presidencialista, que no es más que una fórmula reduccionista de búsqueda de coherencia, como la que pretendió introducir el General De Gaulle en Francia tras el golpe de Estado de 1958 contra la IV República, tratando de mejorar la gobernabilidad de un sistema político caracterizado por la excesiva fragmentación partidista. Medio siglo más tarde, sin embargo, el resultado paradójico del funcionamiento de aquellas reglas consiste en la supervivencia del multipartidismo, en las dificultades que encuentran los candidatos con mayor número de preferencias de los votantes (o «ganadores Condorcet») para pasar a la segunda vuelta y en conceder oportunidades desmesuradas para ello a candidatos que habrían resultado «perdedores Condorcet», en caso de haberse enfrentado contra la mayoría de sus oponentes bajo la regla mayoritaria a una sola vuelta.

Pero no se trata sólo de reglas electorales (ESPINA 2001), ya que la pretensión gaullista de concentración del poder político resultaba congruente con el dirigismo, la concentración estatal del poder económico, el regulacionismo, el centralismo territorial y el jacobinismo. El reforzamiento mutuo de este cuadro de interacciones institucionales explica que las grandes reformas necesarias para desbloquear el crecimiento de la economía francesa se hayan venido posponiendo durante lustros. Y es que la reestructuración de los Estados de Bienestar europeos -configurados como verdaderos sistemas- no puede ser acometida mediante reformas parciales y políticas ad hoc -que frecuentemente resultan contraproducentes, al resultar inconsistentes con los otros subsistemas-, sino que deben afrontarse simultáneamente, como puso de manifiesto el estudio de Richard FREEMAN (1995) acerca de la reforma del Estado sueco de Bienestar en los años noventa. De ahí también que la pretensión de enfrentarse a las anomalías del sistema latino mediante la simple manipulación de las reglas electorales no dé resultados óptimos. Sin embargo, en Francia la segunda vuelta electoral evita el resultado pésimo, ya que en su ausencia podría ganar el «perdedor Condorcet», como sucede frecuentemente en América Latina, con el consiguiente problema de inestabilidad y fragilidad política  (32) .

En cambio, la lógica interna y la extraordinaria coherencia intersistémica del caso francés produce resultados que, sin encontrarse en ninguna «edad de oro» ni parecer óptimos, resultan considerablemente positivos en términos comparados con otros sistemas de bienestar. De donde cabe inferir que más vale un sistema social con un cuadro congruente de subsistemas sociales que un sistema incongruente, resultado de la agregación y el amasijo de políticas dispersas. Es obvio, sin embargo, que la desconexión entre políticas sociales aumenta la flexibilidad. En el primer caso, la reforma resulta problemática porque sólo puede acometerse de forma integrada («de raíz»), mientras que en el segundo la reforma puede llevarse a cabo paso a paso, de forma incrementalista («andándose por la ramas»), mediante modificaciones puntuales de cada una de las piezas del rompecabezas  (33) .

En general, no es difícil extrapolar las características del caso histórico español -que se estudian en ESPINA (2007)- al denominado «modelo latino» de desarrollo político, social y cultural, en el que la acumulación de malestar social, debida en parte a la ineficiencia económica, no se ve paliada por la política social -dado el raquitismo del sistema de bienestar, encorsetado por la insuficiencia fiscal-, lo que tiende a provocar movimientos pendulares que aumentan la incertidumbre y la entropía del cambio e interrumpen periódicamente el lento proceso de formación de tejido social e institucional y de acumulación de capital -incluido el capital social-, retroalimentando el círculo vicioso que conduce a la trampa del crecimiento (ESPINA, 2008).

A todo ello se une la mayor incertidumbre y menor autonomía -en comparación con los sistemas jurídicos inglés y alemán- de un sistema legal estrictamente civilista, que agudiza la contraposición entre democracia y constitucionalismo (o seguridad jurídica), junto a la percepción colectiva de que el cambio puede producirse mediante el mero voluntarismo legislativo y con el dirigismo desde el poder ejecutivo, que controla los reglamentos de aplicación de las leyes. Este «protagonismo del reglamento frente a la ley» fue especialmente relevante en materia de legislación laboral con anterioridad a la II República, lo que contribuyó a retrasar la aparición de un sistema moderno de negociación colectiva y Derecho del Trabajo. En general esto eleva la incertidumbre regulatoria y tiende a bloquear la inversión, restringiéndola a los proyectos auspiciados o patrocinados por el sistema político  (34) .

Probablemente la mejor ilustración de la ineficiencia económica del sistema jurídico español a lo largo del siglo pasado, y de su inconsistencia respecto al modelo de modernización con plena diferenciación funcional, lo proporcione la legislación concursal -equivalente al «código de quiebras»-. Como he estudiado reiteradamente en términos comparativos, el sistema concursal decimonónico -de inspiración bonapartista- fue desvirtuado radicalmente en 1922 a través de un episodio de amiguismo político, siendo sustituido por una institución, la «suspensión de pagos», que en realidad significaba la «suspensión de quiebras» e hizo inoperante la terminación natural -esto es, judicial- de las empresas inviables. Como esta pieza jurídica es la clave de bóveda para garantizar el cumplimiento de las obligaciones económicas -depurando a quienes no pueden hacerlo, o facilitando la reestructuración ordenada e imparcial-, su ineficacia contagió de inseguridad jurídica y falta de disciplina a todo el sistema de pagos, comprometiendo el funcionamiento del sistema de concurrencia empresarial. Para paliarlo, la legislación laboral franquista llegó a otorgar al poder ejecutivo plenas facultades para controlar el nivel de empleo de las empresas, haciendo gravitar su ajuste sobre acuerdos alcanzados en el sistema de relaciones industriales e internalizando los costes del desempleo, lo que contribuyó a establecer una cultura laboral según la cual el sistema político es el encargado de garantizar el empleo individual, reforzando su propensión hacia la injerencia abusiva, el intervencionismo y las políticas proteccionistas,  (35)  incluyendo en ciertos casos la estatalización de las empresas.

Al mismo tiempo, la ausencia de criterios universalistas en los sistemas político, económico y jurídico facilitó la perpetuación de un sistema cultural y religioso que prima el particularismo (bajo diferentes modalidades de familismo  (36) , clientelismo y amiguismo). Todos estos rasgos reforzaron la subordinación del sistema político respecto al económico, no a través de mecanismos universalistas, sino como vehículo de extracción y asignación de rentas particulares, con dirigentes locales caciquiles escasamente especializados en la función política, confundida con su propio poder económico (VARELA, 2001), lo que hizo inviable organizar partidos nacionales con programas amplios, tendencia que fragilizó aún más el sistema democrático  (37)  -lo que, según algunos observadores, es parcialmente perceptible todavía hoy en algunos fenómenos significativos- (PUJAS-RHODES, 1998).

En suma, en el caso histórico español -y, en general, en el modelo latino- los equilibrios fueron siempre inestables, con tendencia hacia la alternativa revolución/reacción, con amenazas de guerra civil o golpe de Estado permanente, y con la espada de Damocles de los militares pretorianos como garantía última de preservación del orden social (lo que eximió a las élites dirigentes de comprometerse a invertir en la legitimación del sistema, a costa de hacerlo frágil e ineficiente). La consolidación de democracias estables resultó lenta, porque requirió tiempo para olvidar los traumas y para crear tradiciones (o sea, valores) de concordia y convivencia pacíficas (PÉREZ DÍAZ, 1991) y entramados institucionales coherentes. Por no hablar de la destrucción periódica del segmento más ilustrado de las propias élites, y muy especialmente del más firmemente comprometido con el altruismo y la ejemplaridad moral, como los maestros de la II República española (IGLESIAS, 2007).

V.  MODERNIZACIÓN Y ESTADO DE BIENESTAR EN ESPAÑA: UNA SÍNTESIS

En ESPINA (2007) he enmarcado la edificación del Estado de Bienestar en España dentro de la dinámica del proceso de modernización, de acuerdo con la interpretación que hace de esta última la nueva Sociología económica. El fracaso histórico del primer intento español de modernización contrasta abiertamente con dos casos de éxito de características contrapuestas -el inglés y el alemán- y, todavía más, con la redefinición integral del Estado de Bienestar realizado en Suecia y los países nórdicos antes de mediados del siglo pasado.

Las características diferenciales más sobresalientes del caso español, en comparación con esos otros casos -observadas en forma panorámica desde la segunda mitad del siglo XIX- fueron: la escasez de recursos humanos, que incurrió en un retraso aproximado de setenta años respecto a los países líderes; la estrategia histórica de bajos salarios -seguida del desbordamiento de las reivindicaciones salariales durante el tardofranquismo-; la anemia fiscal, y el régimen de aislamiento económico. La combinación de todo ello redujo el crecimiento de la demanda y el producto e impidió a la economía aprovechar sus ventajas comparativas, restringiendo el crecimiento de la renta per capita y del empleo.

El carácter radicalmente antimoderno de aquellas restricciones del sistema económico -al imponerse sobre el resto de los subsistemas sociales- abocó a la incoherencia del primer modelo de modernización español y al raquitismo de las instituciones de protección del primer intento de construcción del Estado de Bienestar durante el primer tercio del siglo XX. Sin embargo, su brevedad no impidió que la negociación colectiva y la regulación de los mercados de trabajo llegasen a alcanzar un carácter prácticamente omnicomprensivo durante la II República, contribuyendo a diseminar las formas de organización del trabajo y empresariales más modernas, conocidas a través de las prácticas aplicadas por las multinacionales ferroviarias.

En cambio, la estatalización absoluta del sistema de regulación laboral -pese a su enmascaramiento bajo el disfraz del sindicalismo vertical- hizo del Derecho del Trabajo un factor de esclerosis económica, convirtiéndolo al mismo tiempo en la principal herramienta de propaganda del Régimen franquista. Paradójicamente, el sistema de relaciones industriales acabó funcionando como el mejor y casi único termómetro de su rechazo popular, especialmente durante los años sesenta y setenta. La presión internacional -ejercida de forma considerablemente tolerante por la OIT, en el contexto de la guerra fría- indujo al Régimen a exhibir sus políticas de paternalismo social -estructuradas bajo la modalidad de un sistema de seguridad social estrictamente corporativista- como un sucedáneo de la libertad política.

La reconducción de toda esta estrategia fue la gran tarea de la democracia, cuyo éxito relativo se debe en buena medida a la capacidad para articular un cuadro coherente de interacciones entre el sistema de bienestar social y los sistemas político, económico, jurídico y cultural -sometidos todos ellos a profundas transformaciones estructurales, prácticamente simultáneas-, para lo cual España contó con la asistencia técnica de las grandes instituciones de cooperación multilateral y con el apoyo inestimable de la monitorización del acercamiento legislativo y la adopción por parte española del acervo normativo de las Comunidades Europeas, llevado a cabo durante la etapa previa y como prerrequisito para la adhesión, que se produjo finalmente en enero de 1986.

Una herramienta que contribuyó poderosamente a facilitar la coherencia de aquella articulación entre sistemas fue la concertación social neocorporatista -inaugurada por los Pactos de la Moncloa, en 1977-, que adoptó inicialmente la forma de políticas de rentas, consensuadas entre el sistema político y el de relaciones industriales, cuyos efectos sobre la evolución del mercado de trabajo fueron considerable y generalmente positivos. Sin embargo, la concertación social no es un proceso lineal, sino que experimenta una serie de vicisitudes, que en el caso de la democracia española se concretan en un primer decenio de elevada densidad neocorporatista; un segundo decenio de interrupción del proceso, con escasa actividad concertadora, y una recuperación de las prácticas neocorporatistas en la etapa más reciente, aunque con un carácter ya mucho más débil y difuso que las del primer decenio -pero incorporándose a las mismas los dos grandes sindicatos-. Todo ello coincide con la etapa en que la economía realizó los ajustes para la incorporación al euro.

Se observan fuertes nexos entre la edificación del Estado de Bienestar y la dinámica de la concertación social durante los últimos treinta años. La reforma del sistema de pensiones tuvo un gran protagonismo -y un papel contradictorio- en la dinámica de la concertación antes y después de la ruptura del decenio intermedio: mientras que la reforma del sistema realizada en 1985 fue aducida por uno de los grandes sindicatos (UGT) como el factor desencadenante de la ruptura del clima de pactos sociales en que se había desenvuelto el primer decenio de la democracia, fue precisamente la reforma de las pensiones realizada en 1995 -tras el «Pacto de Toledo», interpartidario- la que marcó la vuelta al tripartismo que ha prevalecido con mayor o menor intensidad durante este último decenio. Pero donde el proceso de concertación desempeñó un papel determinante fue en el diseño y la aplicación de las nuevas políticas de mercado de trabajo, empleo y desempleo, estructuradas en una docena de grandes funciones, cuyas líneas de reforma actual siguen las recomendaciones de la OCDE, la «Estrategia europea de empleo» y el consenso implícito que emana de los estudios disponibles.



	
CUADRO 1.

Gasto total del Estado de Bienestar en porcentaje del PIB:

UE-25 por grupos de países (año 2003)




	Función de gasto
	Países nórdicos
	UE-25
	España
	Ex-COMECON





	Salud/enfermedad
	7,2
	7,7
	6,0
	5,4



	Incapacidad
	4,1
	2,2
	1,5
	1,7



	Vejez
	11,0
	11,3
	8,2
	7,9



	Supervivencia
	0,6
	1,3
	0,6
	0,5



	Familia/hijos
	3,4
	2,2
	0,7
	1,6



	Desempleo
	2,5
	1,8
	2,6
	0,6



	PP. activas
	1,1
	0,5
	0,6
	0,1



	PP. pasivas
	2,0
	1,1
	1,5
	0,3



	Vivienda
	0,5
	0,5
	0,2
	0,1



	Exclusión social
	0,8
	0,4
	0,2
	0,4



	Recursos humanos
	7,4
	5,2
	4,3
	5,3



	Total gasto en Estado de Bienestar
	37,6
	32,6
	24,2
	23,4





Fuente:datos primarios extraídos de: http://epp.eurostat.ec.europa.eu/; elaboración propia.

El balance de resultados de los últimos treinta años de edificación del Estado de Bienestar en España exige en primer lugar llevar a cabo una evaluación de la influencia de las políticas neocorporatistas sobre el estado de la segmentación social, lo que facilita, además, la interpretación de los procesos de elección social ocurridos en la etapa más reciente y realizar simulaciones de la situación futura, para lo cual he echado mano del «teorema de la imposibilidad».

La reintegración de España a la tarea de unificación europea ha sido condición necesaria, aunque no suficiente, para culminar con éxito este segundo intento modernizador. La comparación del gasto destinado a las principales funciones del Estado de Bienestar español con las cifras correspondientes en el conjunto de la Unión -y en los dos grupos de países que ocupan las posiciones extremas (los países nórdicos y los países ex-COMECON) permite hacer balance del camino realizado hasta aquí y orientar el diagnóstico de las tareas pendientes, en relación a los distintos modelos de políticas de bienestar de la OCDE y la UE, tarea que se ve facilitada por el ejercicio de puesta en común de las «mejores prácticas» europeas, identificadas mediante la estrategia de cooperación y vigilancia mutua «entre iguales» (denominada «método abierto de coordinación», MAC) institucionalizada dentro de la Unión Europea a comienzos del siglo XXI. El cuadro 1 permite asegurar que en términos comparativos las políticas dirigidas hacia la familia, para compartir con ellas los esfuerzos de acceder a la primera vivienda, de la procreación y de la educación infantil, son las más carenciales en España, ya que el inferior esfuerzo comparativo dedicado a pensiones de todo tipo es resultado de la «juventud» del sistema y lo que aparece, más bien, en el horizonte a largo plazo es un problema de desbordamiento del gasto relativo en pensiones (UE 2006). La gran recesión de 2007-2009 obligará a acometer profundas reformas en este y otros ámbitos, para reemprender una senda de crecimiento sostenible.

Finalmente, la mayor especificidad del proceso de modernización del sistema político en España se deriva de la respuesta a la tercera pregunta que, según COLOMER (2001), sirve para calificar las instituciones políticas: ¿Qué se vota? La Constitución española de 1978 estableció un régimen de gobierno dividido, de carácter cuasifederal, en el que el partido o partidos dominantes a escala estatal no necesariamente lo son en el conjunto de las Comunidades Autónomas -a las que el proceso de transferencia paulatina de las competencias previstas en la Constitución ha ido otorgando cada vez mayores atribuciones y peso presupuestario-. Y este poder dividido se completa obviamente en el tercer nivel: el de los Ayuntamientos, aunque en lo que se refiere al sistema de bienestar, la modernización significó precisamente la sustitución de las amplias atribuciones municipales en materia de asistencia social de la etapa preindustrial por las del Estado de Bienestar (ASHFORD, 1986), que articula la protección a través de los derechos de ciudadanía social. De modo que en esta materia las competencias locales se limitan actualmente a la prestación de servicios de asistencia social de última instancia, enmarcados generalmente en las políticas contra la exclusión.

Los gastos de las administraciones públicas en términos de Contabilidad nacional, que se distribuían en 1980 exclusivamente entre la Administración central y las Corporaciones Locales de acuerdo a la ratio 85%: 15%, pasaron a hacerlo en 2001 de acuerdo a la ratio 58%: 25%: 17%. Es precisamente a través de la fragmentación vertical del ejercicio del poder político como aumenta la capacidad de inclusión de las preferencias políticas individuales en el entramado institucional -lo que aumenta la capacidad inclusiva del sistema político y facilita la congruencia entre los cinco grandes subsistemas sociales, al llevarse a cabo en ámbitos más homogéneos-. A título ilustrativo, valga el ejemplo de Vitoria -capital administrativa del País Vasco-, cuyos ciudadanos vivían a comienzos de 2007 en un Estado con gobierno del PSOE, en una Comunidad Autónoma gobernada en coalición entre nacionalistas e izquierdistas -cuyo lehendakari pertenecía al PNV- y en una ciudad cuyo alcalde pertenecía al PP.

De este modo, todo el proceso de modernización -estudiado en este capítulo a través del juego entre los cinco grandes subsistemas sociales- opera en realidad a los tres niveles relevantes del sistema social: el estatal, el autonómico y el local. Aunque aquí nos hemos referido básicamente al primero de ellos -porque ése es el nivel más apropiado para estudiar el Estado de Bienestar y su relación con los otros grandes sistemas-, todo nuestro análisis del proceso intersistémico de modernización puede reproducirse a escala de los otros dos ámbitos de los espacios de convivencia y de actuación de los poderes públicos. Es más, alguien ha dicho que donde verdaderamente se ha reflejado con mayor rotundidad el reencuentro de España con la modernidad es precisamente en el ámbito local, y especialmente en el de las ciudades pequeñas y medianas que «es donde la vida resulta ahora más civilizada, provechosa y sociable» (AZÚA, 2009). A analizar y proponer nuevas líneas de modernización local para el siglo XXI se dedican las cinco grandes partes de esta obra.

VI.  BIBLIOGRAFÍA

ACEMOGLU, Daron y ROBINSON, James A. (2000a), «Democratization or Repression?», European Economic Review, Papers and Proceedings, vol. 44, págs. 683-693. Abril, versión julio 1999; disponible en: http://econ-www.mit.edu/faculty/download_pdf.php?id=158.

ACEMOGLU, Daron y ROBINSON, James A. (2000b), «Why Did the West Extend the Franchise? Democracy, Inequality, and Growth in Historical Perspective», Quarterly Journal of Economics, 115, 4, págs. 1167-1199. Noviembre, versión de septiembre 1999; disponible en: http://econ-www.mit.edu/faculty/download_pdf.php?id=150.

ACEMOGLU, Daron, JOHNSON, Simon, ROBINSON, James y YARED, Pierre (2005), «Income and Democracy», NBER Working Papers 11205, National Bureau of Economic. Marzo; disponible en: http://www.nber.org/papers/w11205.pdf.

ACEMOGLU, Daron y ROBINSON, James A. (2006), «Economic Backwardness in Political Perspective», American Political Science Review, vol. 100, núm. 1, febrero, págs. 115-131; disponible en: www.people.fas.harvard.edu/~jrobins/researchpapers/publishedpapers/jr_econbackwardness.pdf.

AGHION, Philippe y DURLAUF, Steven (eds.) (2006), Handbook of Economic Growth, Elsevier.

ALESTALO, Matti y KUNHLE, Stein (1987), «The Scandinavian Route: Economic, Social, and Political Development in Denmark, Finland, Norway, and Sweden», en R. ERIKSON, E. J. HANSEN, S. RINGEN y H. UUSITALO (eds.), The Scandinavian Model: Welfare States and Welfare Research. Armonk, New York: M.E. Sharpe, 1987.

ANXO, D. y H. NIKLASSON (2006), «The Sweedish model in turbulent times: Decline or renaissance?», International Labour Review, vol. 145/4, págs. 339-371.

ARISTÓTELES, Política, 2 tomos, versión española de Antonio ZOZAYA, Biblioteca Económica Filosófica, vols. XXIII y XXIV, Madrid, 1885.

ASCHERSON, Neal (2006), «Scotophobia», Open Democracy, 28-6-2006; disponible en: http://www.opendemocracy.net/globalization-institutions_government/scotophobia_3692.jsp

ASCHERSON, Neal (2007), «Who needs a constitution?», OpenDemocracy, 22 mayo: http://www.opendemocracy.net/democracy-kingdom/constitution_need_4636.jsp#.

ASH, Timothy Garton (2009), «Reino Unido necesita una Constitución», El País, 30 de mayo de 2009.

ASHFORD, Douglas E. (1986), The Emergence of the Welfare States, Basil Blackwell (V.E., MTSS, 1989).

AZÚA, Félix (2009), «Cavilaciones de un viajero», El País, 27 de mayo de 2009.

BALDWIN, Peter (1990), The Politics of Social Solidarity: Class Bases of the European Welfare State (1875-1975), C.U.P.

BARBIER, Jean-Claude (2006), «Activación de los sistemas de protección social y el seguro de desempleo», en TOHARIA (comp.), cap. VII.

BECK, Ulrich [1986](1992), Risk Society: Towards a New Modernity. New Delhi, Sage; ed. en esp. en BECK, U., GIDDENS, A. y LASH, S. (1997), Modernización reflexiva. Política tradición y estética en el orden social moderno, Alianza Universidad, 1997 (1.ª ed., Blackwell, 1994), pág. 35.

BEEVOR, Antony (2006), «España debe levantar el manto de silencio», El País, 25 de junio de 2006.

BERMAN, Sheri (2001), «Modernization in Historical Perspective: The Case of Imperial Germany», World Politics, vol. 53, núm. 3 (abril), págs. 431-462.

BERTOCCHI, Grasziella (2004), Growth, History and Institutions, CEPR, DP4738, noviembre.

BLYTH, Mark (2001), «The Transformation of the Swedish Model: Economic Ideas, Distributional Conflict, and Institutional Change», World Politics, vol. 54, núm. 1 (octubre), págs. 1-26.

BOIX, Carles (1996), Partidos Políticos, crecimiento e igualdad. Estrategias económicas conservadoras y socialdemócratas en la economía mundial, Madrid, Alianza.

BOURDIEU, Pierre (2000), Les structures sociales de l'économie, Paris, Seuil.

BOURGUIGNON, François (2004), «The Effect of Economic Growth on Social Structures», en Philippe AGHION y Steve DURLAUF (eds.), Handbook of Economic Growth, vol. I, parte 2, págs. 1701-1747, North Holland, 2005: http://elsa.berkeley.edu/~chad/bourguignon.pdf.

BRINTON, Mary C. y NEE, Victor (eds.) (Foreword by Robert K. MERTON) (2001), The New Institutionalism in Sociology, Stanford University Press.

CALMFORS, Lars (1994), Active Labour Market Policy and Unemployment. A Framework for the Analysis of Crucial Design Features, OCDE, Labour Market and social policy occasional papers, núm. 15, OCDE/GD(94)66/CORR1, París.

CARRERAS, A. y TAFUNELL, X. (coords.) (2005), Estadísticas Históricas de España, siglos XIX y XX, 2.ª ed., Fundación BBVA.

CEPAL (2006), La protección social de cara al futuro: Acceso, financiamiento y solidaridad.

CHANDLER Jr., Alfred D. (1990), Scale and Scope. The Dynamics of Industrial Capitalism, Harvard University Press.

COLOMER, J. M. (2001), Instituciones Políticas, Ariel, Barcelona.

DOBBIN, Frank (2004), «The sociological view of the economy», en The New Economic Sociology. A Reader, cap. I, Princeton University Press.

DOBBIN, Frank (2005), Comparative and Historical approaches to Economic sociology, en SMELSER y SWEDWERG (2006), cap. 2.

DUNLOP, John T. (1958), Industrial Relations Systems, Nueva York, Holt.

DUPUIS, David (2004), «The New Keynesian Hybrid Phillips Curve: An Assessment of Competing Specifications for the United States», Bank of Canada, Working Paper 2004-31: http://dsp-psd.pwgsc.gc.ca/Collection/FB3-2-104-31E.pdf.

ECKSTEIN, Harry, y GURR, Ted Robert (1975), Patterns of Authority (Comparative Studies in Behavioural Science), John Wiley & Sons Inc.

EISENSTADT (2000), «The civilization dimension in sociological analysis», Thesis Eleven, núm. 62, agosto, págs. 1-21.

ESPINA, Álvaro (1990), Empleo, Democracia y Relaciones Industriales en España, MTSS.

ESPINA, Álvaro (1992), Recursos humanos y política industrial, Fundesco, Madrid.

ESPINA, Álvaro (1994a), «La crisis del sistema concursal español», ICE, núm. 727, marzo, págs. 7-32.

ESPINA, Álvaro (1994b), «Crisis de empresas y crisis del sistema concursal: el marco institucional para la reasignación de recursos», Cuadernos de Información Económica, núm. 86, mayo, págs. 75-87.

ESPINA, Álvaro (1999), «Sistemas concursales y eficiencia económica: la experiencia comparada», en ESPINA (ed.), El derecho concursal y la eficiencia económica, Consejo General de Colegios de Economistas, Madrid, págs. 151-190.

ESPINA, Álvaro (2000), «De la caída del antiguo Régimen a la II República: un enfoque neokeynesiano de la economía española», Sistema, núm. 155-156, págs. 175-209.

ESPINA, Álvaro (2001), «Instituciones políticas y sistemas sociales», Revista Española de Ciencia Política, núm. 5, octubre 2001, págs. 203-211.

ESPINA, Álvaro (2005), «¿Existe un modelo europeo de empleo? El Proceso de Luxemburgo», Información Comercial Española (ICE), núm. 819, enero 2005, págs. 123-167: http://www.revistasice.com/Estudios/Documen/ice/820/ICE8200109.PDF.

ESPINA, Álvaro (2005a), «Hacia una Sociología evolucionista de la revolución», Revista Española de Investigaciones Sociológicas (REIS), núm. 110, abril-junio, págs. 9-52.

ESPINA, Álvaro (2005b), «Presentación. El darwinismo social: de Spencer a Bagehot», Revista Española de Investigaciones Sociológicas (REIS), núm. 110, abril junio, págs. 175-187.

ESPINA, Álvaro (2005c), «Sobre la "mano invisible": valores, sentimientos morales e interés en la Inglaterra moderna», Revista de Estudios Políticos, núm. 128, abril-junio, 2005, págs. 129-160.

ESPINA, Álvaro (2005d), «Presentación. El darwinismo social de William Graham Sumner revisitado: contra la plutocracia, la democracia y el imperialismo», Revista Española de Investigaciones Sociológicas (REIS), núm. 110, abril junio, págs. 201-211.

ESPINA, Álvaro (2007), Modernización y Estado de Bienestar en España, Fundación Carolina/Siglo XXI.

ESPINA, Álvaro (2008), Modernización, Estadios de Desarrollo Económico y Regímenes de Bienestar en América Latina, Fundación Carolina. CeALCI, Documento de Trabajo núm. 28.

ESPINA, Álvaro (coord.) (2007), Estado de Bienestar y competitividad: La experiencia europea, Fundación Carolina/Siglo XXI.

ESPING-ANDERSEN, Gøsta (1993), Los tres mundos del Estado del bienestar, Edicions Alfons el Magnánim, Generalitat Valenciana.

ESPING-ANDERSEN, Gøsta (1999), Social Foundations of Postindustrial Economies, Oxford University Press. Ed. en esp., Fundamentos sociales de las economías postindustriales, Ariel (2001).

EU (2006), Adequate and sustainable pensions. Synthesis report 2006, disponible en: http://ec.europa.eu/employment_social/social_protection/docs/2006/rapport_pensions_final_en.pdf

FREEMAN, Richard (1995), «The Large Welfare State as a System», The American Economic Association, Papers and Proceedings, vol. 85, núm. 2, págs. 16-21.

FREEMAN, Richard (2005), «What Do Unions Do? -The 2004 M-Brane Stringtwister Edition», Journal of Labor Research, vol. 26, no. 4, págs. 641-668. Versión previa: NBER Working Paper núm. 11410, June 2005. Accesible en: http://www.nber.org/papers/W11410. Véanse los trabajos presentados al Simposio sobre el 20.º aniversario del libro What Do Unions Do?, publicados en los 4 números del volumen 26 de aquella revista.

FUENTES QUINTANA, E. (1988), «Tres decenios de la economía española en perspectiva», en J.L. García Delgado (coord.), España, tomo II, Economía, Espasa-Calpe, Madrid, págs. 1-78.

GERHART, Uta (2005), «Why Read The Social System Today? Three Reasons and a Plea» Journal of Classical Sociology, vol. 5, núm. 3, págs. 267-301.

GONZALO, L. (2000), «Hacia un nuevo sistema fiscal. Antecedentes y consecuencias de la Reforma tributaria», FUENTES QUINTANA-FERNÁNDEZ ORDÓÑEZ, en VELARDE, J. (ed.), 1900-2000. Historia de un esfuerzo colectivo, vol. II, págs. 9-70, Madrid, Fundación BSCH-Planeta.

GROOT, Henri L.F. DE, NAHUIS, Richard y TANG, Paul J. G. (2004), «Is the American Model Miss World? Choosing between the Anglo-Saxon model and a European-style alternative», CPB Discussion Paper, núm. 40, octubre, http://www.cpb.nl/eng/pub/cpbreeksen/discussie/40/disc40.pdf.

GURR, Ted Robert (1974), «Persistence and Change in Political Systems, 1800-1971», The American Political Sciencie Review, vol. 68, núm. 3, págs. 1482-1504.

HALL, Peter A. y SOSKICE, David (eds.) (2001), Varieties of capitalism. The Institutional foundations of Comparative Advantage, Oxford University Press.

HICKS, Alexander y ESPING-ANDERSEN, Gøsta (2005), «Comparative and Historical Studies of Public Policy and the Welfare State», en JANOSKI et al. (eds.), The Handbook of Political Sociology. States, Civil Society, and Globalization, Cambridge University Press, págs. 509-525.

HIRSCHMAN, Albert O. (1992), Rival Views of Market Society, and Other Recent Essays, Harvard University Press.

HOLLINGSWORTH, J. Rogers y BOYER, Robert (eds.) (1997), Contemporary Capitalism: The Embeddedness of Institutions, Cambridge University Press.

IGLESIAS, María Antonia (2007), Maestros de la Republica: Los otros santos, los otros mártires, La Esfera de los libros.

IRWIN, D. C., (1991), «Retrospectives: Challenges to Free Trade», The Journal of Economic Perspectives, vol 5, núm. 2, págs. 201-208.

JANOSKI, Thomas, ALFORD, Robert, HICKS, Alexander y SCHWARTZ, Mildred A. (eds.) (2005), The Handbook of Political Sociology. States, Civil Society, and Globalization, Cambridge University Press.

KEYNES, John Maynard [1919], The Economic Consequences of the Peace, disponible en: http://socserv2.socsci.mcmaster.ca/~econ/ugcm/3ll3/keynes/pdf%26filename%3Dpeace3.pdf.

KISER, Edgar y SCHNEIDER, Joachim (1994), «Bureaucracy and Efficiency: An Analysis of Taxation in Early Modern Prussia», American Sociological Review, vol. 59, núm. 2, págs. 187-204.

KORNICKI, Peter F. (1998), Meiji Japan: Political, Economic and Social History, 1868-1912, Routledge.

KRUEGER, Anne O. (1974), «The Political Economy of the Rent-Seeking Society», American Economic Review, 64, págs. 291-303.

LANKOWSKI (ed.) (1999), Breakdown, Breakup, Breakthrough: Germany's Difficult Pasage to Modernity, Berghahn Books, New York and Oxford.

LINDBECK, Assar (1995), «Hazardous Welfare-State Dynamics», AEA Papers and Proceedings, vol. 85, núm. 2, págs. 9-15.

LINDBECK, Assar (2002), «The European Social Model: Lessons for Developing Countries», Asian Development Review, vol. 19, núm. 1, págs. 1-13; disponible en: http://www.iies.su.se/~assar/print.htm.

LINDBECK, Assar (2004), «An Essay on Welfare State Dynamics», en B. SÖDERSTEN (ed.), Globalization and the Welfare State, Palgrave Macmillan, Basingstoke y New York, 2004; disponible en: http://www.iies.su.se/~assar/print.htm.

LINDBECK, Assar (2008), Perspectivas del Estado de Bienestar, CeALCI, Fundación Carolina.

LINDBLOM, Charles E. (1959), «The Science of muddling Through», Public Administration Review, vol. 19, págs. 79-88.

LIZZERI, Alessandro y PERSICO, Nicola (2003), «Why Did the Elites Extend the Suffrage? Democracy and the Scope of Government, with an Application to Britain's "Age of Reform"»; disponible en: www.igs.berkeley.edu/research_programs/ppt/papers/persico_suff.pdf.

LÓPEZ, C., GARCÍA, M. y TORRE, B. (2005), «Eficiencia de la legislación concursal: una aproximación empírica desde la perspectiva del mercado» (FF 2005 Congress), disponible en: http://www.webmeets.com/files/papers/FF/2005/94/Ponencia%20revisada.pdf.

LSHE (1987), La legislación social en la historia de España. De la Revolución liberal a 1936. Congreso de los Diputados.

LUHMANN, Niklas (1990), Essays on self-reference. New York: Columbia University Press.

LUHMANN, Niklas (1997), «Globalization or World Society: How to Conceive of Modern Society?», International Review of Sociology, vol. 7, núm. 1, págs. 67-80; disponible en: http://www.libfl.ru/Luhmann/Luhmann2.html.

LUHMANN, Niklas (2006), «System as Difference», Organization, vol. 13, núm. 1, págs. 37-58.

MAIER, Charles S. (1975), Recasting Bourgeois Europe. Stabilization in France, Germany and Italy in the Decade After the World War I, Princeton University Press (Trad. esp. en MTSS).

MANHEIM, K. (1929, vv.ee.), Ideología y Utopía.

MARTÍN VALVERDE, Antonio (1987), «Estudio Preliminar: La formación del Derecho del Trabajo en España», en LSHE (1987).

MCADAM, Peter y WILLMAN, Alpo (2003), «New Keynesian Phillips curves a reassessment using euro-area data», Working Paper Series 265, European Central Bank.

MOODY, James y WHITE, Douglas R. (2003), «Structural Cohesion and Embeddedness: A Hierarchical Concept of Social Groups», American Sociological Review, vol. 68, núm. 103, pág. 127.

MORCK, Randall y NAKAMURA, Masao (2007), «Business Groups and the Big Push: Meiji Japan's Mass Privatization and Subsequent Growth», NBER WP, núm. 13171: http://papers.nber.org/papers/W13171.

MÜLLER, D. K. et al. (eds.) (1987), El desarrollo del sistema educativo moderno. Cambio estructural y reproducción social, 1870-1920, MTSS.

MYRDAL, Gunnar (1939), «Fiscal Policy in the Business Cycle», American Economic Review, vol. 29, núm. 1, Supplement, Papers and Proceedings of the Fifty-first Annual Meeting of the American Economic Association (marzo), págs. 183-193.

PARETO, Vilfredo (1916-17), Tratado de Sociología General, capítulos XI-XIII; ed. en esp. de BRAGA, G., Forma y equilibrio sociales, Alianza Universidad, 1980.

PARSONS, Talcott y SMELSER, Neil (1956), Economy and Society: A Study in the Integration of Economic and Social Theory, Glencoe, IL, The Free Pres.

PARSONS, Talcott (1961), «An Outline of the Social System», en PARSONS, T., SHILS, E., NAEGELE, K.D. y PITTS, J. R., Theories of Society. Foundations of Modern Sociological Theory, Nueva York, The Free Press, págs. 30-79.

PÉREZ DÍAZ, Víctor (1991), «La emergencia de la España democrática: La "invención" de una tradición y la dudosa institucionalización de una democracia», en ESPINA (ed.), págs. 81-118.

PUJAS, V. y RHODES, M. (1998), «Party Finance and Political Scandal in Latin Europe», en MALAMUD, C. y POSADO-CARBÓ, E. (eds.), Financing Party Politics in Europe and Latin America, Londres, MacMillan.

QUAH, D. (1997), «Empirics for Growth and Distribution: Polarization, Stratification, and Convergence Clubs», Journal of Economic Growth, vol. 2.

RAMOS, Ramón (2001), La más melancólica de las reflexiones. Simpatía, virtud y fortuna en la Teoría de los Sentimientos Morales de Adam SMITH, Política y Sociedad, vol. 37, págs. 21-46; disponible en http://www.ucm.es/BUCM/revistas/cps/11308001/articulos/POSO0101230021A.pdf.

SCHMITTER, Philippe C. (1991), «La concertación social en perspectiva comparada», en ESPINA (1991a).

SCHMITTER, P. C. y GROTE, J. R. (1997), «The Corporatist Sisyphus: Past, Present and Future», European University Institute Working paper SPS núm. 97/4, Florencia.

SKIDELSKY, Robert (1992), John Maynard Keynes: Vol. II, The Economist as Savior. 1920-1937, Allen Lane, Penguin.

SMELSER, Neil J. y SWEDBERG, Richard (2006), The Handbook of Economic Sociology, 2.ª ed., Princeton University Press y Russell Sage Foundation.

SMOLANDER, Jyrki (2000), «The Finnish Right Wing and "Folkhemmet" - Attitudes of the National Coalition Party toward the Nordic Welfare Model from the Period of Reconstruction to the Beginning of Consensus», en http://www.lib.helsinki.fi/elektra/smolander.html (incluye una síntesis en inglés).

SPENCER, Herbert (1857) «Progess: Its Law and Causes», The Westminster Review, vol. 67, 1857, págs. 445-465.

STREECK, Wolfgang y KENWORTTHY, Lane (2005), «Theories and Practices of Neocorporatism», en JANOSKI et al., (eds.), págs. 441-460.

SWEDBERG, Richard (1991), Schumpeter: A Biography, Princeton University Press.

TITMUS, Richard (1971), The Gift Relationship: from Human Blood to social policy, Londres, George Allen & Unwin.

TZENG, Rueyling y UZZI, Brian (eds.) (2000), Embeddedness & Corporate Change in a Global Economy, Peter Lang Pub Inc.

UZZI, Brian (1997), «Social Structure and competititon in interfirm Networks: The paradox of embeddedness», Administrative Science Quarterly, vol. 42, págs. 35-67; disponible en: http://www.kellogg.northwestern.edu/faculty/uzzi/ftp/social_structure.pdf.

UZZI, Brian (2000), «Embeddedness and the Economic Performance of Organizations», (version ampliada de «The sources and consequences of embeddedness for the economic performance of organizations: The network effect», American Sociological Review, vol. 61, núm. 4, págs. 674-698 agosto, 1996), American Sociological Review, Ms. #94-289; disponible en: http://www.analytictech.com/mb119/embeddedness%20and%20survival%20ASR%201996%20uzzi.pdf

VAN HEMMEN, Esteban (2004), «Análisis institucional y económico de la nueva Ley Concursal», Estabilidad Financiera, núm. 6, págs. 189-210, Banco de España; disponible en: http://www.bde.es/informes/be/estfin/numero6/ef0607.pdf.

VARELA Ortega, José (dir.) (2001), El Poder de la Influencia. Geografía del caciquismo en España (1875-1923), Marcial Pons Historia-Centro de Estudios Políticos y Constitucionales.

VON MISES, Ludwig [1919], Nation, State, And Economy. Contributions To The Politics And History Of Our Time, translated by Leland B. YEAGER, Institute for Humane Studies, Series in economic theory, 1983; disponible en: http://www.mises.org/nsande/nse.pdf.

VON MISES, Ludwig [1944], Omnipotent Government: The rise of the total state and total war, New Haven, Yale University Press.

VON OORSCHOT, Wil A. y GELISEN, John (2006), «Social Capital in Europe: Measurement and Social and Regional Distribution of a Multifaceted Phenomenon», Acta Sociologica, vol. 49, núm. 2, págs. 149-167.

VYLDER, Stefan de (1996), «The Rise and Fall of the "Swedish Model"», Human Development Report Office (HDRO) Occasional Papers, núm. 26; disponible en: http://gd.tuwien.ac.at/soc/undp/oc26a.htm.

WALSH, D. (2006), «Evolutionary Essentialism», British Journal for the Philosophy of Science, vol. 57, págs. 425-452.

DIAGRAMAS

DIAGRAMA I.- Variables Sistemáticas

[image: ]

DIAGRAMA II.- Cognición y cambio: Una topología de las ciencias sociales

[image: ]

DIAGRAMA III.- Inglaterra: Primera modernización:

[image: ]

DIAGRAMA IV.- Primera modernización: Alemania

[image: ]

DIAGRAMA V.- Primera modernización: España

[image: ]






	 (1) 

	Véase WALSH (2006), en contraposición a la queja de Pío Baroja sobre la fisiología de su tiempo, que presentaba al hombre «como un armario con una serie de aparatos dentro, separados unos de otros».


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Así reza el título de la aportación de PARSONS a SMELSER y SWEDBERG: 2005 (capítulo 4, págs. 75-89), extraída de PARSONS: 2000.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Esta dotación es elevada en Europa, especialmente en Escandinavia. Véase VON OORSCHOT et al. (2006).


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Aunque actualmente esto resulta abiertamente disfuncional, como señala Timothy GARTON ASH (2009).


	 Ver Texto 




	 (5) 

	En los términos del modelo de modernización formalizado por ACEMOGLU y ROBINSON (2006), el coeficiente µ -que es un indicador inverso del grado de concurrencia entre élites, que aumenta cuanto más difícil resulta desplazar a la que detenta el poder- fue elevado, mientras que el parámetro R - que mide el grado de dependencia económica de la élite dirigente respecto al sistema político- era bajo.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Lo que había sido vaticinado por dos observadores tan poco afines como VON MISES (1919) y KEYNES (1919).


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Con ello MISES extendía al nazismo el análisis que ya realizara en su artículo clásico de 1920 («El cálculo económico bajo el comunismo»), según el cual una economía planificada no puede funcionar en un sistema económico moderno porque el prerrequisito básico para el funcionamiento del mercado es la existencia de un sistema genuino de precios y costes, y esto implica intercambiar títulos de propiedad (para lo cual resulta imprescindible la propiedad privada de medios de producción). Véase Murray N. ROTHBARD: «Ludwig von Mises (1881-1973)», en: http://www.mises.org/content/mises.asp.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Véanse también los estudios reunidos por LANKOWSKI (ed., 1999). Especialmente la comparación de la cultura calvinista holandesa y la cultura política escandinava con el luteranismo y la cultura política alemana -realizada por P. S. GORSKI-, y la tesis de T. ERTMAN acerca de la relación entre la insuficiente integración nacional, la aspiración expansionista -mezcla de política y mercado- y la dualización del sistema de poder político en la Alemania anterior a la Gran Guerra. Dualización que habría de ser ratificada en Weimar, huyendo de la identificación entre parlamentarismo y humillación por la derrota, en contraposición con la identificación sueca entre parlamentarismo y ruptura democrática -coetánea de la Constitución de Weimar.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Véase ESPINA (2005a). Para el nexo entre sufragio universal y curva de Kuznets, véase ACEMOGLU y ROBINSON (2000b).


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Véase KRUEGER (1974).


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Véase SCHMITTER (1991, pág. 68). Para el caso de España: ESPINA (1990, págs. 597-625), y «Salarios, industrialización y competitividad», en ESPINA (1992).


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Véase SCHMITTER, ibid., y MAIER, op. cit., capítulo VII.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Para un relato a vuelapluma de todo el proceso, véase VYLDER (1996).


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Véase BALDWIN (1990, págs. 225-259). También ALESTALO y KUNHLE (1987).


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Véase SMOLANDER (2000).


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Véase MÜLLER et al. (1987).


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Véase ASHFORD (1986), págs. 120 y ss.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Véase FREEMAN (1995).


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Véase MYRDAL (1939).


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Véase SKIDELSKY (1992, pág. 488).


	 Ver Texto 




	 (21) 

	El crédito por tal anticipación se lo dio John HICKS a Eric LYNDAL y Gunnar MYRDAL en «Mr. Keynes's Theory of employment», The Economic Journal, 1936, citado por SKIDELSKY (Ibid., pág. 546-7). KEYNES ratificó esta idea en carta a MYRDAL en junio de 1937. Ibid., pág. 559.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Fue Bertil OHLIN quien exportó o contagió estas ideas a los economistas de Cambridge. Ibid., pág. 581.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Para EE.UU., véase DUPUIS (2004). Para el área euro: MCADAM y WILLMAN (2003).


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Véase ESPINA (2005c).


	 Ver Texto 




	 (25) 

	«El mejor método es el que, remontándose al origen de las cosas, examina cuidadosamente su desarrollo» (ARISTÓTELES, Política, tomo I, pág. 6).


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Véase LINDBECK (2004, 2008).


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Véase LINDBECK (2002).


	 Ver Texto 




	 (28) 

	En general, éste fue el caso en todo Occidente, pero mientras en el resto de Europa el comportamiento de las clases altas fue preventivo, en el mundo latino generalmente la amenaza revolucionaria tuvo que ser inminente y explícita: ACEMOGLU y ROBINSON (2000) toman a Argentina como caso paradigmático. El caso de Gran Bretaña, en cambio, puede ser explicado por factores endógenos a la composición de las clases dirigentes y a la reducción del clientelismo, sin apelar a la amenaza revolucionaria [LIZZERI-PERSICO (2003)]. En todo caso, la democracia no fue una simple consecuencia del crecimiento económico (ACEMOGLU et al., 2005).


	 Ver Texto 




	 (29) 

	En 2004 la participación de la seguridad social en los ingresos tributarios se aproximaba al 60% del total en Brasil. Un total que ya superaba el 35% (CEPAL, 2006, pág. 72).


	 Ver Texto 




	 (30) 

	En este punto, véase BOIX (1996, págs. 184 y 338). Para las series la fuente es: CARRERASet al.  (2005). 1958-2001: series 2801 (Imp. directos), 2800 (Imp. indirectos), 2802 (Cotizaciones.) y 4744 (PIB). Las dos primeras, extrapoladas hasta 1850 manteniendo las variaciones de las series 2639 y 2640. Actualizadas todas ellas manteniendo las variaciones de las series de impuestos de Síntesis de Indicadores Económicos (MEH), cuadro 6.3, y de las cotizaciones a la Seguridad social y PIB de la base de datos BDSICE del MEH (series 731110 y 99000).


	 Ver Texto 




	 (31) 

	SCHUMPETER consideró la revolución soviética como un experimento social de laboratorio (SWEDBERG, 1991). El sistema capitalista no está libre de la concentración oligárquica de poder, pero el acceso al mismo y a la élite dirigente tiene más dimensiones (al menos tres, según el estudio clásico de Wright MILLS).


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Véase COLOMER (2001) y mi crítica en ESPINA (2001). Bajo el título «Presidencialismo quebrado», el mismo autor hace un análisis -rápido, pero muy comprensivo- de estos resultados con motivo de las elecciones presidenciales francesas de la primavera de 2007, de las que emerge de nuevo un ensayo de liderazgo bonapartista (que es la modalidad republicana francesa para acometer grandes reformas).


	 Ver Texto 




	 (33) 

	La alternativa entre reformas incrementalistas y «de raíz» apela al dilema clásico de LINDBLOM (1959). Véase el análisis de la coherencia del sistema francés en el trabajo presentado a la conferencia recogida en ESPINA (coord., 2007) por J. C. BARBIER. En cambio, el trabajo presentado a la misma por Axel BÖRSCH-SUPAN et al. ofrece una modalidad de reforma «de raíz» del sistema alemán de pensiones que adopta, sin embargo, una retórica incrementalista, y consiste en una secuencia de modificaciones paulatinas -realizadas entre 1992 y 2007- que combina cambios estructurales básicos con variaciones en los parámetros de aplicación.


	 Ver Texto 




	 (34) 

	Para la legislación laboral española, véase MARTÍN VALVERDE, en LSHE (1987, CIX), y ESPINA (2005). Para la evaluación de la eficiencia económica relativa de los tres grandes sistemas jurídicos -y sus híbridos- me remito a los múltiples estudios de Rafael LA PORTA y Florencio LÓPEZ DE SILANES.


	 Ver Texto 




	 (35) 

	Véase ESPINA: 1994a, 1994b y 1999, entre otros. Tras sucesivos intentos de reforma, el debate final duró todo un decenio, hasta la aprobación de la Ley Concursal 22/2003, de 9 de julio. Para una evaluación de esta reforma, véase Van HEMMEN (2004). También, LÓPEZ et al. (2005).


	 Ver Texto 




	 (36) 

	En el estudio de OORSCHOT et al. (2006), la forma típica latina de capital social es la red familiar.


	 Ver Texto 




	 (37) 

	En términos del modelo de ACEMOGLU y ROBINSON (2006), en el modelo latino tanto el coeficiente µ como el parámetro R son elevados, lo que impulsa a las clases dirigentes a bloquear el cambio.


	 Ver Texto 









Gobierno y Administración. Especial referencia a la Administración Local 

Manuel Álvarez Rico 

Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 




I.  INTRODUCCIÓN

La Administración Pública aparece ante nosotros como un aparato organizativo al servicio de un poder que es el Estado.

Esta organización está muy formalizada, afecta a la sociedad en su conjunto vertebrándola y dotándola de coherencia.

La relación entre la Administración Pública y el Estado tal como la conocemos ahora es de tal intensidad que el nacimiento mismo del Estado moderno es sincrónico con el nacimiento de la Administración, pues coincide de una parte con la despersonalización del poder público y de otra con la sumisión del Estado al Derecho. Se trata de una organización cuyas características más significativas son la obediencia a unas reglas generales previamente establecidas y no a impulsos voluntaristas.

El hecho de ser una organización de servicios a través de la cual el Estado cumple sus fines ha ocasionado que la modificación de los fines del Estado esté vinculada a la transformación de la propia Administración. De manera que el Estado de Bienestar, por ejemplo, ha dado lugar a la ampliación de la estructura de la Administración, mientras que el «Estado mínimo», preconizado por la doctrina liberal, tiene como consecuencia la disminución de la estructura de la Administración con el fin de reducir el gasto público.

De otra parte, la Administración Pública es una organización vicaria al servicio del Poder Ejecutivo (Gobierno) en un supuesto de un Estado en el que esté vigente la división de poderes, lo que plantea el problema de determinar las respectivas áreas del Gobierno y de la Administración.

II.  LA ADMINISTRACIÓN LOCAL Y LA GLOBALIZACIÓN

1.  Idea general

Tenemos que referirnos en primer lugar al Estado-nación, pues aunque pudiera parecer innecesario, ni todo Estado está formado por una sola nación, ni toda nación consigue formar un Estado. El confusionismo en torno al concepto de nación es tal que si no queremos quedarnos enredados en las doctrinas recaídas sobre este concepto, es necesario distinguir entre nación política (Estado) y nación cultural.

La nación cultural suele identificarse por la igualdad de lengua, religión, cultura, costumbres, etc. Toda nación cultural tiene derecho a ser respetada en su identidad, lengua, religión, costumbres, etc., pero estos fines puede conseguirlos bajo formas políticas variadas: en un Estado unitario, en una federación de Estados, en un Estado regional o autonómico, etc.

2.  Unidad estatal y múltiples formas políticas

2.1.  Ideas previas

El Estado no es una unidad inmutable. Como toda forma histórica, es una construcción dinámica, diversa y perecedera.

En la actualidad ya no significa un monopolio soberano y unidad de poder y de Derecho.

Históricamente la soberanía y el Estado convergen en una forma perfecta de ordenación jurídico-política del poder; como forma política, su voluntad es suprema y decisiva; como forma jurídica, su estructura jurídica organizativa crea y deroga el Derecho.

Durante la monarquía absoluta la soberanía en manos del Rey pasa al pueblo convertido en nación.

La realización de la democracia de identidad nacional a través del Estado total fue la respuesta doctrinal que demandaba un modelo activo en lo económico que cierra su unidad como productor de la decisión política y de la creación jurídica.

La centralización territorial del poder y el monopolio efectivo de la coacción legítima, de la política y el Derecho dejan de ser consustanciales a un Estado cerrado sobre sí mismo como unidad perfecta. En consecuencia, la unidad del poder se convierte en diversidad de poderes y de atribuciones organizada en diversos niveles.

2.2.  Quiebra del monopolio legítimo: coacción física, decisión política y reproducción normativa

Hoy asistimos a un doble proceso de erosión del Estado -externo e interno- en el que el anterior Estado, llamado soberano, pierde la naturaleza sustancial que lo caracteriza, del monopolio legítimo de la fuerza, de la decisión política y de la producción jurídica en dos ámbitos.

Por lo tanto, el Estado actual ni se define como monopolio de la violencia legítima, ni retiene toda la decisión política, ni tampoco es un sistema completo de ordenación jurídica. Por ello, si no quiere tornarse inoperante, tiene que recomponer su lugar en un mundo globalizado y ante las reivindicaciones territoriales y locales y los anhelos de proximidad a los ciudadanos de la gestión pública.

El último fundamento del poder soberano y del Derecho se convierte en engañoso cuando el Estado ni siquiera define su moneda y (el caso de España y de los países de la Unión Europea) de la moneda nacional pasamos al euro supraestatal.

Ante esta nueva realidad es necesario un enfoque global, pero al tiempo plural, indeterminado y concreto, y replantear los elementos doctrinales del Estado.

III.  GOBIERNO O CONSEJO DE MINISTROS

1.  Referencia al problema terminológico

Gobierno y Consejo de Ministros son dos términos que suelen utilizarse en la doctrina tradicional española como sinónimos, pero que también pueden diferenciarse; y, de hecho, así ocurre en la mayor parte de los países europeos.

Para quienes sostienen la distinción de ambos conceptos, el término «Gobierno» es más amplio que el de «Consejo de Ministros»; este último sería simplemente el órgano colegiado más importante del Gobierno.

Por lo que se refiere al Derecho español, hasta la Constitución de 1978 difícilmente podrá sostenerse la distinción entre Gobierno y Consejo de Ministros, pero el art. 98.1 deja abierta la posibilidad de que, por ley, se confiera la condición de miembros del Gobierno a los cargos distintos de los Ministros, por ejemplo, a los Secretarios de Estado. En efecto, la Constitución en el art. 98.1 únicamente dice que «el Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás miembros que establezca la Ley». Como se ve, el artículo mencionado habla en general de miembros del Gobierno y no sólo de Ministros. En otros lugares de la Constitución se alude, en cambio, al Consejo de Ministros (arts. 88, 115.1 y 116.2, 3 y 4).

De ello se deduce que los términos «Gobierno» y «Consejo de Ministros» no son necesariamente sinónimos; y cabe la posibilidad de que por ley se diferencien ambos conceptos en el futuro. De esta manera, el Consejo de Ministros sería el principal órgano colegiado del Gobierno, pudiendo existir además Comisiones Delegadas del Gobierno integradas por Ministros o Secretarios de Estado por delegación de aquéllos y presididas por un Ministro.

Esta diferenciación permite descargar al Consejo de Ministros de buena parte de su labor administrativa y trasladarla a otros órganos gubernamentales, para lo cual sería necesario modificar la estructura y reparto de competencias actual del Consejo de Ministros.

En todo caso, conviene insistir en que, en el momento actual, la distinción entre Gobierno y Consejo de Ministros no tiene más que un valor doctrinal, por lo que en el presente libro utilizamos ambos términos como sinónimos.

2.  Antecedentes

Los antecedentes más próximos del Consejo de Ministros son el Consejo de Gabinete creado por Felipe V con sus Secretarios de Despacho, mediante Real Decreto de 30 de noviembre de 1714, y la Suprema Junta de Estado instituida por Carlos III mediante Real Decreto de 8 de julio de 1787 y sustituida por el Consejo de Estado por Carlos IV en 1792.

No obstante, la denominación de Consejo de Ministros se debe a Fernando VII quien, por Real Decreto de 19 de noviembre de 1823, lo crea como órgano de consulta y asesoramiento suyo y está formado por los Secretarios de Estado y de Despacho (Estado, Gracia y Justicia, Guerra, Marina y Hacienda).

Posteriormente, con el Estatuto Real publicado el 10 de abril de 1834, que utiliza ya como sinónimos los nombres de Consejo de Ministros y Gobierno, empieza la consolidación de la institución en los términos en que ahora la conocemos, teniendo en cuenta que, en realidad, el Consejo de Ministros es una creación empírica del régimen parlamentario que significa el punto de conexión y de tensión, añadiríamos nosotros, entre las prerrogativas regias y la voluntad popular expresada a través del Parlamento.

Desde el punto de vista constitucional, es la Constitución de 1931 la que, por primera vez, lo menciona considerándolo como órgano supremo de la Administración y con competencia resolutiva, con la facultad de dictar decretos y ejercer la potestad reglamentaria (art. 90).

3.  Características

Entre otras se pueden destacar las siguientes:


	
a) El Gobierno actúa como una instancia vertebradora del complejo de órganos que integran la Administración, ya que todos ellos, de una forma u otra, dependen del mismo, bien directamente, por la dependencia de algún Ministro (Administración departamentalizada) o, indirectamente, por el control que los Ministros ejercen sobre los organismos autónomos y empresas públicas de su Departamento. 

	
b) Es un órgano de carácter bifronte: es político cuando adopta decisiones de este tipo, y administrativo cuando sus decisiones inciden en el ámbito burocrático-administrativo. La precisión en cada caso de la naturaleza de sus decisiones es de gran dificultad y objeto de polémica entre juristas. 



4.  Conclusión

Como conclusión cabe establecer que, con la Constitución en la mano, no puede defenderse la identificación de los dos términos.

Aparentemente los considera como términos intercambiables, pero cabe entonces que el legislador introduzca la diferenciación.

Sentado lo que antecede, del estudio del ordenamiento jurídico es posible mantener la ruptura entre ambos términos, como se prevé en la Constitución.

En efecto, el Gobierno se encuentra compuesto por varios órganos y el principal es el Consejo de Ministros, junto a otros órganos unipersonales y pluripersonales.

Dada la naturaleza compleja del Gobierno, existe la diferenciación sobre la base de la forma que se utiliza para adoptar las decisiones.

El Gobierno puede utilizar varias vías para formalizar sus decisiones. Así ocurre con las órdenes de las Comisiones Delegadas del Gobierno.

Ello no obstante, se advierte una tendencia en la Constitución de atribuir al Gobierno las funciones de mayor trascendencia política. El Consejo de Ministros es, en la práctica, un órgano bifronte que emana actos políticos y administrativos.

Precisamente una de las pruebas de la interrelación entre el Gobierno y Administración consiste en la atribución al Gobierno de competencias intrínsecamente administrativas.

IV.  SOBERANÍA Y AUTONOMÍA EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA

La soberanía se predica en la Constitución de la Nación española en estos términos (art. 2): «La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas».

La Constitución no nos dice qué ha de entenderse por autonomía. El texto constitucional utiliza el término genéricamente, sin distinguir diversos grados de autonomía. Ha sido el Tribunal Constitucional (TC) el que ha puntualizado (Sentencia de 14 de julio de 1982) que autonomía no es soberanía, sino que hace referencia a un poder limitado.

Por otra parte, el Estado, como puede verse, se organiza territorialmente en tres niveles territoriales, el municipal, el provincial y el regional representado por las Comunidades Autónomas (CC.AA.), además del estatal que se da por supuesto en la CE (art. 137).

De ello se desprende que, aparte de la soberanía que corresponde al Estado, existen diversos grados de autonomía y, en consecuencia, es imprescindible precisar el porte de cada una de ellas, con la advertencia de que no se trata de dos conceptos de valor excluyente, sino que su valor es relativo y hace referencia al predominio e intensidad de cada una de ellas.

V.  AUTONOMÍA POLÍTICA Y ADMINISTRATIVA

1.  Clases de autonomía

El art. 137 de la CE dice: «El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las CC.AA. que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses».

Del artículo de la Constitución reproducido puede deducirse que las autonomías territoriales son de distinto nivel, razón por la cual es conveniente detenerse en su estudio.

En consecuencia, siguiendo a SAINZ MORENO, podemos distinguir dos tipos de autonomías: políticas y administrativas. Pero es necesario precisar de entrada, sin perjuicio de lo que luego se diga, que la clasificación no es excluyente de modo absoluto, sino que sólo sirve para indicar el predominio de cada uno de sus matices.

Las Entidades Locales (provincias y municipios) son autonomías administrativas.

Se caracterizan fundamentalmente por:


	
a) Tienen personalidad jurídica propia (arts. 140 y 141). 

	
b) Cuentan con capacidad de autoorganización. 

	
c) Poseen potestad reglamentaria. 

	
d) Cuentan con suficiencia financiera. 



Y además tienen las siguientes facultades complementarias:


	
a) Son autonomías políticas de grado menor al ser sus órganos elegidos mediante elección directa los ayuntamientos e indirectamente las Diputaciones provinciales. 

	
b) Capacidad de autoorganización limitada. 

	
c) Potestad administrativa. 



2.  Autonomía local

El art. 2.º de la CE establece la filosofía general del modelo autonómico de Estado al afirmar que «la Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas».

La Constitución no nos dice qué haya de entenderse por autonomía, y ciertamente se trata de un término polisémico que debe aclararse.

La limitación genérica de la autonomía viene impuesta por las exigencias del principio de unidad, pues la autonomía, como poder territorial concreto organizado, se encuentra dentro de la organización estatal de la que forma parte y, por consiguiente, no puede oponerse a ésta y es en el seno de la unidad donde alcanza su verdadero sentido.

La autonomía significa etimológicamente capacidad para darse normas.

Pero el concepto ha ido evolucionando históricamente hasta alcanzar potestades adicionales, tales como las de autoorganización, autogobierno, dictar actos políticos, etc.

La doctrina italiana sitúa el grado máximo de autonomía en la potestad de dictar leyes. En este sentido las CC.AA. en España alcanzan el grado máximo de autonomía al detentar la potestad de dictar leyes, pero tienen como límite la soberanía que sólo corresponde al Estado. Como dice el TC, la autonomía sólo puede entenderse por referencia a la unidad.

La autonomía local, aunque sea de grado menor al basarse en unas elecciones democráticas, es una verdadera autonomía política. Además, tienen potestad reglamentaria aunque sea de carácter subordinado a la normativa del Estado y las de las CC.AA. Por tanto las Entidades Locales no son mera Administración.

Por ello tenemos que concluir que la Administración Local no goza de mera autonomía administrativa, sino también, en cierta medida, política, como sostiene acertadamente el autor que acabamos de citar.

Esta postura tiene su fundamento en la propia Constitución (art. 128):


	
a) Permite la plasmación del pluralismo (art. 1.1). 

	
b) Son el cauce institucional primero de participación ciudadana en los asuntos públicos (art. 23.1). 

	
c) Son divisiones territoriales del Estado (art. 137). 

	
d) Son elegidas democráticamente (art. 140). 

	
e) Tienen un poder propio para la gestión de sus respectivos intereses (art. 137). 



La autonomía local no se reduce a una simple administración, sino que al hablar, en alguna medida (arts. 140-141.2), han de considerarse como entes políticos.

Además, al tener la posibilidad de definir en parte su orientación político-normativa, tener capacidad de normación jurídica, de creación de su propio ordenamiento, de adopción de decisiones de gerencia y cauces institucionales de expresión, de representación democrática de sus correspondientes poblaciones, puede afirmarse que goza de una cierta autonomía política.

VI.  EL DIFÍCIL CONCEPTO DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

1.  Estrategias definitorias

Todos creemos saber lo que es la Administración Pública por nuestro contacto con ella, pero en realidad existe un grave problema de definición que debemos afrontar si queremos determinar el objeto y límites de nuestro estudio.

A las dificultades que hay que vencer para definir el concepto de Administración, por tratarse de un concepto polisémico, hay que añadir que los límites del campo de la Administración Local se han ido ensanchando en los últimos tiempos.

Por esta razón se han adoptado diversas estrategias para tratar de definir la Administración Pública. De entre ellas vamos a tratar a continuación las que nos parecen más interesantes, en cuanto aportan un conocimiento más acabado de la institución.

2.  El interés general como definitorio de la Administración

Una postura que podría llamarse funcional gira en torno a la idea de interés público, define la Administración como el complejo aparato integrado por medios materiales y humanos cuya finalidad es la realización de los fines públicos. Esta definición es evidentemente imprecisa, por la ambigüedad del término «interés publico» y porque los fines públicos pueden conseguirse desde organizaciones privadas, con independencia de la dificultad de distinguir lo publico de lo privado, pero tiene como ventaja esencial conducirnos a uno de los principios más característicos de la Administración Pública.

El término «interés general», concepto jurídico indeterminado, es utilizado por las leyes, por la doctrina y la jurisprudencia; por ello el juez puede controlar su aplicación por la Administración. Pero de ello no puede extraerse la consecuencia de reducir el «control absoluto de la discrecionalidad» o que éste pueda sustituir enteramente a la apreciación discrecional del administrador.

3.  Estrategia institucional

Una de las estrategias utilizadas para definir la Administración Pública, que podría llamarse institucional y que es habitual en los libros de Derecho administrativo en España, consiste en considerar a la Administración Pública como un conjunto de órganos encuadrados en el Poder Ejecutivo, supuesto un Estado en que esté vigente la división de poderes. Pero en esta definición queda fuera del concepto de Administración Pública el aparato administrativo de los Poderes Legislativo y Judicial.

4.  Poderes del Estado y Administración

Otra de las vías tradicionales de definir la Administración Pública es la de acudir a la división de poderes del Estado: Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

Bajo esta concepción administrar es ejecutar, es decir, poner en práctica las leyes que han sido aprobadas por el Poder Legislativo aunque son poderes distintos.

Pero esta postura no tiene en cuenta la facilidad con que la rama administrativa se inmiscuye (interacción) en la actividad de las otras ramas.

Se ha llegado a hablar incluso del «veto administrativo» cuando la Administración con su inmenso poder fáctico ralentiza la aplicación de las leyes, aparte de disponer del poder normativo (reglamentario) que a veces es imprescindible para la puesta en práctica de la ley. Es conocida la famosa frase atribuida a Romanones: ¡Que ellos hagan la ley y a mí me dejen hacer el Reglamento!

Es frecuente ver que los funcionarios buscan antes el reglamento que la ley cuando tratan de resolver un asunto concreto.

VII.  POLÍTICA Y ADMINISTRACIÓN

1.  La política como criterio de distinción

Otra vía para distinguir Gobierno y Administración consiste en relacionar ambos términos con el de política. Con lo cual, si bien se avanza en el conocimiento del quehacer real de la Administración, nos metemos en un campo más espinoso: en el de la necesidad de distinguir entre actividad política y administrativa.

A ello hay que añadir que la rama del Ejecutivo que llamamos Administración ha alcanzado tal poder que tanto el Gobierno como el Poder Legislativo han de tenerla en cuenta en la práctica y resulta difícil efectuar una distinción entre los conceptos de política y administración que aporte un criterio claro, útil y funcional de distinción.

En consecuencia se fue desarrollando el fenómeno de una burocracia neutral que no adopta decisiones ni tiene una inclinación hacia una política determinada, pero que posee una gran presencia dentro del Poder Ejecutivo.

En este sentido podemos entender por Administración Pública el conjunto de organizaciones a través de las cuales el Estado actúa para el cumplimiento de sus fines.

Esta definición ha de precisarse desde diversos ángulos:

En primer lugar, hay que partir del hecho de que la Administración Pública no está constituida por una organización monolítica; es decir, lo que llamamos Administración Pública es un archipiélago de organizaciones ordenadas en torno a cierto ejes centrales claramente identificables: organización central y periférica o territorial que se denomina Administración General del Estado. Se comprende además dentro del concepto de Administración Pública la Administración descentralizada (organismos autónomos, entidades públicas empresariales y otros organismos y entidades autonómicos y locales) y el aparato organizativo de poderes distintos del Poder Ejecutivo (Cortes, Parlamento Autonómico, órganos constitucionales y Poder Judicial). A lo que es preciso añadir las Administraciones Autonómicas y Locales que a su vez son centros generadores de verdaderos complejos organizacionales, en los casos de países descentralizados política y administrativamente.

Un ámbito más dudoso lo constituyen las sociedades mercantiles propiedad del Estado y otras administraciones sometidas al régimen jurídico privado. Aquí las opiniones pueden ser ciertamente divergentes, pero otra postura extendería excesivamente el objeto de estudio y su resultado sería poco operativo.

Los principios de jerarquía, coordinación, control, planificación, selección y gestión de personal, etc., son comunes a la Administración Pública y a las organizaciones de escala según los autores y los países, lo que plantea agudos problemas en los estudios comparativos. Pero no puede negarse que es una organización fuertemente calificada por la titularidad formal del poder y esta singularidad y el aseguramiento del sistema de dominación dota a la Administración de una entidad e identidad propias respecto a las demás organizaciones.

De otro lado los intereses que gestionan (el interés general), el volumen y los medios que utiliza su carácter vertebrador de la sociedad, justifican su tratamiento singular diferenciado.

Todo ello fundamenta una identidad propia de la Administración no sólo frente a las empresas privadas movidas por el afán de lucro, sino frente a otras organizaciones no lucrativas como los partidos, los sindicatos o las confesiones religiosas.

Como consecuencia del planteamiento esbozado, nuestra postura parte de adoptar una acepción orgánica de la Administración, pero con las siguientes salvedades:


	
a) El reconocimiento de que existen zonas muy similares en todas las organizaciones de escala, tales como las relativas a la gestión de personal, técnica, presupuestaria, simplificación del trabajo, etc., pero teniendo en cuenta que las conclusiones extraídas en las organizaciones privadas y en la Administración Pública no son intercambiables sin más. 

	
b) Ciertos métodos y sistemas de gestión de las empresas privadas se adaptan mejor a los nuevos fines que asume la Administración Pública en la época actual, en cuanto que tratan de dar respuesta a las demandas nuevas de la sociedad. 



Nuestra Constitución recoge a la Administración como una institución de relevancia constitucional, cuyas condiciones básicas sólo pueden ser modificadas mediante una reserva constitucional.

2.  La Administración como agente económico

Puede afirmarse que en todos los países la Administración Pública es un agente de primer orden tanto por su magnitud como por disponer de recursos económicos, financieros y humanos cuantiosos. De otro lado, la Administración es la encargada de la elaboración y ejecución de las decisiones de política económica, lo que pone en sus manos un poder dotado de una cierta autonomía en relación con las instancias políticas.

No existe una separación clara entre política y Administración. A ello se opone el ejercicio del poder discrecional, la elección de alternativas basadas en juicios de valor, así como el peso de los burócratas, creciente en la política, a la vez que la alta burocracia tiene un poder fáctico de mayor o menor intensidad, según las diversas circunstancias políticas, entre las que podemos citar el mayor o menor liderazgo político, pero en sentido inverso hay un acto político cuando un funcionario aconseja que se legisle en un determinado sentido o toma posición sobre la puesta en práctica de una ley.

Es cierto que los políticos no deciden cómo se ocupan los puestos de trabajo en la Administración, sólo en este sentido la política está separada de la Administración. Pero su influencia en el aparato organizativo de la Administración es indudable. Todo ello sin tener en cuenta la progresiva politización de los altos cargos de la Administración.

Además la intervención en la economía y el papel de director de la misma que ejerce el Estado moderno en mayor o menor grado, según los distintos sistemas políticos a fin de conseguir el saneamiento de la economía y evitar que se produzcan crisis graves o al menos atenuarlas, potencia también la importancia de la Administración como institución encargada de instrumentar estas medidas de política económica.

Todo ello origina desde el ángulo organizativo una creciente complejidad estructural y potencia el peso de la burocracia estatal, cuestiones de máximo interés.

3.  Marco constitucional

El marco constitucional está condensado, como dice GARRIDO FALLA, en el Título IV de la Constitución donde se contienen los artículos básicos, que son el 97 y 103.1 y que son los que constituyen las líneas fundamentales de la posición constitucional de la Administración.

El art. 97 dice que el Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las Leyes. Por su parte el art. 103.1 dice que «la Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho».

De la lectura de estos artículos y del 1 de la CE española, que proclama que «España constituye un Estado Social y democrático de Derecho», se desprenden una serie de consecuencias que a primera vista parecen claras, como son las de que una cosa es el Gobierno y otra la Administración, es decir, que son dos conceptos distintos, idea que se desprende del mismo enunciado del Título IV, «Del Gobierno y de la Administración», pero inmediatamente surgen reservas mentales, tales como: ¿acaso el Gobierno no produce actos administrativos? Precisamente una de las tareas más importantes del Consejo de Ministros es la de aprobar expedientes administrativos, que son verdaderos actos administrativos en su sentido técnico.

Del lado de la Administración también surge la duda, pues se habla de la política fiscal del Ministerio de Hacienda; quiere esto decir que la distinción, por razón de la actividad que desarrollan desde el punto de vista objetivo, no nos puede servir para distinguir Gobierno y Administración.

El art. 97 dice que el Gobierno ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria, pero también esto ha de matizarse: el art. 103, al establecer que la Administración sirve con objetividad los intereses generales, reconoce que la Administración realiza una función ejecutiva. Igualmente es evidente que la Administración participa de la potestad reglamentaria.

4.  Conclusiones

Aquí no podemos zanjar una polémica centenaria sobre los criterios de distinción entre actos políticos y administrativos; simplemente hemos querido dejar constancia de la misma y que tal distinción sigue siendo útil siempre que se tengan en cuenta las siguientes precisiones:


	
a) No existe posibilidad de encontrar criterios absolutos de distinción entre política y Administración, pero puede afirmarse que a la esfera de la política corresponde la elaboración de grandes opciones, de las directrices generales y de planificación de la actividad y a la Administración la ejecución e implementación de estos planes o directrices. 

	
b) No es posible trazar con exactitud una línea divisoria entre la actividad política y administrativa, pero puede avizorarse el predominio de una u otra actividad a medida que se asciende en la pirámide jerárquica del Poder Ejecutivo; mientras que, por el contrario, las decisiones son administrativas según se desciende en la misma pirámide. 

	
c) El valor de la distinción es convencional y con ella se quiere significar simplemente el predominio de una u otra forma de actuar. 

	
d) Dependencia de la Administración del sistema político basada en que la Administración es un aparato del mismo cuya actividad está amparada al propio tiempo en la autoridad del Estado. 

	
e) La Administración conserva un cierto grado de autonomía frente al Estado, si bien carece de una filosofía política alternativa a la del poder político. 

	
f) La Administración como aparato no tiene un fin propio, su fin es el interés general, pero éste se define por los órganos políticos. En un planteamiento simplista podría afirmarse que el Poder Político adopta las decisiones generales y su aplicación corresponde a la Administración. 



A esta misma conclusión nos llevaría la doctrina de los actos separables, pues nos conduciría al control de los elementos en los actos políticos y en los actos administrativos, coincidiendo en ellos la existencia de una porción infiscalizable.

Ahora bien, hay que afirmar que esta tarea ha de ser concretada por los Tribunales, porque resulta insostenible la dogmatización y el sincretismo en el control de la discrecionalidad y, por el contrario, será necesario realizar el estudio caso por caso.

Pero la Administración no cuenta con una autonomía de actuación completa, es necesario matizar.

La actuación está determinada por las leyes que son las que efectúan, dentro de la Constitución, la selección de lo que en el concierto social debe ser calificado de interés general y confiado a la actuación administrativa.

Por otra parte, la Administración en el ejercicio de sus potestades discrecionales hace ordinariamente una valoración general del interés general para determinar la opción particular que adopta, pero la Administración basa además su cierto grado de autonomía en lo siguiente:


	
a) Dependencia de la Administración del sistema político basada en que la Administración es un aparato del mismo cuya actividad está amparada al propio tiempo en la autoridad del Estado. 

	
b) La Administración conserva un cierto grado de autonomía frente al Estado, si bien carece de una filosofía política alternativa a la del poder político. 

	
c) La Administración como aparato no tiene un fin propio, su fin es el interés general, pero éste se define por los órganos políticos. En un planteamiento simplista podría afirmarse que el poder político adopta las decisiones generales y su aplicación corresponde a la Administración. 

	
d) Desde el punto de vista jurisdiccional es intrascendente la localización de un acto como político o administrativo. 

	
e) No es posible elaborar listas generales de actos políticos, sino que esta tarea ha de ser concretada por los Tribunales, caso por caso. No queda fuera del control de los Tribunales por ser político un acto, sino porque la actividad política se encuentra fuera de lo administrativo y no tiene relevancia a efectos de legalidad. 



Por lo tanto, en cuanto a lo que ahora nos ocupa, la distinción actos políticos/ actos administrativos no sirve de pivote para fundamentar la separación entre Gobierno y Administración que habrá de buscar otros asideros.

No obstante, tanto la doctrina del TC como la jurisprudencia del Tribunal Supremo (TS) nos conduce a posiciones más templadas al introducir la teoría de actos no administrativos, no sujetos a los Tribunales, que nos devuelve a la eterna discusión de actos políticos y actos administrativos. En fin, parece que la distinción no puede basarse en el órgano que emite el acto, sino en la sujeción de éste al Derecho administrativo o no. Estos últimos vendrían a coincidir con los actos políticos en la doctrina tradicional, con lo que se renueva la polémica y, desde luego, es evidente que la diferencia de actos políticos (actos no administrativos) y actos administrativos no puede servir de anclaje a la distinción entre Gobierno y Administración. Lo cual no quiere decir que no se trate de conceptos útiles bajo otras perspectivas.

VIII.  PRINCIPIOS GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

1.  Idea general

Art. 3.º de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas:


«Las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho.

Igualmente deberán respetar en su actuación los principios de buena fe y de confianza legítima».



El artículo citado es, en su mayor parte, reproducción del art. 103 de la Constitución de 1978.

De otro lado el art. 6 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, siguiendo también al texto del art. 103, dice:

«Las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, desconcentración y coordinación con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho».


Es evidente la preocupación del legislador español por resaltar la virtualidad de estos principios constitucionales. Por ello consideramos conveniente aportar unas ideas generales sobre los antecedentes históricos de estos principios.

Los principios generales, llamados principios generales de organización de la Administración Pública, han sido objeto de polémica doctrinal tanto desde la perspectiva americana de la Ciencia de la Administración como desde la perspectiva europea predominantemente jurídica. Por ello es necesario hacer una síntesis de la polémica para situar con más exactitud el valor y significado de los mismos en la actualidad.

Como consecuencia de la polémica doctrinal ha quedado una bibliografía abrumadora, pero no se ha llegado a establecer una doctrina general ni siquiera un lenguaje científico común.

Sin embargo, no puede afirmarse que la tarea ha sido inútil pues la búsqueda de unos principios generales, aplicables tanto a la Administración Pública como a la empresa privada, ha dado lugar a la elaboración de numerosas listas de principios, que han servido de vehículos del conocimiento de las organizaciones.

Por lo que se refiere a la doctrina americana, es muy conocida la lista de FAYOL y la de MOONEY. No obstante, a partir de los años treinta empieza a cuestionarse el valor y utilidad de estos principios. Entre los críticos más destacados podemos citar a SIMON.

Como consecuencia de esta polémica ha quedado un gran confusionismo y escepticismo en cuanto al valor práctico de estos principios.

2.  Polémica en la doctrina jurídica española

En España, la polémica sobre los principios de organización ha sido conducida por juristas y desde el punto de vista jurídico, principalmente; desde esta perspectiva, la doctrina es abundante.

Ciñéndonos a la época actual, en el año 1952, GASCÓN HERNÁNDEZ enumera como principios jurídicos de organización: los de unidad, competencia y jerarquía. Según este autor, unidad y competencia vienen a ser la tesis y la antítesis que alcanzan sus síntesis en el principio de jerarquía, pero luego vacila y dice que tal vez el principio de unidad no existe porque es un principio político y ambos pueden englobarse en el de jerarquía.

En 1956, el profesor GARCÍA TREVIJANO elabora una lista de principios de organización, entre los que incluye los principios de competencia, jerarquía, descentralización (autarquía-autonomía) y colegialidad.

En 1961, ORTIZ DÍAZ, enumera una nueva lista. Dentro de ella distingue entre principios esenciales y principios existenciales. Son principios esenciales el de unidad, competencia, jerarquía y coordinación. Como principios existenciales, los que se dan o no según las circunstancias sociopolíticas de cada momento, cita los de centralización, unidad y variedad o diversidad.

3.  Los principios generales en la Constitución de 1978

Los principios generales de organización de las Administraciones Públicas vienen recogidos en los arts. 103 y 105 de la Constitución.

Este último se refiere precisamente a las vías para hacer efectiva la participación de los ciudadanos al referirse a las formas de audiencia del ciudadano.

El art. 105, dice:


«La ley regulará:

a) La audiencia de los ciudadanos directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecta a seguridad y defensa del Estado, la aseguración de los delitos y la intimidad de las personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando cuando proceda la audiencia de los interesados».



Pero el artículo dedicado a los principios generales de actuación es el 103, que contiene un catálogo de principios específicos sobre la actividad de la Administración:

«La Administración pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho».


Es preciso afirmar, en primer lugar, que debe considerarse un acierto de la CE la elevación al rango constitucional de los principios que enmarcan la actividad administrativa, habida cuenta de la importancia de la materia, aunque la selección de los mismos es cuestionable desde varios puntos de vista, dado el academicismo de muchos de ellos, la falta de sistemática de los mismos, yuxtaponiéndose principios jurídicos y políticos y técnicos, fruto del consenso que dio lugar a la refundición de varias listas que la doctrina utilizaba entonces.

El artículo reafirma el principio de legalidad, cuestión que no es ociosa dadas las dudas que históricamente ofreció la sumisión a la ley de las normas organizativas.

La selección no es muy afortunada ya que hay principios de valor secundario, como el de desconcentración, y se nota la falta de otros principios, como el de control o participación, que ciertamente aparecen en otros artículos de la propia Constitución.

No obstante, preciso es reconocer que la constitucionalización de los principios que figuran es suficiente. Los problemas vendrían después en el desarrollo normativo de los mismos y en su interpretación jurisprudencial dada su poca fijeza, debido a la vacilación doctrinal. A lo que se ha de añadir la tradición jurisprudencial de considerar estos temas exentos de la jurisprudencia por tratarse de cuestiones no sujetas al Derecho administrativo y, en todo caso técnicas, cuando no «cuestiones domésticas» de la Administración.

A continuación vamos a analizar singularmente algunos de los principios de actuación de la Administración que, constitucionalizados o no, deben orientar la actividad administrativa.

En todo caso el principio de eficacia resume de alguna manera la calidad de la actuación administrativa y es el crisol de la misma, entendida tal como veremos más adelante.

IX.  ANÁLISIS DE LOS MÁS IMPORTANTES

1.  El deber de objetividad

La objetividad se exige tanto en el art. 3 de la Ley de Régimen Jurídico como en el art. 103 de la CE, en la prestación del servicio o en el cumplimiento de los intereses generales. La exigencia se garantiza con la desviación de poder que exige en el cumplimiento de las potestades administrativas, una dependencia más estricta a los fines de la actividad administrativa para que sean precisamente los establecidos en la norma atributiva de potestad, determinando la invalidez de cualquier acto que persigue fines distintos aunque sean lícitos. En el servicio de los intereses generales la Administración debe actuar con plena objetividad y eficacia.

La objetividad impone la plena asepsia en la obediencia al Gobierno -que tiene su propia ideología política- que, en cuanto se formaliza en normas o actos, no puede ser discutido por la Administración, sino limitarse a cumplirlas por cuanto la Administración carece de ideología propia.

Desde otro punto de vista, la objetividad puede asimilarse a la imparcialidad, que es en definitiva el deber de igualdad en el procedimiento.

2.  El principio de jerarquía

Admite varios sentidos, como el de jerarquía de las normas y jerarquía organizativa. El principio de jerarquía de las normas actúa dentro de cada ordenamiento jurídico fijando el valor que debe darse a las normas: mayor nivel a las normas procedentes del Poder Legislativo (art. 62.2) y valor relacionado con la autoridad de la que proceden de las normas administrativas, sancionándose con la nulidad la infracción de la jerarquía de las normas.

El segundo sentido del principio de jerarquía, que es al que se refiere directamente la Constitución, se refiere a la ordenación en grados de los órganos de la Administración e implica mayor superioridad de unos órganos sobre otros, dotando a los órganos superiores de las facultades de dirección, inspección, sanción y distribución del trabajo. Desde este aspecto se trata en otras normas, como la legislación de funcionarios públicos.

3.  El principio de coordinación

3.1.  Idea general

La coordinación en un Estado descentralizado bien puede considerarse como el principio más importante, tanto desde el punto de vista interno a cada Administración como desde el punto de vista de las relaciones interadministrativas.

La Constitución acude con frecuencia al principio de coordinación (arts. 149, 1.13.ª, 15.ª y 16.ª, 103, 134 y 156) y da por supuesta la coordinación siempre que se trate de competencias compartidas.

Pero en ningún momento contempla con carácter general el concepto de coordinación, interna o externa, o los mecanismos para conseguir tales coordinaciones. A ello contribuyen tanto las dificultades de fijar el concepto doctrinalmente, como la elasticidad del mismo frente al principio de jerarquía, por ejemplo, de mayor rigidez y contundencia. En definitiva, se trata de un principio «perverso» que puede encubrir un vacío real de potestad o una situación equivalente a la del principio de jerarquía.

3.2.  Dificultades del concepto

La fijación del concepto de coordinación presenta grandes dificultades tanto por la indefinición del mismo en la doctrina como por su uso abusivo para encubrir patologías organizativas, tales como vacíos competenciales o un inadecuado reparto de competencias, que se intenta paliar con el principio de coordinación como si fuera un «bálsamo curalotodo». Ello explicaría la inflación de órganos con el adjetivo de coordinador en todos los organigramas: Ministerios, Secretarías de Estado, Direcciones Generales, Consejos, Juntas, Comités, etc.

La polémica en torno a la validez de los principios de organización alcanza aquí su punto álgido. Hasta el punto de poner en tela de juicio, no sólo su contenido, sino su misma existencia.

Basta leer títulos tan expresivos como el «Mito de la función coordinadora» publicado muy pocos años antes de la Constitución española de 1978. Ya en la doctrina clásica empiezan las opiniones diametralmente opuestas. Así, mientras que para MOONEY es el primer mandato de toda organización, LANGROD duda de su existencia y otros la niegan abiertamente, como GARCÍA TREVIJANO, desde el punto de vista jurídico.

Dentro de la doctrina americana, FAYOL incluye la función coordinadora entre sus famosos infinitivos a través de los cuales pretende dar respuesta a la pregunta de qué es administrar; administrar es, dice, prever, organizar, dirigir, coordinar y controlar:

«Coordinar es darle armonía y equilibrio al todo, es asignar a las cosas y las acciones sus proporciones, es adoptar los medios a los fines, y unificar esfuerzos, y hacerlos homogéneos».


Pero es tal vez MOONEY quien mayor relevancia ha concedido al principio de coordinación, definiéndolo como «la disposición ordenada de esfuerzo del grupo para dar unidad a la acción con vistas a un propósito común». A su juicio, la coordinación representa el objetivo más importante a lograr por cualquier organización.

3.3.  Coordinación y conceptos afines

Dada la indefinición del concepto de coordinación al que nos hemos referido, alcanza un gran interés su deslinde de conceptos afines.

En efecto, el problema consiste en saber si el concepto de coordinación se identifica con el de jerarquía o con el de planificación o con el de cooperación o colaboración o si resulta aislable de ellos.

3.4.  Coordinación, cooperación y colaboración

La cooperación indica la voluntad de ayudarse mutuamente. Para algunos, la cooperación sería la primea fase de la coordinación, en cuanto que ésta se hace imposible sin aquélla, pero la cooperación no es suficiente para asegurar la coordinación. En todo caso, la coordinación es algo más en cuanto supone el poder y medios conferidos por el Derecho para orientar un comportamiento en determinado sentido. El TC utiliza escasamente la palabra cooperación, empleando en cambio la palabra colaboración de forma profusa, declarando que no necesita mandato expreso constitucional alguno. Pero deslinda claramente ambos conceptos (Sentencia de 18 de octubre de 1984 y, más claramente, en la de 18 de diciembre del mismo año). Resumiendo, podríamos decir que las diferencias entre colaboración y coordinación se concretan en la posibilidad de la coordinación de imponerse coactivamente.

3.5.  Coordinación y jerarquía

El concepto de coordinación aparece constantemente unido al de jerarquía, de manera que las reservas de algunos autores a la admisión del principio de coordinación se deben a que consideran este principio como inseparable del de jerarquía por sus connotaciones jerarquizantes.

A ello contribuye, de una parte, que no se puede coordinar si no se está en una posición de supremacía. En segundo lugar, está el hecho evidente de que bajo el término «coordinación» se encubren con frecuencia soluciones claramente jerárquicas. Además, la coordinación forma parte de las tareas de mando de la dirección.

De ahí las posturas contradictorias sobre la existencia de este principio como aislable de los demás.

En el lenguaje anglosajón se define la coordinación en los diccionarios para indicar precisamente posiciones no jerárquicas (equal in rank or order, not subordinate).

Frente a esta postura encontramos la opinión de quienes mantienen que la coordinación se manifiesta, en definitiva, en órdenes que integran la función directiva.

Otras opiniones matizadas sostienen que, efectivamente, la coordinación forma parte de las funciones directivas, pero es una actividad aislable y concretamente de la jerarquía.

Este es el concepto que cabe extraer de la Constitución, que la regula partiendo del supuesto de que es una actividad aislable y concretamente de la jerarquía, pues en otro caso no tendría sentido que la enumerase en el art. 103, paralelamente al de jerarquía.

La coordinación no necesita emanar necesariamente de la cadena de mando y esto se aprecia claramente en la coordinación intersubjetiva. La coordinación requiere ciertamente una potestas, pero ese poder puede derivarse de diversos frentes: la Ley, la elección o el puro asentimiento.

4.  El principio de eficacia

4.1.  Idea general

La eficacia es uno de los problemas de cualquier organización, pero lo es principalmente de las organizaciones sin afán de lucro, como es el caso de la Administración Pública. En este supuesto, la eficacia se convierte en el fin de todas las reformas llevadas a cabo en las Administraciones públicas.

Además, esta importancia se acentúa en los Estados compuestos como en el Estado de las Autonomías, una de cuyas causas de legitimación es, justamente, conseguir el incremento de la eficacia de la Administración Pública: Central, Regional y Local.

De otro lado, al configurar la CE el Estado español como un Estado Social de Derecho (art. 1.1), la eficacia de las Administraciones constituye un requisito esencial para su realización, pues sin ella todas las previsiones constitucionales serían inútiles campanas que suenan.

De manera que se ha dicho que la dimensión temporal (deber de puntualidad) es un requisito esencial de la justicia y no sólo de los Tribunales, sino de toda la actividad administrativa. De manera que una justicia tardía es una real injusticia.

4.2.  ¿Qué es la eficacia?

Es interesante notar desde un primer momento que el principio de eficacia es un principio técnico de cualquier organización de escala y que ha pasado a juridizarse al aplicarse a la Administración Pública.

El principio de eficacia, dice SIMON, se comprende fácilmente cuando se aplica a organizaciones comerciales dominadas por el afán de lucro, pero se torna difícil cuando entran en juego otros factores.

Este mismo autor nos aporta los múltiples significados de la palabra eficacia. A su juicio, puede significar idoneidad para conseguir el resultado pretendido, éxito en la actuación o poder adecuado para conseguir el fin.

La eficiencia significa la razón entre lo que se realiza y lo que podría realizarse. Según la OECD (1984), eficacia significa la consecución del resultado que corresponde a los objetivos o normas preestablecidas por la organización. Eficiencia, en cambio, significa la capacidad de obtención de los objetivos fijados en razón de los medios disponibles.

Desde el punto de vista jurídico sólo interesa la segunda acepción, en cuanto significa la atribución de un poder jurídico adecuado en relación a los medios y el fin perseguido. A estos efectos, a la Administración se le concede una libertad (discrecional) de apreciación de los medios disponibles. Desde ese punto de vista, eficacia y buena administración se identifican.

La posibilidad de adecuación de los medios a los fines conlleva para la Administración el deber de conseguir un estándar de calidad de la acción y que ésta se produzca dentro de un tiempo determinado (deber de puntualidad), como elementos integrantes de la acción administrativa, convirtiendo la eficacia en un requisito más del acto administrativo y de la actividad administrativa en general.

4.3.  El principio de eficacia en la Constitución

La Constitución española se refiere al problema de la eficacia de los poderes públicos en general (art. 9.2), concepto amplio que comprende a las Administraciones públicas (Estado, CC.AA. y Administración Local):

«Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas».


Debemos añadir que la colocación en primer lugar del principio de eficacia en la enumeración del art. 103 de la Constitución quiere destacar su condición de principio cabecera y compendiador de los demás principios y ordenador de los mismos. «La administración», dice, «sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia...»

4.4.  Administración Local y eficacia

El principio de eficacia está muy presente en la nueva Ley de Régimen Local, como enfatiza COSCULLUELA MONTANER. Ya en su exposición de motivos alude a que la descentralización «no significa en modo alguno la invertebración del poder público administrativo, pues simultáneamente juega el principio de unidad y su traducción administrativa en los de coordinación y eficacia».

Se pone de manifiesto en el texto la preocupación porque la participación y la democracia no resulten irreconciliables con la eficacia.

En el texto de la Ley de Bases de Régimen Local se plasma la idea, anticipada en la exposición de motivos, de que «las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendado y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, descentralización de acuerdo a la Ley y al Derecho». Se observa aquí, en línea con el art. 103 de la Constitución, que el principio de eficacia se sitúa en la cabecera de los demás principios de actuación de la Administración Local, teniendo como norte el interés general y con sometimiento a la Ley y al Derecho.

Con la misma preocupación, son numerosos los artículos donde se insiste en la exigencia de la eficacia en la actividad administrativa local.

La figura del Alcalde (arts. 19 y ss.) y paralelamente la del Presidente de la Diputación (arts. 32 y ss.) han sido perfiladas teniendo como preocupación que sean eficaces en su gestión, por lo que se les dota de amplias facultades, entre las que destaca la potestad de nombrar a los miembros de la respectiva Comisión de Gobierno (arts. 23 y 35) que es un órgano esencialmente de apoyo y asistencia al Alcalde y al Presidente de la Diputación, mientras que los Plenos pasan a ser unos órganos de fiscalización y control con atribuciones sobre las grandes cuestiones municipales o provinciales (arts. 22 y 33).

En el art. 24 se establece que «para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta», que es tanto como decir aumenta su grado de eficacia, se «podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada».

El art. 27, al regular la delegación de competencias por parte del Estado y CC.AA. y otras entidades a favor de los municipios, destaca que tal «delegación podrá llevarse a cabo» siempre que con ello se mejore la eficacia de la gestión pública y se alcance una mayor participación ciudadana».

5.  Desconcentración

Es también un principio tendencial que implica que las facultades de tramitación y resolución de los expedientes deben estar atribuidas a los órganos inferiores y no a los superiores.

Este principio no prevalece ante la atribución precisa de competencia entre los órganos de las Administraciones Locales, que incluye una cláusula residual a favor de uno de ellos. Y en cuanto a las Administraciones autonómicas y Administración del Estado, hay que reconocer que los supuestos de aplicación de este principio son escasos puesto que suele sustituirse por el de delegación, de una mayor flexibilidad y posibilidades de control.

5.1.  Concepto

La expresión «desconcentración» es un término poco feliz, tomado del Derecho administrativo francés y de uso reciente, según dice FORSTHOFF.

Sirve para designar formas de articulación entre órganos distintos de la descentralización y delegación de atribuciones.

La desconcentración supone una transferencia de titularidad, aunque limitada, de los órganos superiores a los inferiores; cuando no se transfiere la titularidad sino solamente el mero ejercicio, estaríamos ante un caso de delegación de atribuciones.

En todo caso, como señala PAREJO, conviene señalar que la desconcentración juega en el seno de las relaciones internas de una organización y no en las intersubjetivas o interadministrativas

5.2.  La desconcentración en la Administración Local

La Ley de Bases del Régimen Local de 2 de abril de 1985, en su art. 24, da un concepto acertado de lo que ha de entenderse por desconcentración:

«Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los municipios podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización, funciones y competencias que cada Ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del asentamiento de la población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de Gobierno y gestión del municipio».


La desconcentración así concebida es un instrumento de suma importancia en el intento de descongestionar de tareas a los órganos superiores de la organización, al tiempo que se acerca la Administración al pueblo.

Una de las razones del poco brillante historial de la desconcentración se debe a su confusión con la delegación; ésta ofrece mayores facultades de control del superior jerárquico, como la de revocabilidad, que hacen más proclives las Administraciones a utilizar esta última figura.

6.  El principio de descentralización

6.1.  Descentralización

La descentralización supone la existencia de una pluralidad de entidades públicas dotadas de personalidad jurídica independiente. Este es un elemento esencial que la distingue de otras figuras análogas como la desconcentración.

La descentralización de que estamos hablando es la descentralización administrativa; distinta es la descentralización política que afecta a la estructura del Estado y supone la existencia de varios tipos de entes dotados de sustancia política, como las llamadas autonomías en España.

El interés del principio de descentralización tiene una larga tradición. Ya en el año 1923 decía POSADA HERRERA que era un tema inevitable en todos los tratados administrativos. Este interés no ha decaído en la actualidad, pero sin que haya servido de base para una teoría depurada del concepto.

Al concepto que acabamos de dar hay que añadir que las competencias o funciones traspasadas habrán de suponer, desde el punto de vista material, la posibilidad de ejercicio de poderes de decisión en nombre propio por el ente beneficiario de la descentralización.

6.2.  Descentralización y autonomía

Descentralización y autonomía son dos nociones emparentadas entre sí por distintos aspectos, pero son al mismo tiempo dos conceptos que pueden y deben separarse.

A este respecto conviene recordar que el problema de la descentralización administrativa se plantea, antes y después de la descentralización política (autonomía). Por eso no es de extrañar que se hable a veces del centralismo autonómico. Esto demuestra que los conceptos de autonomía política y descentralización administrativa tienen una independencia conceptual y real, lo cual no impide reconocer sus lazos de parentesco, pues es indudable que la descentralización política propicia la descentralización administrativa. En síntesis, las notas características de la descentralización pueden sintetizarse de la siguiente manera:


	
a) Reparto de competencias entre la Administración y otros entes públicos dotados de personalidad jurídica. 

	
b) La descentralización administrativa no alcanza a competencias legislativas o judiciales. Esto distingue a la descentralización administrativa de la política. 

	
c) Dentro del concepto amplio de descentralización se comprende la descentralización institucional que tiene lugar a través de entes de naturaleza fundacional o corporativa (colegios, cámaras, etc.) y la descentralización territorial que se realiza a través de entes territoriales (Ayuntamientos, Diputaciones, CC.AA., etc.). 



6.3.  Naturaleza de la descentralización

La descentralización supone una pluralidad de entidades públicas dotadas de personalidad jurídica independiente. Se trata de un principio tendencial que no supone concluir en una descentralización o centralización absolutas.

En el plano político, la descentralización hace referencia a la estructura del Estado y supone la existencia de varios tipos de entes dotados de autonomía política para la gestión de sus propios intereses. Facilita el acercamiento de las decisiones políticas y la apertura de cauces de participación política a los ciudadanos.

X.  EL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

Todas las Administraciones Públicas deben tener atribuida personalidad jurídica que les reconozca su cualidad de sujetos de derechos y de obligaciones, es decir, su carácter de constituir centro de relaciones jurídicas.

La Constitución reconoce la personalidad jurídica de algunas entidades como los Municipios (art. 140) o las Provincias (art. 141), pero a la generalidad de las Administraciones Públicas les viene reconocida la personalidad jurídica en sus normas de creación o sus estatutos.

Tal vez la Constitución da esta cualidad por supuesta para que una entidad pueda considerarse Administración Pública, y remite el problema a la legislación específica de las Administraciones de que se trate.

XI.  NATURALEZA JURÍDICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Después de haber reflexionado sobre los problemas que plantea el concepto de Administración Pública podríamos traer a nuestra consideración, a modo de resumen, el problema de la naturaleza jurídica de la Administración, que nos lleva de nuevo a considerar algunos de los problemas que hemos visto y más concretamente su función dentro del Estado de Derecho.

La Administración actúa para el cumplimiento de los intereses generales a impulso del Gobierno, pero el art. 103 de la CE nos lleva a la idea de que la Administración actúa también por sí misma, con fuerza propia. La explicación de esta aparente contradicción la sitúa el profesor GARRIDO FALLA en la concepción de que la Administración es una institución y, en cuanto tal, se apropia de los fines que realiza. Esto quiere decir que la Administración no es un simple aparato del Gobierno. Está ciertamente sujeta al Gobierno, pero posee también su propia autonomía y sus propias reglas de comportamiento, y la Administración Local, en cuanto participa de sustancia democrática (elecciones), es una entidad política aunque de esfera limitada, como hemos dicho.

Hemos afirmado que la Administración es una institución; veamos ahora cuáles son las notas definitorias de esta institución singular:


	
1.ª La Administración es un poder público, y cuando la Constitución habla de poderes del Estado (art. 1.2), comprende dentro del concepto a las Administraciones Públicas, Estatal, Autonómica y Local. 

	
2.ª Se trata de un poder público, como dice MEILÁN GIL, subordinado o vicarial que actúa no sólo sometido al Derecho, sino al Gobierno de la Nación, a los órganos de las CC.AA. y a los correspondientes de las Entidades Locales, aunque gozando, como hemos dicho, de una cierta autonomía. 

	
3.ª Ese poder vicarial sirve con objetividad los intereses generales (art. 103.1) que son fijados por la esfera política, haciéndolos realidad. 



Finalmente, esta institución está sometida a unos principios de organización y actuación fijados en la propia Constitución, principalmente en el art. 103 y en la legislación que le es de aplicación.
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«... avanzar de verdad en el desarrollo constitucional que se quedó en el rellano de las Comunidades Autónomas»

Pedro CASTRO  (1) 

I.  INTEGRACIÓN EUROPEA: EN BUSCA DE LA «GOBERNABILIDAD». HACIA LA DIMENSIÓN LOCAL DE LA POLÍTICA

Bien es conocido que, desde la entrada de España en la entonces CEE, nuestro sistema jurídico se basa en la «integración de los ordenamientos jurídicos europeo y estatal», así como de sus competencias (que no son más que el ámbito material del contexto jurídico-formal), pero en el momento actual debemos abordar un enfoque integrador si cabe mucho más amplio, y en el que estaría incluido el anterior, meramente jurídico. Entendemos que este enfoque amplio da la perspectiva necesaria para comprender el contexto real y causal del marco positivo vigente.

Que el «Derecho supraestatal» (que no «Derecho Internacional») deriva de la existencia de un marco político legítimo y también supraestatal es innegable a estas alturas del proceso de consolidación europea. Partimos por tanto de esta premisa básica. La integración política, por su parte, es un proceso real, in crescendo, y que debe permitir hacer compatible, en los estados europeos, los a priori contradictorios principios de soberanía nacional, descentralización (salvo algún pequeño estado no articulado territorialmente) e integración supranacional  (2) .

En este complejo contexto, el Estado debe saber comprender y asumir su nuevo rol, su papel de «uno más dentro del sistema», en el que comparte protagonismo con cada una de las demás «instancias» territoriales. Desde este enfoque encontramos en primer lugar la Comunidad Europea, la cual decide y define en la actualidad, desde sus instituciones  (3) , políticas tan variadas como prácticamente sectores de actuación tiene la Administración, y estas políticas van a descender lógicamente a los niveles administrativos inferiores (inferiores en el sentido de más próximos). En un nivel intermedio se hallan las Administraciones Estatal y Autonómica, que se relacionan en dos sentidos: «ascendente» y «descendente». En particular, el Estado es el responsable último ante las instancias europeas del cumplimiento de la normativa comunitaria en territorio nacional. Su misión es más de coordinación y negociación que de ejecución directa, y ahí su papel ha cambiado mucho.

Por último está la Administración Local, en particular los Ayuntamientos. Quizá contradictoriamente, la integración europea no les quita fuerza, sino que les legitima si cabe aún más para que actúen, y además para que lo hagan con cierta libertad. Si la Administración son los ciudadanos, la Administración municipal, cauce inmediato de participación de los mismos, con más motivo lo será, de modo que si lo que se pretende en la Europa actual es la participación de las Administraciones más «próximas» o «cercanas» en la generación de las políticas públicas europeas, debe fomentarse que los ciudadanos participen también a través de sus Ayuntamientos, de modo que su voz se oiga en Europa. Los ejemplos jurídicos más evidentes de esta tendencia son los principios de subsidiariedad; y los de proximidad, democracia, descentralización y participación, principios éstos enunciados en la Carta Europea de Autonomía Local del Consejo de Europa, texto importante y a la postre inspirador de las reformas del «Primer Pacto Local» en el año 1999.

En definitiva, podemos hablar de una «triple integración», que es política, económica y jurídica  (4) , sin perjuicio de que se podrían añadir «otras», que a nuestro entender estarían incluidas en las anteriores (monetaria, social...). Este proceso es una viva realidad, en evolución desde la Segunda Guerra Mundial y cuyas últimas consecuencias, al menos teóricas, podemos intuir: ¿unos Estados Unidos Europeos? Hay tantos detractores como partidarios de esta teoría. Piénsese que la idea clásica de estado (un Estado-Reino fuerte, activo, guerrero y soberano) se resiente mucho desde este planteamiento, y no digamos ya algunas ideas soberanistas de ámbito regional. Es posible que en algún estado no se refrende jamás la Constitución europea, ni siquiera con las continuas adaptaciones de su texto inicial, que tiene ya más de un lustro. Y ello es debido a que, a pesar de que realmente su contenido no es tan avanzado ni «comprometido», sí hay muchos que la identifican (con parte de razón) con un paso de gigante en este proceso de integración política tan «peligroso» para la soberanía de los Estados y para otras tendencias de ámbito territorial inferior.

Se trata, hablando de «soberanía» e «integración», de dos conceptos compatibles  (5) . Es ésta una afirmación más trascendente de lo que parece, y por eso hacemos nuestro el propósito de intentar demostrar este extremo.

No resulta fácil definir el término «gobernabilidad» (o «gobernanza»), y sin embargo es esencial. Por otra parte, ya hemos hablado de la «Administración Local» como administración del futuro, de acuerdo con el principio europeo de subsidiariedad. Pues bien, entendemos que estos dos conceptos, «gobernabilidad» o «gobernanza» y «subsidiariedad», se entremezclan en el contexto actual dando lugar a un nuevo término híbrido y en auge: el de «gobernanza local». Y este nuevo concepto está llamado a ser la base teórica de la nueva forma de gobernar (desde Europa directamente al ciudadano), el principio básico de la política del futuro. Una política que, valga la expresión, será «muy poco política». Pero vamos por partes.

El término «gobernanza» aparece a raíz del debate europeo sobre la gobernabilidad, viene precedido de una cuestión terminológica especialmente en lenguas distintas del inglés con el fin de traducir «governance»: en francés «gouvernance»; y en español «gobernanza» o «gobernabilidad». En cualquier caso, la gobernabilidad está sometida a un proceso de decantación conceptual en la Unión Europea; de hecho, en sus orígenes las Comunidades Europeas no son más que un intento por reconstruir las esperanzas de una mejor gobernabilidad de la Europa, en este caso la occidental, a través de un proyecto de integración. Como afirma ORDÓÑEZ SOLÍS  (6) , «las variantes terminológicas de la gobernabilidad son indicativas también de la dificultad para establecer un concepto preciso de este término político cuyos efectos son, asimismo, difíciles de concretar. Aunque tampoco hay duda de que la gobernabilidad se refiere al reparto del poder público y a la mejora de su ejercicio». La aplicación de este término en la Unión Europea nos plantea tres cuestiones básicas: la primera se refiere al significado preciso en el contexto europeo y a la conveniencia de una consagración expresa en los Tratados constitutivos; la segunda tiene que ver con el reparto del poder entre las autoridades nacionales y las instituciones comunitarias -y entre las propias instituciones comunitarias-; en fin, la tercera cuestión se refiere a las iniciativas que, fundadas en la gobernabilidad, procuran mejorar la actuación de las instituciones comunitarias  (7) .

Por todo ello, la gobernabilidad afecta no sólo a la transferencia y delimitación de poderes sino también, y muy especialmente, a la cooperación entre las autoridades nacionales y las instituciones comunitarias en el cumplimiento de las obligaciones comunitarias. Por tanto, la solidez y la eficacia de los aparatos estatales, en el ejercicio de sus funciones (normativas, administrativas y judiciales) y en la participación de sus distintas esferas de poder (Estado central, Regiones, Entes locales, etc.) constituye un elemento fundamental del ejercicio del poder en las Comunidades Europeas.

Por otra parte, un componente esencial del nuevo concepto de gobernabilidad es el de subsidiariedad  (8) , el cual se erige sin duda en uno de los grandes pilares del nuevo Gobierno Local. La «subsidiariedad» fue objeto de uno de los debates más interesantes que polarizó la adopción y la ratificación del Tratado de Maastricht. Posteriormente, los Tratados de Ámsterdam y Niza (y el nuevo texto constitucional propuesto) adoptaron un Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad que intenta codificar los acuerdos y las declaraciones institucionales adoptados en Maastricht. La formulación de la subsidiariedad se refiere fundamentalmente, como hemos visto, al reparto de competencias entre la Comunidad Europea y los Estados miembros, especialmente cuando se trata de competencias concurrentes; aunque también ha sido frecuente invocar la subsidiariedad en relación con la aplicación del Derecho europeo por los Estados miembros. La aplicación de la subsidiariedad es una tarea difícil y en algunos casos concretos la inexperiencia o ineptitud de los niveles inferiores propician que la formulación del principio sea meramente teórica, sin efectos en la práctica, o que se empiece a invocar la «subsidiariedad hacia arriba».

La discusión europea sobre la gobernabilidad ha sido alentada y dirigida por la Comisión Europea y ha sido abordada por las demás instituciones y órganos de la Unión Europea. Del debate sobre la gobernabilidad en Europa podrían destacarse dos conclusiones: en primer lugar no existe un concepto único de gobernabilidad, sino que resulta una coartada para polemizar sobre el funcionamiento de la Unión Europea e incluso sobre las tareas que debe cumplir la Unión Europea; y, en segundo lugar, no parece que este principio, a diferencia del de subsidiariedad, termine consagrado en un texto normativo europeo, sea de rango constitucional o de Derecho derivado. Por otra parte, no parece indispensable la consagración expresa de un pretendido «principio de la gobernabilidad» en los Tratados comunitarios. En primer lugar, esta tarea sería realmente delicada en tanto que la gobernabilidad no es algo sustantivo sino que es meramente procedimental o instrumental. Además, la gobernabilidad deriva del poder conferido por el ordenamiento jurídico y ejercido de acuerdo con criterios específicos como el de subsidiariedad, transparencia, proximidad al ciudadano, etc., principios que ya fueron consagrados por los Tratados de Maastricht y de Ámsterdam. No obstante, podría entenderse que el principio de buena gestión financiera es una formulación expresa y concreta de la gobernabilidad. La «buena gestión financiera» es un principio proclamado por el Tratado, que ha sido objeto de una primorosa elaboración por el Tribunal de Cuentas comunitario y que ha tenido beneficiosas consecuencias para la adecuada gestión de las finanzas de la Unión Europea, encomendada tanto a la Comisión Europea como a las autoridades nacionales.

Por otra parte, dado que el enfoque político-territorial que se plantea es el de la integración, el cual supone, en esencia, una dispersión de las fronteras, parece poco realista (y artificial) el realzamiento de algunas de éstas, sobre todo las que no han existido nunca. La evolución territorial, uno de los temas principales del presente trabajo, no lleva (no debe llevar) precisamente a la construcción de otra muralla china, o de otro/s «muro/s de la vergüenza». Más bien al contrario...

Y es que ahora que las Comunidades Autónomas han alcanzado (legítimamente) su techo competencial, éstas deben, en lugar de jugar al tenis de mesa contra el Estado con la raqueta del nacionalismo, descentralizar de nuevo. El constituyente obligaba al Estado a descentralizar (art. 137) mediante un precepto que declara que el mismo se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas. Además, todas estas entidades (no sólo una de ellas) gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. ¿Por qué, pues, se ha descentralizado solamente en una dirección? Como afirmaba CASTELAO RODRÍGUEZ  (9) :


«Es, pues, la hora de las decisiones descentralizadoras en el ámbito de las CC.AA. El Gobierno puede impulsar políticamente un proceso como el citado, pero serán los partidos políticos mismos a través de su presencia en las instituciones autonómicas los que protagonizarán, en un sentido o en otro, el proceso. Ya se han oído afirmaciones de responsables políticos, incluso, en el sentido de que la llamada segunda descentralización es un ataque a las CC.AA.

Mal comienzo, en cuanto significan el desconocimiento de la doctrina del Tribunal Constitucional que ha reconocido reiteradamente la posibilidad de que el Estado delegue competencias en los Entes Locales. El art. 137 CE, que describe la estructura territorial del Estado, reconoce la autonomía local directamente y desde el mismo texto constitucional.

De la sincera obediencia del mandato constitucional del art. 103.1 CE que obliga a todas las Administraciones públicas a servir, entre otros principios, el de descentralización, se puede concluir que es legítima la reivindicación descentralizadora de las CC.AA. frente al Estado y que debe considerarse igualmente legítima la reivindicación descentralizadora de los Entes Locales frente a las CC.AA. Una actitud contraria por parte de quien la mantuviera, merecería la consideración de deslealtad constitucional».



Esta «segunda descentralización» es sumamente natural, pues se basa en un proceso lógico de evolución  (10)  descentralizadora apoyado jurídicamente en principios constitucionales tan importantes como los de autonomía local, descentralización (ambos de la Constitución Española) o subsidiariedad (del Tratado).

Por otro lado, el paso siguiente a la descentralización de segundo grado es la despolitización de las decisiones, afirmación ésta que conviene precisar. En efecto, el incremento de las competencias locales debe conllevar implícito, como consecuencia anexa, un aumento de poder político en el sentido de que las competencias, para que se entiendan realmente transferidas, deben acompañarse de amplios poderes de decisión sobre las mismas, porque de lo contrario estaríamos delegando meras «competencias de ejecución», sin ningún margen de discrecionalidad política, y como hemos visto esta etapa debe entenderse superada. «Debe» o cuanto menos «debería», si es que queremos seguir desarrollando la Constitución (respecto a esa «cara B» del principio de descentralización territorial, llamada Administración Local). Desde este punto de vista resulta claro que el poder político de las Administraciones Locales (sobre todo municipales) está llamado a aumentar, lo cual es estrictamente cierto. Los Alcaldes del futuro, sin perjuicio de los adecuados mecanismos de control, serán «gestores públicos» importantes, decisores y decisivos, y gozarán, dentro de las directrices europeas, nacionales y autonómicas, de un amplio margen decisorio y aplicativo. No obstante este planteamiento parece contrario al de la aludida «despolitización», y sin embargo no lo es. Lo cierto es que, en efecto, las decisiones locales (derivadas de las facultades decisorias transferidas de forma inherente y simultánea a las nuevas competencias) serán cada vez más «políticas», y ello porque aquí el término «poder político» equivale a «poder de decisión» (decisión política), y además la autonomía municipal, según hemos defendido, es una «autonomía política» (en contraposición a la clásica y superada «autarquía administrativa»). Pero, quizá contradictoriamente, cabe afirmar que estas «decisiones políticas» irán perdiendo paulatinamente el enfoque partidista de la política clásica, ya que una cosa es que las decisiones locales sean «políticas» y otra bien distinta es que tengan «color político». Dicho de otro modo: este aludido «gestor público» que es al Alcalde, el cual pertenecerá (o no), a un partido nacional, defenderá una gestión municipal propia (su gestión municipal), tendente a mejorar, según su criterio, las condiciones sociales, urbanísticas, socioculturales, etc., de los ciudadanos de su municipio. Se puede argumentar en contra de este planteamiento, por ejemplo con las preguntas: ¿Qué político es independiente? ¿Realmente un Alcalde va a aplicar una «política personal» por encima de las directrices de partido? Bueno -podríamos responder-, mientras gane elecciones seguro que al «partido» le parece bien... En todo caso es cierto que se suelen mantener ciertas tendencias (calificables, según la terminología clásica que tratamos de superar, como «de izquierdas» o «de derechas») que los partidos nacionales pueden presionar, y que incluso se puede afirmar que tras cualquier decisión subyace una ideología; pero ahí es donde se erige esa figura fuerte y autónoma (e incluso independiente, hasta el punto que él quiera o le dejen), que goza de una legitimidad democrática  (11)  que avala su autoridad. Opinamos que los Alcaldes son los políticos del futuro, y que se deben a su pueblo mucho más que a su partido. Pueden y deben tomar decisiones, miles de ellas, y deben hacerlo con el convencimiento de que deciden en cada caso lo mejor para el municipio, y este planteamiento es independiente e incluso incompatible con el partidismo. Quizá planteamos un contexto demasiado idílico, basado en la auténtica «vocación de servicio público», algo que por desgracia muy pocas veces se ve; sin embargo, la Administración sirve a los intereses generales, no particulares, y lo hace (al menos debería) de una manera objetiva e imparcial. Pues bien: la imparcialidad es, por naturaleza, objetiva, y la objetividad es, por definición, apolítica  (12) .

Por otro lado, junto con «gobernabilidad» hablábamos de «subsidiariedad». Este segundo principio, íntimamente relacionado con el anterior, vuelve a tener como protagonista a la Administración Local. Sin duda, si hay algo que caracteriza o puede caracterizar la política local (además de la referida y conveniente «despolitización de las decisiones»), es la teórica ausencia total del componente nacionalista, no en el sentido de que los Gobiernos Locales no estén integrados por partidos nacionalistas, ya que obviamente lo están, y no nada hay que decir en contra de ello si la democracia así lo dicta, sino en el sentido de que no existe un verdadero nacionalismo de origen o componente local. La «localización» territorial del mismo es, cuanto menos, regional. Consideramos el nacionalismo, en cualquiera de sus manifestaciones formales o territoriales, como una barrera  (13)  para la «buena gestión», para el modelo de gestión europeo. Piénsese que si ponemos el acento -como pensamos que corresponde- en las Administraciones europea y municipal, nos estamos moviendo «por encima» y «por debajo» del nacionalismo, con lo cual lo obviamos. Si los entes estatales y autonómicos (meros coordinadores entre las instancias europeas y locales, administraciones del futuro) son los únicos susceptibles, por su naturaleza geográfica y jurídica, de «inspirar» el nacionalismo, éste aparece a corto-medio plazo como una tendencia jurídicamente obsoleta, que en este sentido se debe reconducir o, directamente, desaparecer  (14) . Sin embargo, a nivel psico-político-social, no nos atrevemos a opinar; ya lo hace -legítimamente- cada ciudadano.

II.  MODERNIZACIÓN FRENTE A CRISIS

1.  Una crisis agravada, pero no tan reciente para el ámbito local

Sin perjuicio de lo expuesto en el epígrafe anterior, no podemos hablar de subsidiariedad, segunda descentralización y nuevas competencias sin añadir una última reflexión: la económica.

Hablando claramente, opinamos que el citado «techo autonómico» se ha alcanzado para todas las CC.AA. -aunque muy probablemente no lo haya hecho en condiciones de igualdad, dejando en entredicho los arts. 14 y 139.1 de la Constitución-, y lo ha hecho dentro (y en algunos casos no tan «dentro») de las posibilidades máximas que ofrecía la Constitución. A partir de ahí, si se reforma la Constitución, se pueden modificar (entre otros preceptos, entre los cuales esperemos que no se halle el 2) los arts. 148 y 149, estableciendo un nuevo orden constitucional de distribución de competencias, y expresando un nuevo catálogo de éstas en el que algunas de ellas, extraídas fundamentalmente del cada vez más estirado art. 149, pertenezcan o puedan pertenecer a las CC.AA. Pero, realmente, ¿es esto necesario? Obviamente, el art. 156 seguiría disponiendo que «las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los españoles» (¿acaso eliminando a partir de «con arreglo»?), por lo que a más competencias se exigiría mayor financiación, a ser posible propia, por el principio de autonomía financiera. Bien. Que conste que este principio nos gusta, pero en todas sus manifestaciones. Por eso proponemos un modelo territorial, competencial y financiero, basado en las reflexiones del epígrafe anterior:

Ahora mismo, con «Constitución europea» o sin «Constitución europea», no se puede ignorar el hecho irrefutable de que la mayor parte de las competencias pertenecen, en todo o en parte, a la Comunidad Europea. Las Comunidades Autónomas y los partidos «autonomistas» pueden presionar políticamente al Estado, hasta límites insospechados, para asumir una mayor autonomía competencial, pero con la Comunidad Europea lo tendrán mucho más difícil. Hablábamos de «exprimir» aún más el art. 149 (no estamos seguros de que eso sea posible), pero acto seguido siempre aparecerá, muy próximo, el límite europeo. El art. 3 del Tratado Constitutivo  (15)  (esa norma que forma parte del «Bloque de constitucionalidad») no viene precisamente ligero de contenido, y se caracteriza, entre otras cosas, porque todos los Estados miembros lo tienen que asumir. El Estado es y seguirá siendo el Estado. En un contexto lógico de integración supranacional no puede ser nada más, y en un contexto impropio de presiones (más o menos legítimas) descentralizadoras no puede ser nada menos. Desde este planteamiento, si las fronteras del nuevo-viejo Estado están claras, las del primer ente territorial «hacia abajo», las CC.AA., también deberían estarlo. Defendemos la vigencia de la Constitución, con su texto actual (al menos en la materia de la organización territorial del Estado). El grado de descentralización que propone dicho texto es el adecuado y el paso del tiempo no lo ha dejado obsoleto, ya que las constituciones, entre otros caracteres, tienen vocación de permanencia. El texto de 1978 fue muy previsor en este aspecto, y por eso sigue siendo, treinta y tantos años después, más que válido. Por otro lado, el hecho de que todas las CC.AA. asuman, de un modo que debería ser homogéneo, todas las competencias posibles (no las imposibles, por cierto), las equipara, lo cual es coherente con los principios de igualdad y solidaridad. Una vez finalizado este proceso (en nuestra opinión ya lo ha hecho), procederá iniciar uno nuevo, más moderno y más coherente con la realidad europea jurídica, política y, sobre todo, social (y también mucho «más bonito», si se permite la expresión), que no es otro que el que hemos dado en llamar la «segunda descentralización». En efecto, las nuevas competencias que asuman, propias o impropias (por exigencia legal o social), los Municipios, deben provenir de quien ahora ostenta las competencias de tipo práctico (no las directrices), es decir, de las CC.AA. Pero no sólo eso: el principio de autonomía-suficiencia financiera debe seguir imperando. Porque si nos «gustaba» el art. 156 de la Constitución, nos tiene que agradar también el art. 142, su homólogo para la Administración Local. Lo que sería contradictorio es defender el primero y obviar el segundo, pues no establecen sino el mismo postulado para dos sujetos distintos, a los cuales igualmente pertenecemos (¿Acaso «somos más» de nuestra comunidad autónoma que de nuestro pueblo? ¿Somos vecinos o ciudadanos? Yo diría que las dos cosas). De este modo, si los medios financieros soporte de aquellas competencias pertenecen, también, a las CC.AA., deben derivarse asimismo hacia la Administración Local, porque mayor descentralización supone obviamente mucho más gasto y mayor necesidad de suficiencia financiera. Y de acuerdo con el significado real que sabemos que tiene este principio, dichos medios financieros deben consistir en recursos propios más que en subvenciones, de forma que se asignen libremente los recursos a los gastos. En resumen, la descentralización CC.AA.-EE.LL. supondrá por primera vez la atribución a las segundas de competencias genéricas sobre determinadas materias más allá de la mera prestación de servicios públicos. Por una regla de tres simple, las competencias genéricas requieren recursos de financiación genéricos y en ningún caso subvenciones de carácter finalista. En otras palabras, la autonomía-suficiencia financiera deriva de la autonomía local y comprende tanto la potestad tributaria como la presupuestaria. Sólo cuando se tenga la facultad de programar-presupuestar los gastos se podrá hablar de verdadera autonomía financiera, y por extensión de un auténtico «Gobierno Local», mas en el momento presente, los arts. 142 de la Constitución y 9 de la Carta Europea de Autonomía Local son poco más que manchas de tinta sobre un papel.

Por otra parte, la famosa crisis económica mundial data oficialmente de mediados-finales de 2007  (16) , pero en el ámbito de la Administración Local española viene, como hemos visto, de mucho más atrás, por lo que, el contexto económico actual, tiene el efecto (devastador) de agravar una situación de crisis financiera preexistente:


«La evolución de la situación económica y su impacto en la economía española están ocasionando retrasos en el pago de las obligaciones contraídas por las Entidades Locales, con el consiguiente efecto negativo sobre la liquidez de las empresas, en especial las pequeñas y medianas y los autónomos. Por otra parte, son conocidas las dificultades actuales de acceso al crédito que están dificultando, cuando no imposibilitando, el descuento bancario de esos créditos, sobre todo por las PYMES y autónomos» (exposición de motivos del Real Decreto-Ley 5/2009, de 24 de abril, de medidas extraordinarias y urgentes para facilitar a las Entidades Locales el saneamiento de deudas pendientes de pago con empresas y autónomos).

Y es que, ya antes del contexto actual de incremento de competencias impropias, el sistema financiero-competencial de los municipios estaba claramente desequilibrado. Como afirmamos en su momento  (17) , «la propia ley impone a los municipios la prestación de un buen número de servicios públicos (arts. 25 y 26 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local) y entre los derechos de los ciudadanos se encuentra el de acceso a estos servicios públicos de carácter municipal (art. 18.1 LBRL, que también menciona los de información y participación, a los que más adelante nos referiremos). El problema es que, como denunciamos siempre los localistas, el aumento de servicios no se suele traducir en un aumento de recursos financieros. En este sentido, la reciente reforma de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales constituye sin duda un paso atrás. Si los ingresos de las EE.LL. se van a basar principalmente en la participación en los tributos del Estado, se vulnera el principio de "corresponsabilidad fiscal", tan utilizado cuando se habla de financiación autonómica y un tanto olvidado en el ámbito de las Haciendas Locales. Si la buena gestión de los servicios no va a guardar ninguna relación con el importe de esa participación, no se fomenta la gestión eficiente».



Pero ahora es mucho peor, porque la crisis global hace bueno el famoso refrán de «a perro flaco todo son pulgas». En respuesta a esa «crisis agravada», en los últimos meses han proliferado las medidas para reavivar la economía local, como el citado Real Decreto-Ley 5/2009, de 24 de abril, y antes:


	
- El Real Decreto-Ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crean un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para la Dinamización de la Economía y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación. Ambos fondos se financian con deuda pública, y conllevan la aprobación de créditos extraordinarios por un total de 11.000 millones de euros con cargo al Presupuesto de 2008, de los cuales 8.000 millones corresponden al primero de estos fondos y los restantes 3.000 millones, al segundo. 

	
- Los Planes autonómicos análogos, como el Decreto-ley 1/2009, de 20 de febrero, del Consell, por el que se constituyen y dotan tres planes especiales de apoyo destinados al impulso de los sectores productivos, el empleo y la inversión productiva en municipios, y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación; y el Decreto-Ley 2/2008, de 9 de diciembre, por el que se aprueba el Programa de Transición al Empleo de la Junta de Andalucía (PROTEJA). 

	
- La Ley 9/2009, de 30 de junio, de política industrial (Ley autonómica catalana)  (18) . Tiene por objeto establecer el marco normativo de la actuación pública relativa a la actividad de las industrias y los servicios dirigidos a la producción, en el ámbito de las competencias que el Estatuto de autonomía atribuye a la Generalidad, y se aplica a las actividades de la Administración de la Generalidad con incidencia sobre las empresas y los establecimientos que desarrollan en el ámbito no financiero actividades industriales o de servicios dirigidos a la producción en Cataluña. Además, «Los objetivos, principios y finalidades de la presente Ley también son aplicables a la actividad de los entes locales de Cataluña en materia de apoyo a la empresa, con pleno respeto a la autonomía local y a sus competencias y potestades de autoorganización» (arts. 1 y 4 de la Ley 9/2009). 



Podría citar algunas más, si bien a juicio de quien suscribe -quizá a excepción de la última referencia legal- se trata de medidas políticas (más que económicas) muy concretas, de creación de empleo temporal a través de contratos de obras públicas locales y de aumento de la deuda para sufragar el remanente de tesorería (entendemos que «negativo») y pagar las «facturas del cajón». Menos es nada, pero en el mejor de los casos dichas medidas tendrán efecto a medio plazo, y tenemos la sensación de que nos están dando peces, y no cañas para pescar, pero ante la clásica tesitura de «o lo tomas o lo dejas», los Ayuntamientos desde luego lo tomamos. En cualquier caso estamos seguros de que la crisis financiera municipal no se va a solucionar por esta vía de las medidas ad hoc.

2.  Modernización como instrumento del principio de eficiencia  (19) 

En nuestra modesta opinión, la solución a la crisis financiera local se debe basar en dos elementos o caracteres que precisamente no encontramos en las medidas mencionadas en las líneas anteriores: debe ser un proceso interno y a largo plazo. También a nuestro juicio, ese proceso no es otro que el de la modernización (en su sentido más amplio), al cual nos vamos a referir en las próximas líneas y, a mayor abundamiento, a lo largo de toda esta obra. Tal proceso es, además de necesario por legítimo (la sociedad lo exige), el principal instrumento existente en la actualidad al servicio del principio de eficiencia. Pensamos que es inviable dejar de cumplir los objetivos (equivaldría a dar la espalda a la actividad de servicio público y al creciente número de competencias «impropias») y que por desgracia es impensable actualmente aumentar los ingresos (a pesar del FEIL, de los Planes de saneamiento y de las subvenciones, mecanismos financieros que sólo satisfacen «medio» art. 142 de la Constitución), cosa que únicamente se lograría a través de una verdadera «fiscalidad local». Ahora bien, lo que en ningún caso es imposible, ni siquiera excesivamente complejo, es disminuir racionalmente el gasto. Resulta factible a través de una moderna y eficiente gestión municipal.

La Constitución comenzó recogiendo el principio de eficacia, mas la legislación, primero administrativa-presupuestaria y después administrativa general, ha venido incorporando paulatinamente el principio de eficiencia (20) . Ello es debido al momento actual en el que la evolución de nuestro explotado Estado de Bienestar se halla. Como ya afirmamos, «el "Estado Social" se debe someter al principio de eficiencia y no permitir que la consecución de los objetivos justifique un despilfarro de recursos». A mayor abundamiento, «los objetivos no pueden dejar de cumplirse, pero es preciso "racionalizar" los recursos públicos. La adaptación a los nuevos tiempos exige quizá ciertos niveles de gasto inmediato, pero por un lado la amortización es inmediata y el ahorro futuro incalculable»  (21) .

Explicado el principio de eficiencia, podemos intentar definir el aludido término (instrumental y complementario) «modernización». Sin duda se trata de un concepto multidisciplinar (en absoluto se trata únicamente de una «modernización tecnológica») y que por tanto aúna varias vertientes, no necesariamente homogéneas pero ligadas por el hilo conductor, precisamente, de la gestión (local) eficiente. De forma no exhaustiva podemos referir como líneas maestras las siguientes:


	
- Optar por las fórmulas más idóneas de organización interna y de integración supralocal de la Entidad en la prestación de los servicios públicos. 

	
- Incorporar las nuevas tecnologías a la clásica burocracia del procedimiento administrativo. 

	
- Organizar de forma óptima los recursos humanos existentes, amén de planificar los futuros. 

	
- Arbitrar los medios de participación ciudadana que la evolución del principio democrático reclama. 

	
- Llevar a cabo una eficiente gestión económico-financiera, racional y planificada. 

	
- Gestionar de forma responsable las extensas competencias urbanísticas y medioambientales de los Municipios a través de la búsqueda de un «modelo de ciudad sostenible». 



Y ello no es más que su contenido, ya que estamos con Juan Pedro GARCÍA GARCÍA cuando, a propósito de su ponencia sobre el «Plan de modernización del ayuntamiento de Arona», aporta la óptica de la modernización como proceso de adaptación al entorno:


«El diccionario define el término modernización como la acción de modernizar, y modernizar como transformar según las costumbres y gustos actuales. Exportando el concepto anterior al ámbito de la gestión pública local que nos ocupa, podemos definir la modernización como las transformaciones que hay que realizar para dar una respuesta adecuada a la evolución del entorno y los problemas por él planteados...  (22) 

Así pues, cuando se utiliza el término modernización se considerará desde esa triple dimensión:

1. La modernización se concibe como proceso, y como tal la organización ha de disponer de unos medios específicos.

2. La modernización como capacidad de la organización de adaptación al entorno, que debería quedar garantizada por los medios señalados en el apartado anterior.

3. La modernización como proceso iniciado y mantenido desde dentro de la propia organización, al margen de contar o no con apoyo externo.»



En las próximas líneas vamos a intentar plasmar de forma aproximada nuestra propia idea de tal gestión (centrada en tres aspectos, a los que habría que añadir otros contenidos importantes, como la participación ciudadana, la gestión económica y el urbanismo sostenible, los cuales no obstante se abordarán en profundidad a lo largo de la presente obra), y lo haremos en este momento a modo de artículo de opinión, no doctrinal, por lo que en esta ocasión prescindiremos de los aspectos más técnicos y de demasiadas referencias legales expresas (las cuales por otra parte son fáciles de ubicar).

En definitiva, al servicio de este principio de eficiencia, y en relación a la crisis de las Haciendas Locales, nos referiremos a tres de los instrumentos fundamentales para tal fin, pilares de la cultura de la «modernización administrativa»:


	
1. Elección del modelo organizativo idóneo para la gestión de los servicios públicos. 

	
2. Implementación de las nuevas tecnologías. 

	
3. Racionalización en materia de recursos humanos. 



2.1.  Organización racional de la entidad  (23) 

Hemos apuntado más arriba que resulta inviable, además de ilegal, dejar de prestar los servicios públicos «obligatorios». Para más inri -negarlo equivale a no conocer a nivel práctico la problemática local-, todos sabemos que dichos servicios son unos cuantos más de los que cita el art. 26 LBRL. Desde aquella necesaria «receptividad» con la ciudadanía, el principio democrático nos dice que los servicios municipales son todos aquellos que, legítimamente, reclama el ciudadano. Es lo que llamamos «competencias impropias».

Desde este planteamiento, el techo -alcanzado y sobrepasado- del Estado de Bienestar exige la imaginación de nuevas (o viejas) fórmulas organizativas que coadyuven a tal fin, sobre todo cuando el dinero escasea. Por tanto, a falta de recursos (no sólo económicos, sino también organizativos) propios, abogamos por la «comarcalización» municipal. Entiéndase el término como comprensivo de cualquier instrumento asociacionista de los que aparecen en las normas (no sólo Comarcas, sino también Mancomunidades de Municipios, Áreas Metropolitanas y otras asociaciones constituidas al amparo del art. 10 de la Carta Europea de Autonomía Local).

No es el momento de estudiar a fondo el entramado económico de las asociaciones de municipios: aportaciones municipales, recursos propios..., pero sí referiremos que resulta sencillo de comprender que este tipo de gestión asociada reduce -en algunos casos notablemente- el coste de los servicios que asume como propios la Entidad asociativa (nos referimos al coste de repercusión sobre el presupuesto de cada Entidad, no al coste global del servicio). En todos los casos, los Municipios asociados de mayor población realizan aportaciones superiores al resto, y como precisamente dichos Municipios «mayores» disponen a su vez de mayores recursos, el referido coste de repercusión es menor para los «menores», y en todo caso proporcional. Además, la Entidad asociativa puede, como cualquier otra Entidad Local, gestionar los servicios que tiene asumidos como propios mediante cualquier modalidad de gestión indirecta, en los términos de la Ley de Contratos del Sector Público.

Y como perteneciente a este apartado, enlazando con la última frase del párrafo anterior, añadimos una última reflexión: independientemente de la integración supramunicipal, corresponde a nivel interno al Ayuntamiento decidir sobre la forma y la fórmula de prestación de los servicios públicos municipales. Desde estas líneas, no nos decantamos genéricamente ni por la gestión directa ni por la indirecta, sino que entendemos que se debe hacer un estudio global ad hoc, jurídico, económico y técnico del servicio, para ubicarlo en la fórmula per natura más adecuada. Se abre así un abanico de posibilidades dentro del cual podríamos decantarnos del mismo modo por una concesión de obra pública que, por ejemplo, por la constitución de una sociedad mercantil íntegramente de capital público (siempre que en este último caso no se «huya» del Derecho administrativo). En este sentido, en nuestra opinión se avanza hacia la llamada colaboración público-privada a través de fórmulas como el nuevo contrato típico regulado en el art. 11 LCSP. Por último, cabe recordar que el concepto clásico de «servicio público» se halla en crisis desde hace ya bastantes años, sobre todo porque tiene mal encaje en el libre mercado europeo. Por eso la Administración tiene que entender que «no pasa nada» si deja actuar al sector privado en aquellos servicios que no constituyen su responsabilidad directa. Como ya afirmamos  (24) , «en el Derecho de la Comunidad Europea -que aboga por el rechazo del clásico service public y en favor del abstencionismo intervencionista de la Administración en el Libre Mercado, así como el abandono, salvo excepciones, de su posición privilegiada- no existe dicho concepto  (25)  (ahora ya sí, absolutamente en crisis)... Pero sí "otros", tales como "servicio de interés económico general", "servicio universal" y "obligaciones de servicio público"».

2.2.  Implementación de las nuevas tecnologías  (26) 

Poco se puede cuestionar hoy día la afirmación de que la implantación de la Administración electrónica supone un ahorro manifiesto en burocracia y dinero. A ninguna persona que leyera la exposición de motivos de la LRJPAC hace ya más de 17 años puede coger desprevenida este aspecto de la modernización. Ahora mismo cabe admitir que, a pesar de que sigue pareciéndonos ambigua y contradictoria, la D.F. 3.ª párr. 4.º de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos  (27) , no creemos posible que ni siquiera los «pequeños municipios» se amparen en la poco afortunada cláusula: «siempre que lo permitan sus disponibilidades presupuestarias», alegando que dichas «disponibilidades», unidas a las (en este caso bien halladas) aportaciones de la Diputación, de la Comunidad Autónoma y del Estado, son insuficientes para prestar los servicios electrónicos a los que se refiere la citada Ley, articulados además a modo de «derechos» de los ciudadanos.

En todo caso se trata de proyectos de inversión que, más ya por conveniencia que por obligación legal, suponen un ahorro notable y progresivo a corto, medio y largo plazo. Un ejemplo: la tramitación virtual de los expedientes supone un ahorro en folios, en tinta de impresora, en correo ordinario y servicio de mensajería, amén de ahorrar también un montón de trabajo y tiempo (el cual, como bien apunta el tópico, «es dinero»)... Una pregunta para los Secretarios que esto lean: ¿Cuánto tiempo pierden (esa es la palabra) ustedes al día en «firmar»? Ese tiempo lo emplearíamos, de un mejor modo, en otros quehaceres menos rudimentarios.

Cuando los servicios electrónicos se implementen en muchos Ayuntamientos «antes de» o el 31 de diciembre de 2009 (mal día nochevieja, ¿no?), y en otros (no mucho) más tarde, veremos cómo el «sistema» tiene una magnífica acogida, porque ya la está teniendo. Los usuarios de dicho sistema pueden ser un 10% ahora mismo, y desde luego se debe dar la posibilidad al ciudadano de dirigirse a la Administración por el sistema tradicional, pero... ¿Y en 2015? ¿Y en 2020? En estos años el porcentaje será del 90%. Y para quienes juzguen este planteamiento de demasiado futurista, simplemente les recuerdo que estamos concluyendo la primera década del siglo XXI (dato cronológico que por lo visto a veces se olvida), y que los usuarios más habituales de Internet, actualmente las personas de entre 15 y 40 años, en 2018 tendrán entre 25 y 50 años, a los cuales habrá que añadir por supuesto a los menores de 25 y, por una suerte de vis atractiva del proceso, a muchos de los mayores de 50; incluyendo en todas las franjas de edad a personas de cualquier sexo y casi cualquier condición social.

Afortunadamente la legislación administrativa, desde todos sus niveles territoriales, ya refleja a nivel jurídico todas estas posibilidades. Aún sería mucho mejor si reflejaran, además, los medios. Pero los medios ya se están arbitrando... Y como complemento de la Ley 11/2007, otras muchas. La Ley de Contratos del Sector Público incorpora definitivamente la llamada «contratación electrónica». Ya se ha acotado el término «e-contratación» en paralelo al de «e-Administración». Me remito a la «pestaña» de cualquier web municipal llamada (por la Ley) «perfil de contratante». Figuras como la subasta electrónica, o los llamados «sistemas de racionalización técnica de la contratación», apuntan muy mucho en la línea del principio de eficiencia. Buena cosa es, por tanto, la aplicación de las nuevas tecnologías. Mas no se trata de un proceso voluntario sino impuesto por la Ley... y por la sociedad.

2.3.  Racionalización de los recursos humanos de la entidad  (28) 

Partimos de la estudiada «organización racional de la Entidad». Aquella misma voluntad racionalizadora, trasladada a los recursos humanos (RRHH) de la Entidad, se articula a través del mecanismo de la planificación, que al igual que en los casos anteriores aparece como instrumento al servicio del principio de eficiencia.

De forma concreta, la Planificación de Recursos Humanos (PRH) es una técnica importada de la gestión empresarial privada. Su aparición data de los años setenta, y se implantó progresivamente en las empresas privadas y, más adelante, públicas. Según B. H. WHITE, PRH se define como la «anticipación de la futura organización de la empresa, teniendo en cuenta los factores que influyen en el entorno, con el fin de orientar las decisiones en materia de personal, en base a esa evolución externa». Por último, indicar que la PRH se incardina dentro de la llamada Planificación estratégica integral, respecto de la cual serían un aspecto más a tener en cuenta.

Sería interesante -pero no factible al 100%, por el sometimiento de la Administración al Derecho administrativo- poder utilizar mecanismos de racionalización propios o al menos análogos a los de las empresas privadas, las cuales sólo buscan precisamente la eficiencia. Se puede afirmar que las Administraciones Públicas, en especial la local y en concreto el municipio, son (con los oportunos matices constitucionales y legales) grandes empresas prestadoras de servicios, y así lo entiende la Comunidad Europea, que aboga por conceptos diferentes del de «servicio público», como el de de «servicio de interés económico general». Cierto es que en el fondo dichos servicios aún pueden ser calificados como «servicios públicos» en el sentido clásico (sin perjuicio de Europa, de la crisis del concepto y de la privatización), cierto que son servicios obligatorios (porque los impone la Ley de Bases de Régimen Local en sus arts. 25 y 26), pero son «servicios» en definitiva, y para prestar servicios eficientes se precisa de una estructura y gestión de personal eficiente (y, en el supuesto idílico, de profesionales eficientes). Inequívocamente, el art. 69 del EBEP señala:

«La planificación de los recursos humanos en las Administraciones Públicas tendrá como objetivo contribuir a la consecución de la eficacia en la prestación de los servicios y de la eficiencia en la utilización de los recursos económicos disponibles mediante la dimensión adecuada de sus efectivos, su mejor distribución, formación, promoción profesional y movilidad».


Dada por tanto la necesidad de aplicar los mecanismos propicios para llevar a cabo la PRH, debemos referir aquellos que, estando ya regulados por el ordenamiento jurídico, puedan servir a tal finalidad, ya que, como hemos apuntado, no es posible importar los instrumentos empresariales en estado puro. En este sentido, los instrumentos de organización de la Función Pública Local de que disponemos son los regulados en los arts. 69 y ss. LEBEP, 90 y 91 de la LBRL y 126 a 128 del TRRL. Todos conocemos y trabajamos desde hace tiempo con instrumentos clásicos de racionalización de RRHH tales como Plantillas, Relaciones de puestos de trabajo (RPT), Registros de Personal, Ofertas de Empleo Público (OEP), Planes de Empleo y la movilidad de funcionarios de otras Administraciones Públicas.

Tal y como se ha indicado, a las anteriores cuestiones organizativas y tecnológicas cabría añadir los enfoques presupuestario, medioambiental y de participación ciudadana. Todos ellos como elementos integrantes de un concepto tan amplio como el de modernización administrativa, verdadero tronco de un árbol que tiene tantas ramas como vertientes (de organización y de actuación) una Administración Pública, en nuestro caso concretamente la municipal. Desde este enfoque amplio y multidisciplinar, siguiendo a GONZÁLEZ-HABA GUISADO  (29)  -quien a su vez analiza la obra Estudios para la reforma de la Administración Pública (30) -, las premisas de tal modernización se pueden sintetizar en diez propuestas:


	1.ª Propuesta: Necesidad de la gran reforma

	2.ª Propuesta: El ciudadano no es un cliente.

	3.ª Propuesta: Hacia una Administración Pública más y mejor conocida

	4.ª Propuesta: Revisión del sistema de recursos administrativos.

	5.ª Propuesta: Clarificación de la responsabilidad del contratista.

	6.ª Propuesta: Potenciación de la autonomía local.

	7.ª Propuesta: Un desarrollo progresivo de la Administración Local.

	8.ª Propuesta: Moderar los poderes normativos de la Administración.

	9.ª Propuesta: Hacia un nuevo régimen jurídico de los empleados públicos.

	10.ª Propuesta. Rentabilizar las nuevas tecnologías.



III. CONCLUSIÓN

Por nuestra parte aceptamos tales premisas como válidas, aunque bien podría opinarse que algunas de ellas sobran y, sobre todo, que otras faltan. Como señala el propio GONZÁLEZ-HABA GUISADO, «nos hemos limitado a seleccionar algunas propuestas que, en nuestra opinión, son de las más llamativas de una publicación que, en su conjunto, no parece que sea un documento lo suficientemente maduro y pensado como para servir de punto de partida para la reforma que se pretende. Quédese, pues, el libro comentado en un texto confeccionado por unos expertos que, con mayor o menor acierto, inciden en algunas de las cuestiones que son núcleo y esencia de toda modernización administrativa, mientras quedan marginadas otras (por ejemplo, procedimiento administrativo, gestión económica y presupuestaria, la permanencia indefinida del funcionario, etc.). Por nuestra parte, llegamos a la decepcionante conclusión de que habrá que esperar otra oportunidad para que, de verdad, desde posiciones doctrinales y pragmáticas más firmes y mejor elaboradas, se inicie de una vez por todas eso que antes llamaban reforma, y ahora modernización, administrativa». Esperemos que con el presente trabajo se invierta esa tendencia.






	 (1) 

	Presidente de la FEMP. Extraído de su intervención en el Club Siglo XXI con la conferencia titulada «Gobiernos Locales y Democracia», enmarcada en el ciclo «Treinta años después...». Fuente: Revista Digital Carta Local.es, 11/02/2008. Enlace: http://www.cartalocal.es/index.php/cartalocal/la_femp/el_presidente_de_la_femp_en_el_club_siglo_xxi.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	La existencia de varias «instancias» territoriales propicia no sólo la quiebra del principio de unidad ordinamental (que en definitiva reconoce la existencia de «varios poderes legislativos»), sino también otros «replanteamientos» relacionados con el clásico principio de división de poderes. A grosso modo podemos afirmar que, en efecto, «poderes legislativos» hay tres (europeo, estatal y autonómico), «poderes ejecutivos-administrativos» (incluyendo la potestad reglamentaria, que implica también participar en la formación del ordenamiento jurídico) hay cuatro, pues también lo ostenta la Administración Local. En cuanto al poder judicial, al margen de otras instancias internacionales, no hay duda de que en el Estado español es «único», mientras que el Tribunal de Justicia Europeo constituye una jurisdicción propia con un ámbito y funciones bien definidos.
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	 (3) 

	V. gr., el «poder monetario» lo ejerce el Banco Central Europeo
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	 (4) 

	Y al mismo tiempo cada una de estas tres depende de las otras dos. Es decir, a mayor integración política mayor necesidad de integración económica y monetaria, y también mayor asunción de competencias por la Organización de la cual deriva la necesidad de normas que las regulen en todo su ámbito territorial. Del mismo modo, la moneda única facilita la integración política, y también determina la necesidad de normas que regulen el sistema financiero. Finalmente, tomando la producción normativa como punto de partida, resulta obvio que la uniformidad de regímenes jurídicos «une», de modo que, completando el razonamiento, cualquiera de los tres tipos de integración «arrastra» y al mismo tiempo depende de los demás.
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	 (5) 

	Como expone Aparicio Wilhelmi, M., en su tesis doctoral «Implicaciones constitucionales del proceso de integración europea. El art. 93 de la Constitución Española como cláusula de apertura a la interrelación ordinamental en un marco pluralista»: «Frente a los enfoques monistas, se propone una perspectiva distinta que rechaza la existencia de dos lógicas contradictorias, la de la integración y la de la soberanía estatal, apostando por la visión global de la interrelación de dos realidades que, referidas ambas a unos mismos destinatarios finales, no pueden ser entendidas la una sin la otra».
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	 (6) 

	ORDÓÑEZ SOLÍS, D., «La Gobernabilidad en Europa: "de cómo repartir el poder y mejorar su ejercicio en la Unión Europea"», Revista Entemu (UNED), núm. 12, 2000, pags. 85-124.
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	 (7) 

	
En el citado trabajo, ORDÓÑEZ SOLÍS insiste en la idea del concepto de gobernabilidad al servicio de un nuevo sistema inspirado en el reparto de poderes y competencias, en relación con el principio de eficacia: «La gobernabilidad en la Unión Europea es una manifestación del esfuerzo de todos los poderes, cualquiera que sea su ámbito (internacional, comunitario europeo, nacional, regional o local), por ser más eficaces y por responder a los desafíos de las sociedades de nuestro tiempo. Por esta razón, las autoridades nacionales y las instituciones comunitarias deben contar con mecanismos constitucionales e institucionales sólidos y bien asentados para hacer frente al vertiginoso cambio tecnológico y social. La CIG, que culminó sus trabajos en Niza en diciembre de 2000, ha decido posponer para el año 2004 el examen del reparto de competencias entre los Estados miembros y la Unión Europea.

Ahora bien, parece contraproducente en la Unión Europea seguir una dinámica en la que, reforma tras reforma y mediante iniciativas constitucionales continuas, se impide madurar y concluir estadios de integración anteriores. Por eso, la gobernabilidad debe imprimir un sello de cordura y de racionalidad, en definitiva de sentido común político, para llevar a cabo un buen gobierno de los asuntos europeos, y de los asuntos públicos, en una realidad muy cambiante. Desde luego que para aplicar la gobernabilidad no es precisa una consagración constitucional dado que su aplicación es consustancial al ejercicio del poder público, en este caso de los poderes atribuidos a la Unión Europea.

La gobernabilidad es un instrumento adecuado para procurar un mejor y más eficaz reparto de los poderes entre las instituciones comunitarias y las autoridades nacionales. Es precisamente en este aspecto donde la gobernabilidad tiene un irresistible parecido con la subsidiariedad y cumple funciones prácticamente idénticas o complementarias. Pero, del mismo modo que la subsidiariedad cuando se pretende aplicar en las relaciones entre las autoridades nacionales y las instituciones comunitarias, la gobernabilidad podría utilizarse como instrumento para erosionar los poderes conferidos a la Unión Europea. Este proceso de debilitamiento también podría aplicarse al ya inestable equilibrio institucional comunitario; de modo que, paradójicamente, el nuevo concepto de gobernabilidad que podría revolverse contra las propias instituciones comunitarias, especialmente contra la Comisión Europea, muy debilitada después de los serios ataques de algunas opiniones públicas nacionales e incluso, aunque por otras razones, a raíz de las querellas e investigaciones orquestadas por el Parlamento Europeo.

En suma, la aparición de la gobernabilidad en la política europea sería deseable que no constituyese un síntoma de crisis y de parálisis en la propia integración europea y en el funcionamiento de las instituciones comunitarias. Debería entenderse el principio de gobernabilidad como un instrumento que, como advierte la propia Comisión Europea, "se inscribe precisamente en la perspectiva de una profundización en la democracia europea". Sin embargo, el constante y vertiginoso cambio del marco constitucional de la Unión Europea no contribuye a una adecuada gobernabilidad del proceso de integración europea. Tan importante es tener tiempo suficiente para madurar las reformas como para llevarlas a cabo». («La Gobernabilidad en Europa: "de cómo repartir el poder y mejorar su ejercicio en la Unión Europea"», de David ORDÓÑEZ SOLÍS).
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La subsidiariedad ha resultado un término muy difícil de precisar y con efectos muy distintos. De hecho, se puede comprobar una doble dimensión y unos efectos correlativos: en el ámbito político la subsidiariedad ha permitido la formulación de las más variadas y dispares propuestas; sin embargo, desde el punto de vista práctico sus efectos son mucho más reducidos. Así, para algunos la subsidiariedad evoca la perspectiva federal; para otros la cercanía al ciudadano y la transparencia; para determinados sectores supone el punto de apoyo para renacionalizar parte de las competencias asumidas por la Unión Europea; en fin, para algunos la subsidiariedad tiene que ver con la eficacia en la actuación de los poderes públicos.

En suma, la subsidiariedad es un elemento en torno al cual se ha polarizado un debate que ha tenido consecuencias, aunque menos de las que cabía esperar en un principio, que se constituía en clave de bóveda de la construcción europea. Esta evolución del término subsidiariedad será con seguridad muy similar a la que recorra el término, ahora de moda, gobernabilidad. Es más, no resulta muy descabellado sostener que la gobernabilidad es una nueva faceta o una dimensión más de la propia subsidiariedad, y la proposición inversa, por muy sorprendente que resulte, también podría ser correcta.
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	CASTELAO RODRÍGUEZ, J., «1852-2002, ciento cincuenta años del Régimen Local Español», El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados, núm. 11, de 15 de junio de 2003.
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	Entendemos que podría enunciarse una «teoría de la evolución política» similar a la teoría darwiniana de la evolución de las especies. Las analogías entre ambas son evidentes: en la teoría de Darwin se propone un modelo de evolución natural, y lo natural, en lo político, es la evolución hacia «lo local». La tendencia política del futuro debe por tanto poner el acento en principios tales como los de proximidad, descentralización, subsidiariedad... Otra cosa es que, artificialmente (contra natura), no se llegue a producir el autogobierno local.
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	En este sentido cabe apuntar que las últimas reformas sobre régimen local prevén nuevas formas de participación, más allá de las elecciones cuatrienales (como la iniciativa ciudadana, el referéndum local...), las cuales aumentan el grado de legitimidad democrática del gestor, quien se entremezcla continua e inevitablemente con los deseos expresos de la comunidad vecinal que gestiona. Sobre la participación vecinal hablaremos ampliamente en el libro III de la presente obra.
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	Sin tratar de prejuzgar lo que podría ser una decisión «de derechas» o «de izquierdas», vamos a tratar de poner un ejemplo objetivo: un Alcalde perteneciente a un partido tradicionalmente considerado como «de derechas» accede al poder en un municipio caracterizado por un contexto urbanístico hiperdesarrollado, enfocado al turismo, rentable económicamente, pero poco respetuoso con la legalidad urbanística y medioambiental. Podría considerarse (el modelo de urbanización indiscriminada aludido), que responde al enfoque capitalista, en el que prima el criterio de la ganancia económica por encima del principio (europeo, por cierto) de crecimiento sostenible. Podría asimismo considerarse que el capitalismo es el modelo económico «de las derechas», por lo que a priori, este nuevo Alcalde «de derechas» optaría por el mantenimiento del modelo urbanístico descrito. Desde nuestro planteamiento no. Si el nuevo gestor público local debe hacer, desde sus amplias potestades, lo mejor para su municipio, no debe aprobar una política desarrollista caótica para el medio ambiente de sus ciudadanos, sino todo lo contrario, para mejorar la calidad de vida de los mismos. Y es más, el razonamiento también funciona a la inversa: si el nuevo Alcalde pertenece a un partido «de izquierdas» y se aleja del capitalismo «inversor» (entendido como un capitalismo «bueno», muy distinto del anterior, que fomenta la inversión en el municipio y la creación de PYMES y puestos de trabajo, también según el modelo social europeo), lo cual, también a priori, se entiende que es lo que haría según su tendencia política (contraria al capitalismo), se entiende muy claramente que antepone la teoría a la conveniencia, y sin embargo no debe hacerlo.
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	¿Qué sentido tiene reafirmar los valores tradicionalmente estatales si como hemos visto nos movemos en un contexto necesariamente supraestatal y local? Los estados deberían «ejercer» cada vez menos de «Estados» (aunque sin dejar de serlo completamente), las naciones menos de «Naciones». En particular el «nacionalismo regional», que ni siquiera tiene una base real que defender, ya que «ahora mismo no son Estados». Tendrían que constituirse naciones independientes (algo inconstitucional ante todo); desmembrar otra nación, real, histórica, con más de 500 años de edad; salir (automáticamente) de Europa; solicitar el ingreso en Europa; recibir (con toda seguridad) la negativa a dicho ingreso; y finalmente vagar sin rumbo en terreno de nadie por los siglos de los siglos. Y por extraño que parezca, «lo peor» no eso. Peor que la «independencia» es la «separación parcial», política pero no económica, la cual ignora con insolencia los principios de igualdad y solidaridad, uno de los pilares básicos del Estado español, cuyo cuestionamiento puede poner en peligro su existencia. Vulnera esos principios, y no digamos ya el principio de suficiencia financiera local del art. 142 de la Constitución; a ése lo destroza. Lo cierto es que el actual modelo de financiación autonómica no es nada bueno para las Entidades Locales, pero será difícil invertir esa tendencia, sobre todo, porque sólo las Comunidades Autónomas tienen el poder político de presionar.
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	Como ha señalado en más de una ocasión Eduard PUNSET: «Andamos subidos a 250 kilómetros por segundo en un planeta de una estrella mediana en la parte exterior de uno de los billones de galaxias existentes. Y, no obstante, ¿cuántas personas siguen creyéndose que son no sólo el centro del universo, sino el ombligo del mundo?» Desde este planteamiento, ¿de verdad es tan trascendente la exaltación de «mi casa»?
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El precepto dispone literalmente:

«1. Para alcanzar los fines enunciados en el art. 2, la acción de la Comunidad implicará, en las condiciones y según el ritmo previstos en el presente Tratado:

a) la prohibición, entre los Estados miembros, de derechos de aduana y de restricciones cuantitativas a la entrada y salida de las mercancías, así como de cualesquiera otras medidas de efecto equivalente,

b) una política comercial común,

c) un mercado interior caracterizado por la supresión, entre los Estados miembros, de los obstáculos a la libre circulación de mercancías, personas, servicios y capitales;

d) medidas relativas a la entrada y circulación de personas, conforme a las disposiciones del Título IV;

e) una política común en los ámbitos de la agricultura y de la pesca;

f) una política común en el ámbito de los transportes;

g) un régimen que garantice que la competencia no será falseada en el mercado interior;

h) la aproximación de las legislaciones nacionales en la medida necesaria para el funcionamiento del mercado común;

i) el fomento de la coordinación entre las políticas en materia de empleo de los Estados miembros, con vistas a aumentar su eficacia mediante el desarrollo de una estrategia coordinada para el empleo;

j) la política en el ámbito social que incluya un Fondo Social Europeo;

k) el fortalecimiento de la cohesión económica y social;

l) una política en el ámbito del medio ambiente;

m) el fortalecimiento de la competitividad de la industria de la Comunidad;

n) el fomento de la investigación y del desarrollo tecnológico;

o) el fomento de la creación y del desarrollo de redes transeuropeas;

p) una contribución al logro de un alto nivel de protección de la salud;

q) una contribución a una enseñanza y a una formación de calidad, así como al desarrollo de las culturas de los Estados miembros;

r) una política en el ámbito de la cooperación al desarrollo;

s) la asociación de los países y territorios de Ultramar, a fin de incrementar los intercambios y continuar en común el esfuerzo por el desarrollo económico y social;

t) una contribución al fortalecimiento de la protección de los consumidores;

u) medidas en los ámbitos de la energía, de la protección civil y del turismo.

2. En todas las actividades contempladas en el presente artículo, la Comunidad se fijará el objetivo de eliminar las desigualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad.»
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	«Como consecuencia de la intensificación durante los últimos meses de la crisis financiera iniciada en agosto de 2007, las principales economías del mundo están experimentando en este momento una grave contracción en su actividad económica, que también afecta a la economía española. Las elevadas tensiones en los mercados financieros se han terminado traduciendo en un endurecimiento considerable de las condiciones de crédito, dificultando el normal desarrollo de las actividades económicas de familias y empresas. Estas dificultades de financiación, unidas a la creciente incertidumbre sobre el panorama económico futuro han dado lugar a un significativo retraimiento de la demanda privada en todas sus vertientes, incluyendo el consumo de las familias y la inversión empresarial, con consecuencias negativas inmediatas para la economía española, en relación con su nivel de actividad y, particularmente, con el empleo» (Exposición de motivos del Real Decreto-Ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crean un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para la Dinamizacion de la Economía y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación).
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	ALMONACID LAMELAS, V., «Régimen jurídico de la modernización en la Administración Local», El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados núm. 23-24, quincena 15-29 Dic. 2003, Ref. 3973/2003, pág. 3973, Tomo 3.
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	 (18) 

	Por otro lado, como expondremos en el epígrafe siguiente, la relación entre economía y nuevas tecnologías es innegable. Sin ir más lejos, como recuerda precisamente la exposición de motivos de esta interesante Ley, debemos tener en cuenta lo establecido en el art. 53 del Estatuto catalán. Este artículo determina que los poderes públicos «deben facilitar el conocimiento de la sociedad de la información y deben impulsar el acceso a la comunicación y a las tecnologías de la información, en condiciones de igualdad, en todos los ámbitos de la vida social, incluido el laboral». Asimismo, establece que los poderes públicos deben garantizar la prestación de servicios mediante estas tecnologías. Finalmente, con relación a la innovación, el apartado 2 de dicho artículo establece: «La Generalidad debe promover la formación, la investigación y la innovación tecnológicas para que las oportunidades de progreso que ofrece la sociedad del conocimiento y de la información contribuyan a la mejora del bienestar y la cohesión sociales».
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	El presente subepígrafe está basado en ALMONACID LAMELAS, Víctor, «Modernización de la Administración al servicio del principio de eficiencia». Base de datos espublico. Enlace: http://www.espublico.com/files/pdf/IDEAS_12_MODERNIZACION.pdf. A finales de 2008, la web jurídica y base de datos «espublico» reclutó a una serie de expertos para su aportación de ideas de cara a la «Adaptación de las EE.LL. al entorno económico actual». Los estudios se pueden consultar en el enlace http://www.espublico.com/especiales/economia_actual/especial.asp. A continuación se ofrece un respaso de nuestras reflexiones al respecto, basadas precisamente en la temática de la presente obra.
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	En efecto, el principio de eficiencia, es decir del cumplimiento de objetivos mediante la optimización de recursos, se introduce en primer término, como es obvio, en el ámbito administrativo económico-presupuestario (Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas, Ley General Presupuestaria...). No obstante, su trascendencia global lo hace extensible a todos los ámbitos de lo público, de modo que leyes administrativas generales, como la Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, ya incorporan expresamente principios tales como los de economía, eficiencia y programación.
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	Sendas citas pertenecen a nuestro estudio «Régimen jurídico de la modernización en la Administración Local», El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados núm. 23-24, quincena 15-29 Dic. 2003, Ref. 3973/2003, pág. 3973, Tomo 3. A mayor abundamiento, y como también se indicó en el mismo estudio, «La respuesta a las presiones sociales en busca de nuevos y mejores servicios no puede suponer, no obstante, el aumento de los presupuestos públicos, como una vez se pensó, sino que hay que mirar siempre desde la óptica de la eficiencia. En cualquier caso, si hay servicios que los particulares pueden prestar en iguales o mejores condiciones que la Administración, debe darse al ciudadano-cliente la oportunidad de elegir (libre concurrencia), que es una posibilidad constitucionalmente válida e incluso aconsejable (art. 38 de la Constitución). El nuevo "Estado prestacional" (art. 9.2 de la Constitución) que demandan actualmente los ciudadanos, no es más que la última fase del "Estado social y democrático de derecho" como trataremos de demostrar, la fase actual, que se ubica temporalmente en los años 2000, por lo que no debemos obviar la realidad tecnológica y social del momento, de otro modo la Administración correría el riesgo de quedarse desfasada, como lamentablemente ha ocurrido en el pasado».
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Continúa diciendo: «En este sentido el término aparece caracterizado por los aspectos siguientes:

La modernización ha de ser entendida como proceso, y no como suceso aislado. El enorme dinamismo que caracteriza a la sociedad actual exige una adaptación permanente a las nuevas condiciones ambientales, hasta el punto de que la viabilidad futura dependerá en buena medida de la capacidad para adaptarse con éxito a esas nuevas condiciones. Este permanente ejercicio de adaptación a un entorno cambiante, constituye sin duda alguna un proceso, adquiriendo además, tal y como se ha expresado con anterioridad, una importancia vital.

La modernización como reflejo de la capacidad de adaptación al entorno, en consecuencia indica el grado de flexibilidad de la organización. Enlazando esta afirmación con lo expresado en el párrafo anterior, las organizaciones con una mayor flexibilidad tendrán una mayor capacidad de supervivencia.

Los procesos de modernización se caracterizan por que los cambios o transformaciones son generados desde dentro de la propia de organización, siendo además este aspecto un factor determinante de su éxito. En este sentido, y como contrapunto a los procesos de modernización están los de reforma, en los que los cambios son introducidos de una sola vez y desde fuera».
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	Véase el capítulo siguiente de esta obra.
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	ALMONACID LAMELAS, V., Manual práctico de entidades públicas y privadas vinculadas a la Administración Local, Ed. Bosch, Barcelona, 2008.
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	Como establece el Libro Verde sobre los servicios de interés general, los términos «servicio de interés general» y «servicio de interés económico general» no deben confundirse con la expresión «servicio público», un término más ambiguo que puede tener diversos significados y, por tanto, inducir a confusión. Con esta expresión se alude a veces al hecho de que un determinado servicio se ofrece al público en general, mientras que otras veces lo que se quiere resaltar es que se ha asignado a un servicio una misión específica de interés público o se hace referencia al régimen de propiedad o al estatuto de la entidad que presta el servicio en cuestión. Por esta razón, dicho término no se utiliza en el citado documento. Además, el documento señala que «a menudo se confunden los términos "servicio público" y "sector público". Con este último término se hace referencia a todas las Administraciones Públicas y a todas las empresas controladas por autoridades públicas».
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	Vid. el libro I de la presente obra.
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	«En el ámbito de las Entidades que integran la Administración Local, los derechos reconocidos en el art. 6 de la presente Ley podrán ser ejercidos en relación con la totalidad de los procedimientos y actuaciones de su competencia a partir del 31 de diciembre de 2009 siempre que lo permitan sus disponibilidades presupuestarias. A estos efectos las Diputaciones Provinciales, o en su caso los Cabildos y Consejos Insulares u otros organismos supramunicipales, podrán prestar los servicios precisos para garantizar tal efectividad en el ámbito de los municipios que no dispongan de los medios técnicos y organizativos necesarios para prestarlos.»
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	Vid. el capítulo I del libro II de esta misma obra.
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	GONZALEZ-HABA GUISADO, Vicente: «Diez propuestas sobre la modernización administrativa», El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados núm. 6, quincena 30 Mar.-14 Abr. 2005, Ref. 958/2005, pág. 958, Tomo 1.
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	SÁINZ MORENO, F. (dir.), Estudios para la reforma de la Administración Pública, Ed. Ministerio de Administraciones Públicas-Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 2004.
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I.  EL FENÓMENO DEL ASOCIACIONISMO MUNICIPAL EN ESPAÑA. DESCRIPCIÓN, MOMENTO ACTUAL Y PERSPECTIVAS DE FUTURO

1.  Descripción

Partiendo de la base de que la transformación de la realidad se puede llevar a cabo a través de la participación social, se considera el asociacionismo como cauce más eficiente para lograr mejorar el espacio público. Éste consiste en organizar y planificar las acciones reflexionadas previamente por un colectivo de personas, que se constituyen como entidad (asociación), para mejorar la calidad de vida de las personas de su barrio y/o ciudad y/o pueblo.

Las asociaciones, como tipos de organización formal, presentan procesos análogos a otras organizaciones: institucionalismo, gobierno, desplazamiento de fines y sucesión de objetivos.

2.  Evolución del asociacionismo en España

2.1.  Orígenes

En España el movimiento asociacionista tiene una larga y rica historia; en múltiples ocasiones ha desarrollado un papel de precursora. Las vicisitudes sufridas obedecen a las mismas causas que en el resto de países europeos, con alternativas de libertad y de represión.

El derecho a asociarse se reconoció en España en la Constitución de 1876, que dio paso a la Ley de 30 de junio de 1887, que perduró hasta 1941, con el Decreto de 25 de enero del propio año. Pese a que en 1945 el Fuero de los Españoles, en su art. 16, proclamaba que todos los españoles podían asociarse libremente para fines lícitos y de acuerdo con lo establecido por las leyes, el asociativo, desde abril de 1939 quedó mitigado hasta la llegada de la Ley de Asociaciones de 1964, en parte, y la Constitución de 1978, en plenitud, con el reconocimiento del derecho fundamental de asociación.

En sus orígenes la inquietud por asociarse surge desde la base, desde los propios grupos necesitados. Son los grupos obreros los que comienzan a realizar una labor social importante en los barrios marginados, que dinamizan las capas populares y el tejido asociativo. Corrientes como el anarquismo o el socialismo fueron el eje en el que se aglutinó la todavía débil actividad asociativa, en torno a elementos ideológicos que propugnaban la emancipación social (NAVAJO, 2004). El asociacionismo pasa a ser un elemento fundamental para la clase obrera y una de sus reivindicaciones permanentes. Este desarrollo del asociacionismo obrero llega a su máximo apogeo con la II República.

2.2.  Inicios del siglo XX

El Estado de Bienestar, que se extiende por las democracias europeas después de la Segunda Guerra Mundial, no llega a producirse en España hasta finales de los años setenta. Así, durante las cuatro décadas posteriores a la Guerra Civil se produce una total paralización de las formas de participación «no oficiales», ya que el Estado, en parte, se pretendía autolegitimar precisamente mediante la asunción total de la responsabilidad en materia de «acción social», todo debía ser solucionado por él «Estado providencia». Se produce una consolidación de la reforma social bajo el protagonismo de un régimen autoritario, acompañada al mismo tiempo de una secularización de la sociedad que contempla el retroceso de la beneficencia religiosa sin una sustitución por parte de una sociedad civil desarticulada y sin cauces políticos y culturales para su desarrollo.

2.3.  La Transición

Hacia los años sesenta comienzan a surgir algunos tímidos intentos de participación social y, en el año 1964, la Ley de Asociaciones da ciertas posibilidades, aunque muy limitadas, a la constitución de asociaciones. Esto permite la actuación de algunos grupos en torno a la iglesia católica, como Cáritas, Cruz Roja Española y asociaciones de servicios y de promoción.

En los años setenta, en un contexto social de fuerte movilización sociopolítica, se registró un gran auge de los movimientos ciudadanos, que de luchas meramente defensivas fueron pasando a incorporar reivindicaciones referidas a la calidad de vida. Se va pasando de la reivindicación a la acción, al intento de transformar estructuras y a una participación más activa para elevar la calidad de vida de los ciudadanos. Estos años suponen un protagonismo importante de la participación ciudadana, participación que, negada en años anteriores, pasa a ser uno de los protagonistas. Se participaba en la fábrica, en la escuela, en la universidad, en los barrios..., apareciendo como un elemento de transformación social que presiona al Estado para que los cambios políticos se produzcan a mayor velocidad.

2.4.  Años ochenta

A partir de 1977 se produce una crisis general en los movimientos sociales, ya que se vacían de contenido al canalizarse las reivindicaciones sociales a través de los partidos políticos, y se comienza a producir un trasvase de dirigentes hacia las instituciones de la Administración recién estrenadas en la democracia. Este abandono hace que las organizaciones pasen por un cierto período de desconcierto y de pérdida de objetivos, produciéndose una disminución de su capacidad de movilización y de crítica frente a las nuevas corporaciones democráticas. Se creía que tomar la Administración produciría una mayor influencia en los asuntos públicos, sin embargo, esta estrategia se muestra inadecuada ya que las asociaciones pierden miembros valiosos y, a menudo, este cambio lleva consigo la ruptura con la asociación.

Los ciudadanos comienzan a sentirse representados por las nuevas instituciones, especialmente a partir de la elección de los primeros ayuntamientos democráticos; las organizaciones progresivamente pierden el carácter de representación, comienzan a ocupar un segundo plano, paulatinamente van perdiendo miembros y, en el mejor de los casos, se ven reducidas a meros consultores. Sin duda, en este proceso, puede no ser ajeno un cierto intento - consciente o no - del nuevo Estado democrático de ocupar espacios que hasta ese momento eran desempeñados por las asociaciones, como un intento de lograr una mayor legitimación y representación de los intereses colectivos.

Sin duda la creación de un Estado de Bienestar, que ya existía en el resto de los países occidentales, hace que muchas de las aspiraciones y actividades que venía realizando la iniciativa social se vean reflejadas en ese Estado. La iniciativa social inicia así un retroceso y una progresiva desarticulación, ya que asume, no sin una cierta ingenuidad, que los poderes públicos no sólo deben garantizar la satisfacción de la demanda social, sino que deben asumir la gestión directa de la protección y de los servicios sociales para todos los ciudadanos.

Algunas causas de esta crisis podrían ser:


	
- Abandono de las asociaciones. Parte de los cuadros se van de las asociaciones para trabajar en la Administración. 

	
- En general, sectarismo político: trabajar sólo por intereses políticos inmediatos. Politización que se convierte en partidismo. 

	
- Falta de reconocimiento público y de interés hacia el asociacionismo. 

	
- Temor a ser controlados. 

	
- Falta de nuevos horizontes globales. 

	
- Desconfianza radical hacia todo poder público. 

	
- Creer que la democracia lo resolvería todo. 

	
- Escasez numérica de los afiliados. 

	
- Falta de recursos materiales. 

	
- Falta de recursos humanos adecuados. 

	
- Falta de adecuación de formas y contenidos a las nuevas circunstancias políticas. 

	
- Organización y funcionamiento interno no participativo. 

	
- Falta de reconocimiento social del trabajo voluntario. 

	
- Diferencia de la mentalidad española con la de otros países (el trabajo social lo debe hacer la Administración). 

	
- Relanzamiento de la iniciativa social 



Con la iniciativa social adormecida a mediados de los años ochenta se produce un intento de relanzar el asociacionismo que, con los movimientos vecinales y los grupos tradicionalmente más activos en crisis, se centra en el desarrollo de las organizaciones más clásicas y menos problemáticas y reivindicativas -ya que podían ser más dóciles- centradas en el trabajo social. Se produce así en este desierto asociativo un incremento del llamado voluntariado social, en detrimento de otros movimientos sociales más comprometidos. Es a través de estas asociaciones -salvo excepciones con poca implantación social- como se intenta fortalecer el tejido asociativo y llevar a cabo acciones basadas en la solidaridad. La sociedad civil se organiza así, en gran medida, a partir del protagonismo de grandes organizaciones de poder que jerarquizan y condicionan la expansión de los movimientos sociales y de pequeñas redes de intervención. Esto produce una visión reduccionista de la participación social durante la década de los ochenta, centrada en el voluntariado de este tipo de organizaciones, dejando fuera movimientos vecinales, grupos de autoayuda, sindicatos, movimiento ecológico, movimientos de solidaridad, etc.

Se provoca así un proceso de «institucionalización relativamente dependiente del Estado. Las entidades se abren camino entre una pérdida real de participación colectiva (debilitamiento de la base social asociativa), las presiones competitivas del mercado, sobre todo en términos ideológicos y las exigencias formales y organizativas por parte del Estado en el proceso de descentralización del bienestar» (RODRÍGUEZ Y ORTÍ, 1996).

2.5.  Situación actual

En los noventa se produce un rebrote del movimiento asociativo que llega a alcanzar las cotas de participación de los momentos más pujantes de la movilización social española de mediados de los setenta. Es interesante resaltar que este aumento de participación de la década de los noventa se produce principalmente por el ascenso del asociacionismo entre los jóvenes y básicamente por su afiliación a organizaciones deportivas, de carácter social, educativo y artístico. Acompañando a este aumento de participación se produce un aumento importante en el número de asociaciones. Se pasa de 113.065 asociaciones registradas en 1990 a 206.363 en 1995.

La situación actual es que el asociacionismo ha vuelto a resurgir en nuestro país, aunque algunos autores manifiesten su pesimismo al pensar que es un asociacionismo poco activo.

3.  Asociacionismo vecinal en España

3.1.  Orígenes

Como ya hemos dicho, el movimiento vecinal fue, junto al movimiento obrero, uno de los principales movimientos sociales de base de la transición al postfranquismo. Hubo diversas razones para que así fuera.

En primer lugar, las condiciones materiales de la mayoría de los barrios creaban una situación objetiva de conflicto social. El nulo desarrollo de políticas sociales, unido a las políticas de urbanismo salvaje, generaba tan elevado nivel de carencias que constituían una fuente permanente de reivindicaciones de todo tipo.

En segundo lugar, la legalización de las asociaciones de vecinos con aquella parca Ley de Asociacionismo de 1964 abrió un espacio que pudo ser utilizado por los vecinos más concienciados y luchadores para llegar directamente a la población. El trabajo del movimiento vecinal no sólo constituía un medio legal de intervención en la vida cotidiana, sino también un espacio en el que integrarse capas importantes de la ciudadanía.

Las asociaciones vecinales interpretaron el territorio (esencialmente el barrio, pero también la ciudad y la comarca) como lugar de encuentro y como espacio de conflicto: el lugar donde se encuentran las personas para convivir, pero también el terreno donde se dan los conflictos de intereses sobre la utilización de ese mismo territorio. Fueron conflictos de intereses muy diversos y distintos: conflictos entre el capital especulativo y el uso del suelo; conflictos entre la gestión de los recursos públicos y la inexistencia de servicios básicos mínimos (educativos, sanitarios, medioambientales, culturales, asistenciales...).

3.2.  Situación actual

Prestos a finalizar la primera década del siglo XXI, cuarenta y cinco años después de la aprobación de la Ley de Asociaciones, el mundo que nos rodea es otro. Los barrios y las ciudades han ido cambiando casi siempre a bien, y en ellos aparecieron otros movimientos sociales específicos autónomos que desarrollan políticas específicas, que se detraen de las que caracterizaron las asociaciones de vecinos de la primera época.

El movimiento vecinal presenta, hoy en España, una clara pérdida de influencia debida fundamentalmente a la modificación de las formas en que se articuló la participación social en origen, especialmente durante la Transición.

Con la llegada de la democracia bien pronto estuvo claro que la llamada «democracia participativa» no formaba parte de los proyectos de la mayoría de los partidos parlamentarios. Las asociaciones de vecinos fueron vistas con recelo. La existencia de un movimiento independiente, muy pegado al territorio y a su gente y problemas, que formulara propuestas y organizara a la población de a pie, no formaba parte de los planes de democracia limitada diseñado en la Transición, que dejaron fuera de la Constitución cualesquiera referencias a las asociaciones de vecinos.

Con todo, el asociacionismo vecinal mantiene hoy por hoy un potencial evidente de capacidad de influir en la gestión adecuada de los intereses colectivos y de organizar el entorno (el barrio y también la ciudad).

Las necesidades actuales siguen, aunque sean distintas de las de los años sesenta y setenta. Hoy la preocupación ciudadana se centra más en temas como el urbanismo, el modelo de barrio y de ciudad, la sostenibilidad, la seguridad ciudadana, la inmigración, la educación, la sanidad, la convivencia, etc.

En los últimos años, con los importantes cambios sociales acaecidos en España al socaire de la inmigración, se aprecia una reactivación del movimiento vecinal, particularmente en los barrios periféricos de las ciudades, donde la gente tiene menos capacidad económica y donde determinados problemas se manifiestan de forma más acuciante.

El problema con el que cuenta hoy el movimiento es un problema de filosofía de vida del ciudadano actual que le lleva a una evidente falta de implantación territorial. La mayoría de nosotros evidenciamos un conservadurismo de dependencia con respecto a los poderes municipales, provinciales y regionales y de falta de implicación en los asuntos colectivos.

4.  Asociacionismo municipal

Desde su reconocimiento en la Ley municipal de 1870, las asociaciones intermunicipales voluntarias están presentes en la legislación sectorial española.

Los municipios puede asociarse bajo múltiples formas, pero todas tienen el mismo sentido: superar la escasa capacidad de gestión de una gran parte de los municipios españoles, debida a su reducido tamaño, aportando economía de escala en el ejercicio de sus competencias.

La Constitución Española de 1978 recoge en su art. 137 la autonomía municipal.

«El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.»


Dicho reconocimiento se ve entroncado en la Carta Magna respecto del derecho de los municipios a asociarse.


«Art. 141

Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia».

«Art. 152.3

Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los estatutos podrán establecer circunscripciones territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.»



En el primer caso (art. 141), el asociacionismo municipal, voluntario o forzoso, daría lugar a Entidades Locales no territoriales. En el segundo (art. 152.3), serían circunscripciones territoriales propias de las CC.AA., es decir, comarcas.

La Carta Europea de la Autonomía Local dedica su art. 10 a regular el derecho de asociación de las Entidades Locales.


«1. Las Entidades Locales tienen el derecho, en el ejercicio de sus competencias, de cooperar y, en el ámbito de la Ley, asociarse con otras Entidades Locales para la realización de tareas de interés común.

2. El derecho de las Entidades Locales a integrarse en una asociación para la protección y promoción de sus intereses comunes y el de integrarse en una asociación internacional de Entidades Locales, deben ser reconocidos por cada Estado.

3. Las Entidades Locales pueden, en las condiciones eventualmente previstas por la Ley, cooperar con las Entidades de otros Estados».



La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, recoge y desarrolla las previsiones constitucionales, dedicando los art. 42 a 44, dentro del Título IV (Otras Entidades Locales). Reconoce el derecho a la asociación municipal voluntaria en mancomunidades para la ejecución en común de obras y servicios determinados de su competencia, con personalidad jurídica, capacidad de obrar, dotadas de potestades. Bien diferenciadas de las mancomunidades, se regulan las comarcas, u otras entidades que agrupen varios municipios, así como áreas metropolitanas, que podrán crear, regular y suprimir las Comunidades Autónomas. Y, bien distintos de las anteriores, la propia Ley articula como instrumento de cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración local y las Administraciones estatal y autonómica, los consorcios, incluso con la incorporación de entidades privadas sin ánimo de lucro, que persigan fines de interés publico, concurrentes con los de las Administraciones Públicas, para la gestión de servicios públicos locales, incluso en el marco de cooperación transfronteriza en que participen las Entidades Locales españolas.

De otra parte, asociaciones históricas nacidas para fines muy concretos (administración de patrimonio forestal, elecciones, etc.), como las comunidades de villa y tierra, asocios, cuadrillas (Álava), etc., han asumido la prestación de servicios municipales.

5.  Formas asociativas locales

Las distintas normas que configuran el régimen jurídico de la Administración Local, fundamentalmente la Ley 7/1985, de 2 de abril; el RDL 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de Régimen Local; el RD 1690/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación Territorial, y el RD 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico, ofrecen, a grandes trazos, las siguientes formas asociativas propias del ámbito de la Administración Local:

5.1.  Las mancomunidades

En sentido jurídico, mancomunidad hace referencia a la asociación libre de municipios, dentro del marco jurídico nacional, que crea una entidad local superior y a la que los municipios asociados delegan parte de las funciones o competencias que la ley les atribuye, al objeto de que se preste un servicio conjuntamente para todos sus miembros.

Las mancomunidades son formas asociativas de municipios no territoriales y por lo tanto no requieren que los municipios que las componen sean colindantes. Requieren, eso sí, que se fije con claridad el objetivo, que exista un presupuesto propio y unos órganos de gestión igualmente propios y diferenciados de los participantes.

El art. 44.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, reconoce el derecho de asociación del municipalismo español en torno a mancomunidades:

«Se reconoce a los municipios el derecho a asociarse con otros en mancomunidades para la ejecución en común de obras y servicios determinados de su competencia».


Las mancomunidades gozan de personalidad jurídica propia para el cumplimiento de sus fines, y pueden existir sin límite de tiempo, o ser creadas únicamente por un tiempo determinado y para la realización de una o más actividades concretas.

5.2.  Las comarcas

Sin lugar a dudas la mancomunidad tiene en la comarca a su principal competidor, en el Derecho comparado.

En la interrelación entre una y otra la doctrina ha venido a concluir que la similitud de finalidades y objetivos entre las comarcas y las mancomunidades cuando éstas tienen una pluralidad de servicios y una cierta dimensión territorial es tal que en aquellas Comunidades Autónomas que no tienen reconocida la comarca, la mancomunidad viene a suplirla en relación con su propio ámbito territorial.

Sin embargo, en Comunidades Autónomas como la Valenciana, cuyo reconocimiento comarcal se circunscribe, meramente, a lo geopolítico, el número de mancomunidades supera ampliamente, hasta casi doblar en el caso de la provincia de Valencia, a las comarcas, de forma y manera que los municipios se asocian en una o en varias mancomunidades, sin ningún tipo de coincidencia territorial con las comarcas, única y exclusivamente en función de un variopinto mapa de prestación de servicios, sustituyéndolas total y absolutamente.

5.3.  Áreas metropolitanas

Conforme a lo dispuesto en el art. 43 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, mediante leyes de las Asambleas Legislativas de las respectivas Comunidades Autónomas podrán crearse áreas o entidades metropolitanas para la gestión de concretas obras y servicios que requieran una planificación, coordinación o gestión conjunta en municipios de concentraciones urbanas.

Sin embargo, sólo Cataluña y Comunidad Valenciana han hecho uso de dichas facultades.

5.4.  El convenio entre Administraciones

El art. 57 LBRL prevé que la cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración local y las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como en asuntos de interés común, se desarrolle con carácter voluntario, entre otros, mediante los convenios administrativos que se suscriban.

De cada acuerdo de cooperación las Administraciones darán comunicación a aquellas otras que, resultando interesadas, no hayan intervenido en el mismo, a los efectos de mantener una recíproca y constante información.

El convenio es, pues, un acuerdo o conjunto de acuerdos concretos, para fines determinados, con una duración bastante o muy limitada y para cuya formalización basta con la aprobación por el órgano competente de las Administraciones que hayan de comparecer.

5.5.  Los consorcios

El consorcio se halla reconocido en el art. 87 LBRL:


«1. Las entidades locales pueden constituir consorcios con otras Administraciones Públicas para fines de interés común o con entidades privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público, concurrentes con los de las Administraciones Públicas.

2. Los consorcios podrán utilizarse para la gestión de los servicios públicos locales, en el marco de los convenios de cooperación transfronteriza en que participen las Entidades Locales españolas, y de acuerdo con las previsiones de los convenios internacionales ratificados por España en la materia.»



Como fórmula organizativa, coincide con la mancomunidad en casi todo. Dispone de personalidad jurídica propia, sus fines pueden ser diversos, responde a los principios de cooperación, dimensión territorial y seguridad jurídica, permite una mayor eficacia, tiene personalidad jurídica propia y carácter voluntario, pero, a diferencia de la mancomunidad, no está integrada únicamente por municipios pudiendo conformarlo otras Administraciones (Diputaciones, Comunidades Autónomas, Administración central, etc.) o inclusive entidades cooperadoras no públicas (organizaciones sindicales, empresariales, etc.).

5.6.  Comunidades de villas y tierras

Tienen un carácter histórico que proviene de la repoblación del río Duero allá por los siglos IX y X, momento en el cual, aplicando la tradición jurídica romana, todas las tierras abandonadas pasan a ser propiedad del Rey, integrándose en su patrimonio.

Por consiguiente, su finalidad es la administración de propiedades indivisas de carácter comunal, tales como montes, pastos, etc. Se rigen por sus propias normas, casi siempre consuetudinarias.

5.7.  Sociedad mercantil

El art. 85 LBRL prevé la posibilidad de que los servicios públicos locales puedan prestarse mediante gestión directa por mediación de sociedad mercantil local, cuyo capital social pertenezca íntegramente a la entidad local o a un ente público de la misma.

La gestión directa de los servicios de la competencia local mediante la forma de entidades públicas empresariales locales se regirá por lo dispuesto en los arts. 53 a 60 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, con las especialidades relacionadas en el art. 85 bis LBRL.

Evidentemente dichas sociedades pueden estar participadas por varios municipios.

En todo caso, su principal característica es el sometimiento a la legislación mercantil, con las excepciones de fiscalización y otras establecidas en las referencias legislativas ya mencionadas y en otras de carácter sectorial, como la contratación administrativa.

5.8.  Federaciones y asociaciones

Posibilidad asociativa con fines de protección y promoción de intereses comunes de carácter fundamentalmente privado en la que también tendría cabida la representación, reivindicación y negociación de asuntos de interés municipal.

Como indicamos, están sujetas a la legislación de asociaciones privadas, sin perjuicio de la potencial declaración de utilidad pública.

5.9.  Hermanamientos y cooperación transfronteriza

La práctica de los hermanamientos y, en general, de la cooperación transfronteriza entre municipios españoles y de otras partes del planeta ha experimentado un enorme auge desde la entrada de España en la Unión Europea, hasta el punto de que son ya muy pocos los Ayuntamientos que no presentan un protocolo de cooperación e interrelación cultural, económica, social y política con sus homólogos del contexto internacional. Estas prácticas consagran la autonomía local definida en la Constitución Española y la Carta Europea de la Autonomía Local, sin más límites que los de las competencias locales establecidas en el art. 25 de la LBRL.

No existe en nuestro ordenamiento jurídico ningún precepto que se refiera ni regule la figura de los hermanamientos ni la cooperación transnacional, debiendo reconducirlo a un puro convenio de colaboración entre Administraciones Públicas, dotado de gran contenido declarativo y muy poco dispositivo.

6.  Situación actual y perspectiva de futuro

El último proyecto de Ley de Gobierno Local dedica al asociacionismo los siguientes artículos:


	
- Art. 4. Mancomunidades de municipios para el ejercicio de sus competencias. 

	
- Art. 5. Asociaciones de Entidades Locales para la promoción y defensa de sus intereses comunes. 

	
- Art. 6. Creación de Entidades Locales por las Comunidades Autónomas. 

	
- Art. 68. Consorcios. 



No se observan novedades respecto de la regulación actual.

Al presente momento el número de asociaciones municipales inscritas en registros oficiales son, aproximadamente, las siguientes:


	
- Mancomunidades: 981. 

	
- Comarcas: 81. 

	
- Áreas Metropolitanas: 4 

	
- Consorcios: 615. 

	
- Comunidades de villa y tierra: 5. 



7.  Conclusiones

El esperanzador renacer de las fórmulas asociativas municipales, en sus inicios, está mostrando un gran decaimiento, fundamentalmente, en la figura más extendida y representativa, las mancomunidades, en razón, a nuestro entender, del escaso apoyo estatal y autonómico en acceso a las subvenciones, en la falta de reforzamiento de los escasos recursos económicos reconocidos a las mismas en el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales y, sobre todo, en la falta de concienciación de los gobernantes municipales recelosos de perder cotas de decisión.

Las últimas versiones del proyecto de Ley Básica del Gobierno y la Administración Local son, como ya hemos dicho, continuistas de la normativa vigente en general, aunque presenta matices en relación a la misma que, a nuestro entender, no solucionan la problemática actual. Se sustituye el «reconocimiento a los Municipios del derecho a asociarse con otros en Mancomunidades», por « los Municipios pueden mancomunarse». Se sustituye la garante y detallada regulación del art. 44 LRBRL sobre el derecho de los municipios a asociarse con otros municipios, no admitida por las CC.AA. y sólo mantenida por la doctrina del TC, por la garantía de que «las Leyes sólo podrán limitar este derecho para garantizar la autonomía de los otros Entes Locales territoriales», que constituye un sometimiento al poder autonómico. En razón a los consorcios, no se toma en consideración la problemática planteada sobre el reconocimiento, en determinados supuestos, de su carácter de Ente Local.

Por todo lo expuesto, se hace necesario un replanteamiento del movimiento asociativo municipal en los siguientes términos:


	
a) Por parte del Estado, un más decidido apoyo a las mancomunidades, como alternativa a las medidas de fomento para la fusión de municipios, de carácter financiero. 

	
b) Por parte de las CC.AA., mantener y generalizar la política de apoyo técnico-financiero a la constitución y puesta en marcha de las mancomunidades, así como la tutela financiera de las mismas mediante la oportuna legislación autonómica. 

	
c) Fomentar, desde las propias CC.AA., la delegación de competencias a favor de aquellas mancomunidades que presenten un interés especial para la Comunidad con vistas a la comarcalización de servicios. 

	
d) Por parte de las Diputaciones Provinciales, una descentralización de servicios provinciales y una delegación de competencias de carácter supramunicipal. 

	
e) Un replanteamiento de la concepción del consorcio, de conformidad con la realidad jurisprudencial, doctrinal y autonómica, que dé cauce a la expansión de esta institución, en sus múltiples aspectos que la realidad nos presenta. 



II.  EL FENÓMENO DE LA DESCENTRALIZACIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

1.  Introducción

La descentralización de una estructura (bien sea una administración pública o una empresa privada) está relacionada con la especialización del trabajo que configura ámbitos diferenciados de gestión representados en unidades administrativas. La descentralización permite agrupar a las personas que prestan sus servicios en una organización articulando las actividades en unidades haciendo más factible la consecución eficaz y eficiente de los objetivos.

Se pueden seguir diferentes modelos de descentralización. Conforme al profesor Carles RAMIÓ, los más característicos en la Administración pública son: por funciones, por productos, por colectivos de ciudadanos, por territorios y matricial. Siguiendo su trabajo desarrollamos dichos modelos conforme a las siguientes características:


	
a)Descentralización por funciones. Es el criterio de agrupación más utilizado en la mayoría de las organizaciones. La producción de un servicio público se realiza mediante la colaboración de varias unidades, cada una especializada en un ámbito funcional (gestión económica, gestión de personal, producción de un servicio, prestación del servicio, etc.). Se trata de un criterio de descentralización que favorece la centralización debido a que la unidad superior a las unidades funcionales es la responsable de tomar las decisiones ya que es la única que tiene una visión transversal y de conjunto de los productos o servicios que se producen. Las ventajas de este sistema son funcionar por especialización, el facilitar el control de la dirección y la fácil formación a los empleados. Los inconvenientes son la falta de visión «de conjunto» de los empleados, al estar muy especializados y, en consecuencia, las dificultades de coordinación. 



	
b)Descentralización por servicios públicos. Consiste en asignar a cada unidad la responsabilidad de gestionar un servicio o un conjunto de servicios. Cada unidad tiene todas las áreas funcionales necesarias para la producción del servicio o de los servicios. Es un modelo de estructura dinámica que favorece la descentralización en la medida que los responsables de cada línea de servicios tienen capacidad de decisión sobre los mismos. Las ventajas estriban en que cada unidad se responsabiliza de los resultados obtenidos y que las funciones están muy clarificadas. Los inconvenientes son la falta de resultados económicos, la facilidad para escapar al control de la dirección y la necesidad de mayor formación. 



	
c)Descentralización por colectivos de ciudadano.: Consiste en asignar a cada unidad un sector concreto de la ciudadanía que va a recibir servicios (por ejemplo: tercera edad, juventud, inmigrantes, agricultores, etc.). Ventajas: establece una complicidad entre empleados públicos y ciudadanos de manera que estos colectivos tienen la sensación de ser muy bien comprendidos. Inconvenientes: se dificulta una atención integrada. 



	
d)Descentralización territorial. Algunos ámbitos de gestión se dividen en función del territorio, en el caso de Administraciones que gestionan un territorio amplio (por ejemplo la Administración General del Estado, la mayoría de las Administraciones autonómicas o los grandes municipios organizados en distritos). Este criterio se justifica cuando la dimensión de la organización y la dispersión de las actividades lo requieren. Es un modelo que, obviamente, favorece la descentralización ya que delega una parte de la capacidad de decisión a los responsables territoriales. Ventajas: la gestión está cerca del espacio donde se generan las necesidades, dándose prioridad a los problemas locales con facilidad de comunicación directa. Inconvenientes: antieconomicidad y dificultad en la dirección, así como mayor esfuerzo de formación. 



	
e)Descentralización matricial. Consiste en la integración simultánea de dos criterios de descentralización. Usualmente se utilizan en una organización pública cuatro posibles combinaciones de criterios de descentralización que generan estructuras matriciales: 
	
- el funcional y el de servicio; 

	
- el funcional y el territorial; 

	
- el de servicio y el territorial, y 

	
- dos diferentes líneas superpuestas de producción de servicios. 



Es un modelo de descentralización complicado y heterodoxo, en la medida que rompe con uno de los principios básicos de la organización, como es la unidad de mando, ya que cada unidad tiene simultáneamente dos superiores jerárquicos. Es una estructura que se justifica si la Administración tiene un modelo de organización territorial (una Administración periférica muy potente), también cuando se desea priorizar simultáneamente dos líneas diferentes de producción, o bien si impulsa nuevos servicios públicos que requieren una dedicación exhaustiva en el momento de su despliegue. 





2.  Descentralización funcional

El nombre genérico por el que se conoce a la administración prestadora de servicios en régimen de descentralización es el de Administración Institucional. La LOFAGE les otorga este nombre a los Organismos Autónomos y a las Entidades públicas empresariales y los define como «Entes Públicos de Derecho Administrativo, creados por ley, que realizan la descentralización funcional y la ejecución de programas de un Ministerio y tienen, como función, actividades de fomento y prestacionales o de gestión de servicios públicos, dependiendo de un Ministerio y rigiéndose de forma específica por un Estatuto propio». En la realidad cotidiana pueden recibir los nombres de instituto, patronato, consejo, servicio, agencias, gerencias, comisión.

La Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de Medidas para la Modernización del Gobierno Local, introdujo una novedad en la regulación de las formas de gestión de los servicios públicos locales aportando una nueva figura, importada de la LOFAGE, denominada Entidad Pública Empresarial local (art. 85 bis LBRL), con lo que las formas de gestión directa de los servicios públicos locales son, junto con la gestión por la propia entidad, el organismo autónomo, la entidad pública empresarial y la sociedad mercantil de capital íntegramente de la Administración Local.

La regulación de los Organismos Autónomos y las de las Entidades Públicas Empresariales, como sus funciones, hay que buscarla en la Ley 6/1997, de 14 de abril, sobre Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (LOFAGE).

Entre ambas figuras se establece una distinción importante:


	
- Los Organismos Autónomos se rigen por el Derecho administrativo y se les encomienda, en régimen de descentralización funcional y en ejecución de programas específicos de la actividad de un Ministerio, la realización de actividades de fomento, prestacionales o de gestión de servicios públicos (art. 45.1). 

	
- Las Entidades Públicas Empresariales son organismos públicos a los que se encomienda la realización de actividades prestacionales, la gestión de servicios o la producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación (art. 53.1). 



La diferencia sustancial entre ambas entidades es que a una se le otorgan funciones de fomento y a otra la producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación, otorgándoles a ambas funciones prestacionales o de gestión de servicios públicos.

Los Organismos Autónomos tienen unas características propias entre las que destacan: ser entes públicos con personalidad jurídica y sometidos al Derecho administrativo; ser distintos del Ente Territorial (Ayuntamiento) que los crea; ser la respuesta a la idea constitucional de descentralización administrativa, no política; responden a una idea de mejor organización y prestación de los servicios públicos, que es la razón objetiva que debe motivar su creación; el ente creador se descongestiona de una función y crea el ente descentralizado para que pueda realizar esa concreta función mejor y con mayor eficacia.

Las Entidades Públicas Empresariales se rigen por el Derecho privado excepto en la formación de la voluntad de sus órganos, en el ejercicio de sus potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos específicamente regulados en la LOFAGE, en sus estatutos y en la legislación presupuestaria. El personal de estas Entidades está sometido al Derecho Laboral, a diferencia de lo que ocurre con los Organismos Autónomos, que admite las categorías de funcionarios y laborales entre su personal. No obstante, la Ley de creación puede prever la posibilidad de que se cubran puestos por personal funcionario. Su creación en el ámbito local corresponde al Pleno, previa tramitación del expediente regulado por el art. 97 del TRRL, para acreditar la conveniencia y oportunidad de la medida, y que contendrá la memoria jurídica y económica a que dicho precepto hace referencia, así como los estatutos de la Entidad y el plan inicial de actuación.

Por su parte, las sociedades mercantiles locales se rigen íntegramente, cualquiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que les sean de aplicación la normativa presupuestaria, contable, de control financiero y contratación, y en ningún caso podrán disponer de facultades que impliquen el ejercicio de autoridad (DA 11 LOFAGE y art. 85.3 LBRL).

3.  Descentralización territorial

La organización territorial de la Administración Local persigue un doble objetivo:


	
1. Desconcentrar la gestión municipal, acercando, tal y como demanda el principio de subsidiariedad, la capacidad de tratar y resolver los problemas en el lugar en que éstos se producen. 

	
2. Facilitar y potenciar la participación ciudadana. 



La creación de entes descentralizados territorialmente en los municipios debe tratar de potenciar:


	
a) La democracia, al aproximar el gobierno local a la ciudadanía. 

	
b) La transparencia, porque el ciudadano identifica mejor las competencias y los responsables de su ejecución. 

	
c) La eficacia, porque las facultades se sitúan en el nivel donde pueden ejercerse con mejor conocimiento de causa. 



Sin embargo, la organización desconcentrada de la Administración municipal en distritos, juntas, barrios o cualquier otra denominación no está exenta de dificultades derivadas de la necesidad de diferenciar entre competencias de interés de global (ciudad) o interés de local (distrito), resolver las tensiones entre la desconcentración territorial y la funcional, y la necesidad de establecer mecanismos de coordinación eficaces que garanticen la unidad de gobierno.

El principio de descentralización, recogido por el art. 2.1 de la LRBRL, se concretó, en su vertiente territorial, en su art. 24:

«Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los municipios podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización, funciones y competencias que cada Ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del asentamiento de población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.»


El art. 69 delimita el principio anterior de descentralización y promueve la participación ciudadana, al establecer:


«1. Las Corporaciones Locales facilitarán la más amplia información sobre su actividad y la participación de todos los ciudadanos en la vida local.

2. Las formas, medios y procedimientos de participación que las Corporaciones establezcan en el ejercicio de su potestad de autoorganización no podrán en ningún caso menoscabar las facultades de decisión que corresponden a los órganos representativos regulados por la ley.»



A su vez, el art. 22.1 de la misma norma establece como competencia indelegable del Pleno la «creación de órganos desconcentrados».

De forma ya más concreta, el RD 1690/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, en su art. 1.4 precisa que «es competencia del Ayuntamiento la división del término municipal en distritos y en barrios y las variaciones de los mismos».

A su vez, un cierto desarrollo de estos órganos de gestión desconcentrada o distritos apareció dentro del RD 2568/1986 (ROF), en sus arts. 128 y 129, dentro de una sección que se vino a llamar «De las Juntas Municipales de Distrito». En estos artículos se dispone que la creación de las Juntas Municipales de Distritos se realice mediante la aprobación por el Pleno de un reglamento regulador que formará parte del Reglamento Orgánico. En éste se determinarán su composición, organización y ámbito territorial, así como las funciones que dentro de las competencias municipales se les deleguen, dejando a salvo la unidad de gestión del municipio.

En consecuencia, cabe concluir lo siguiente:


	
a) La legislación prevé la posibilidad de establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada para mejorar la gestión de los servicios de competencia municipal y facilitar la participación ciudadana. 

	
b) La creación por el Pleno de dichos órganos requiere el establecimiento de un reglamento, que puede configurar un capítulo del Reglamento Orgánico. 

	
c) Queda en manos de cada Ayuntamiento la determinación de sus características y funciones. 



Queda decir que la desconcentración territorial, dentro de un municipio, tiene su justificación en las razones ya expuestas, aunque es preciso también dotarse de los mecanismos organizativos adecuados que permitan que la defensa de dichos valores no sea a costa del principio de eficiencia que debe regir la gestión de los recursos públicos. La cuestión estriba en establecer unos mecanismos de coordinación eficaces que, garantizando la unidad de gobierno, resuelvan eficazmente las tensiones entre la desconcentración funcional y territorial de los servicios, así como entre los órganos territoriales y los servicios centrales. En este sentido resulta fundamental concretar, mediante los reglamentos de creación de dichos órganos, las funciones que se delegan (que en ningún caso deben conllevar traslado de competencias, las cuales continúan residenciadas en los órganos de gobierno centrales competentes a fin de preservar la unidad de gobierno y administración del municipio), los medios que se atribuye y las formulas de coordinación y de control.

Por sus particulares características eclécticas o mixtas, a caballo entre las entidades territoriales y los entes descentralizados de carácter local, merecen una dedicación a parte las Entidades Locales Menores.

Por su naturaleza gozan de la condición de Entidades Locales que les reconoce el art. 3.2 a) LBRL y no meros órganos desconcentrados del municipio en que radican. Tienen elementos similares a las entidades territoriales, como son el territorio, la población y una organización, y actúan como personas jurídicas públicas independientes, con plena capacidad para el ejercicio de sus atribuciones.

Sin embargo, no pueden calificarse de autónomas, pues su individualidad no es total, al no existir una separación plena del municipio que les sirve de cobertura. Sus residentes lo son también, y ante todo, del municipio, su territorio forma parte del término municipal y en la configuración de sus órganos colegiados de gobierno ha tenido intervención relevante la Corporación municipal.

De todo ello se desprende la existencia de un marco restringido de sus competencias, existiendo determinadas limitaciones constituidas por el hecho de que dichas competencias fueran subsidiarias de las municipales en lo referente a ejecución de obras y prestación de servicios, así como por la necesidad de ratificación por el Ayuntamiento de los acuerdos sobre disposición de bienes, operaciones de crédito y expropiación forzosa. Ratificación que no supone una mera toma de conocimiento por el Ayuntamiento, sino que ha de interpretarse como aprobación por el Pleno municipal, sin cuyo requisito no puede concertarse el crédito.

El Municipio presenta, respecto de las Entidades Locales Menores, un papel tutelar que se ha visto reconocido por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (sentencia 214/1989, de 21 de diciembre), en cuanto justifica la previsión ratificadora municipal de los acuerdos de las EE.LL.MM. recogidos en el art. 41.2 del TRRL, que coincide con el art. 45.2 c) de la LRBRL, en el hecho de que tales entidades «forman parte de la entidad municipal, actuando en régimen de descentralización...». Esta misma sentencia, en su FJ 15, insiste en que «aun cuando aparezcan dotadas de personalidad jurídica, no dejan de formar parte de la entidad municipal... lo que justifica que, como garantía misma de la institución municipal, el legislador estatal le atribuya a ésta una cierta facultad de tutela».

III.  PROPUESTAS ORGANIZATIVAS EN LA ADMINISTRACIÓN LOCAL: REFLEXIONES

1.  Introducción

La primera década del siglo XXI, especialmente los últimos años, se manifiestan como uno de los momentos de plasmación de cambios en las estructuras de la Administración Pública, en general, y en la Administración Local, en particular.

Si los años ochenta, con la instauración de la democracia en España y el modelo de Estado del Bienestar, de marcada influencia francesa, como no podía ser de otra manera, condujo a una presencia de lo público que, a su vez, conllevó la multiplicación (casi por tres) del número de empleados públicos, el presente momento, por varios motivos (unos estructurales y otros coyunturales, como ahora veremos), se caracteriza por la necesidad de trasladar a las estructuras administrativas y a sus modelos organizativos la esencia de la empresa, el aroma de lo privado.

Y esta tendencia se ha instalado en la conciencia, tanto de ciudadanos como de gobernantes, como «la mejor forma de obtener servicios eficaces y de calidad al menor precio», sin que pueda estigmatizarse como algo progresista o conservador (más allá de radicalidades). El sistema de función pública cerrada, tal y como los conocimos en el siglo XX, desde los años veinte hasta los ochenta, está claramente en declive.

Pero, ¿cuál es el modelo que se propone? ¿Cuál es la tendencia del momento? Y ¿Por qué se ha llegado a este declive?

A nuestro modo de ver, varios son los argumentos de tipo singular, argumentos que seguidamente expondremos, pero por encima de todos hay uno, el más poderoso, que se postula como determinante: «La Administración Local no dispone de suficiente dinero para soportar el modelo de bienestar del cual se ha investido, o al cual la han abocado».

Siguiendo el trabajo del profesor RAMIÓ, con adaptación a la Administración Local y, en particular, a los Ayuntamientos, podemos formular las siguientes reflexiones en torno a los planteamientos de cambio en las estructuras organizativas municipales.

2.  Primeros planteamientos de cambio en la organización de los Ayuntamientos

Espoleados por la necesidad de responder a las exigencias de los ciudadanos bajo los viejos parámetros de eficacia, eficiencia y celeridad, la Administración local, en general, y los Ayuntamientos (como grandes prestadores de servicios) en particular, siempre han tenido presente planteamientos tendentes a importar para sus estructuras figuras propias de la empresa privada.

De entre esas figuras, dos destacan por encima del resto y una tercera viene impuesta, a fecha de hoy, por la propia Ley.

La contratación de figuras directivas, de ejecutivos o mánagers al frente de las estructuras administrativas ha sido una aspiración que ha chocado con planteamientos de tipo normativo (la legislación sobre empleo público) y con posicionamientos de tipo social (la presión de sindicatos no demasiado proclives a la retribución por rendimiento efectivo del trabajo).

Fracasada esa intentona, se ha venido optando por la externalización de servicios. Contratar con quienes «saben hacer», manteniendo una posición de controller y fijando un precio cierto no sujeto a reivindicaciones laborales, bajas, permisos, etc. Limpieza y mantenimiento de edificios, recogida de basura, incluso servicio domiciliario de agua potable, son algunos de los servicios que se han ido externalizando en los últimos años. Todo ello sin contar con convenios con asociaciones y clubes o, directamente con la privatización de servicios (escuelas infantiles, piscinas climatizadas, etc.). Todo ello implica profundizar en la descentralización funcional de los distintos ámbitos de gestión con el objetivo de conseguir una mayor autonomía y flexibilidad de la gestión para lograr las pretendidas eficacia y eficiencia.

Las estrategias de profesionalización (personal directivo) y de externalización se pueden considerar como acertadas siempre y cuando no se produzca un abuso de las mismas (circunstancia que sucede en demasiados ayuntamientos). Ni es necesario profesionalizar o gerenciar todos los ayuntamientos ni todas las áreas de un ayuntamiento, ni tampoco descentralizar (externalizar) todos los servicios. En este sentido, el exceso puede llevar a un punto no deseado de una excesiva cultura empresarial, de dejar relativamente marginado el control de legalidad y de una tendencia centrífuga de la mano de los entes descentralizados funcionalmente que rompa la unidad y dificulte los controles legales y económicos de estos entes. La ciudadanía probablemente no valoraría de forma positiva, sino más bien al contrario, la flexibilización de un modelo de organización (ya instalado en algunas Administraciones Locales) que quebranta un principio muy valorado socialmente como es el de la equidad. Tampoco parece que la ciudadanía vaya a valorar de forma positiva la ampliación indiscriminada de los cargos directivos de libre designación, debido fundamentalmente a su gran desconfianza hacia los políticos y los partidos políticos (instituciones ambas muy mal valoradas).

Declarada, pues, la necesidad de acudir a nuevos modelos de organización, probablemente separados de la rigidez y de la obsolescencia del modelo de función pública cerrada, debemos acudir a modelos más dinámicos y adaptables, similares a los anglosajones (de función pública abierta), sin perder por el camino las prácticas inadecuadas que hagan decaer nuestros planteamientos, adentrándolos en una espiral de perversión.

Pero toda esta transformación del modelo organizativo, que busca la flexibilidad para conseguir unos aparatos administrativos más eficaces y eficientes, puede implicar serios problemas que no hay que perder de vista. Entre ellos destacamos:


	
a) La inestabilidad de nuestro sistema político local, uno por cambiante, otro por antagónico y otro por revanchista. 

	
b) El clientelismo de los operadores en el nuevo modelo (profesionales internos o empresarios externos). 



Por ello hay que abandonar la idea de que la introducción de valores empresariales en la Administración Pública es, siempre, positivo en el sentido de que estimulan una gestión mucho más eficaz y eficiente. Este escenario sólo es cierto cuando se introducen estos nuevos valores en Administraciones Públicas institucionalizadas que poseen unos sólidos valores públicos.

Desgraciadamente, la mayoría de las Administraciones Locales no posee una cultura organizativa previa, sólida y cohesionada, configurada sobre valores públicos. En esta situación, la introducción de valores empresariales es muy negativa ya que los medios (economía, eficacia y eficiencia) se transforman en los fines y se pierden de vista los objetivos últimos de los programas públicos y a los colectivos de ciudadanos a los que van dirigidos.

3.  La externalización

La externalización de los servicios públicos puede considerarse, tal y como se ha señalado, una muestra más del fracaso, hasta el momento, de las organizaciones públicas al no conseguir prestar servicios de calidad de forma eficaz y eficiente.

De entre los distintos tipos de servicios que presta la Administración Local, hay que distinguir los claramente públicos de los parcialmente públicos. Entre los primeros encontraríamos los básicos establecidos en el art. 26 LBRL y entre los segundos los recogidos ampliamente en el art. 25. Aunque también podríamos hacer una distinción entre los servicios cuyas características hacen que su prestación esté reservada a funcionarios, de aquellos que no presentan ex lege reserva de función pública.

Evidentemente, hay servicios que deben continuar siendo públicos y prestados por funcionarios públicos y otros que pueden ser prestados por agentes privados con el control de los funcionarios públicos. Por ejemplo, la policía local no puede externalizarse mientras que la limpieza viaria fácilmente puede externalizarse.

Para que operadores privados presten servicios públicos a la sociedad de mejor calidad y con menores costes, dependerá siempre del grado de control que ejerzan los organismos públicos sobre este sector. Sin control no hay garantías de calidad y se pueden perder las supuestas ventajas económicas (modificados de los contratos).

Algunos responsables políticos de las Administraciones Públicas consideran que las limitaciones de la gestión pública no dejan otra salida que transferir una parte de los servicios públicos a gestores privados. Las empresas privadas están reguladas por una normativa y tienen unas características organizativas que las hacen más apropiadas para prestar de forma más eficaz y eficiente los servicios públicos. No obstante, la externalización debe realizarse sobre la base de una serie de requisitos de control, de evaluación y de rigor que en muchas, inclusive en la mayoría de las ocasiones, no existen. Se externaliza por impulso sin garantía de calidad.

Las consecuencias no deseadas de la externalización radical, o no pensada y planificada, ni sujeta a control desde la Administración Local, puede ser la siguiente:


	
a) Generación de focos de corrupción entre los funcionarios encargados de controlar al operador privado, atraídos por dádivas, favores o, directamente, cohechos. 

	
b) La pérdida de la perspectiva de las prioridades, marcadas por los nuevos interlocutores privados, cuyas anteposiciones son, por este orden, económicas y estratégicas, pero nunca sociales. 

	
c) Pérdida de la calidad del servicio, de su valor añadido, despersonalización, deshumanización y falta de referente (servicios de atención prestados por computadoras, falta de interlocución física). 



4.  Las tecnologías de la información y el conocimiento

La irrupción de las tecnologías de la información y el conocimiento (TIC) y su implantación generalizada en toda España, tanto en pequeñas como en grandes poblaciones, ofrece grandes posibilidades de mejora de la relación prestacional de servicios entre Administración y ciudadanía. Las posibilidades que ofrecen las TIC para generar servicios públicos de más calidad, para favorecer sistemas de participación en las decisiones públicas, etc., están creciendo de forma exponencial en la medida en que las nuevas generaciones, el público joven, accede a una posición de interlocutor válido con la Administración y, de otra parte, en la medida en que los ayuntamientos más pequeños realizan esfuerzos inversores en la colocación de medios telemáticos acordes con los objetivos de eficacia y eficiencia que se plantea.

Se puede considerar, pues, que las TIC son una oportunidad para que las Administraciones Públicas pueda conseguir mayor calidad de los servicios. Dicha calidad podría obtenerse mediante la implementación de sistemas de control interno (cuadros de mando integral) que permitan una evaluación de los servicios y del grado de cumplimiento de los objetivos planteados; pero también podría obtenerse habilitando canales de comunicación con el ciudadano que hicieran posible un tráfico prestacional fácil, rápido y fluido. Sin embargo, en el contrapunto, podemos caer en el error de generar una nueva subclase de ciudadanos tecnológicamente excluidos de determinados servicios y derechos.

En ese sentido, de la desigualdad de partida, las pequeñas Administraciones Municipales no tienen capacidad institucional suficiente para poder controlar sus redes de gestores privados ni capacidad tecnológica suficiente. Por otra parte, ni la Administración General del Estado y ni las Administraciones Autonómicas proporcionan, hoy por hoy, plataformas tecnológicas y con capacidades de control de gestión de redes al servicio de las pequeñas Administraciones subestatales. La consecuencia es que gran parte de los proyectos de gobierno municipal vinculados a las TIC no logran desarrollarse de acuerdo al presupuesto previsto, al plan trazado y en el tiempo predeterminado y, de todos ellos, una buena parte fracasan totalmente. Es evidente, pues, que impulsar en las Administraciones Públicas proyectos de e-administración es enormemente complejo y las posibilidades de fracasar son altísimas.

Por el momento el ciudadano desea instrumentos tecnológicos a bajo coste, que precisen de poca pericia para su utilización y que faciliten y agilicen la tramitación administrativa o la interlocución de cualquier tipo.

5.  Líneas maestras para acometer propuestas organizativas

Siguiendo el patrón del profesor Carles RAMIÓ, la introducción de cambios o la asunción de propuestas modificativas de la organización debe realizarse con las siguientes cautelas:


	
- No se debe proceder a externalizar ni a profesionalizar la Administración Local de forma generalizada e indiscriminada. El cambio radical en la organización puede generar impactos no deseados. Optar, en cambio, por profesionalizar algunos ámbitos de gestión puede dar buenos resultados, especialmente si para ello se seleccionan y se forman funcionarios de la propia estructura administrativa deseosos de asumir nuevos retos y, añadidamente, se les ofrece un aliciente de carrera profesional y de retribución. 

	
- Lo mismo ocurre con la externalización de aquellos ámbitos de la gestión no reservados a la prestación funcionarial y susceptible de subsumirse en la actividad económica pura y dura. Sectores de la prestación de servicios que se incardinan en lo que se conoce en la plantilla de personal como el «personal de oficios», pueden ser ejecutados perfectamente por empresas privadas y dirigidos por funcionarios públicos (especialmente por funcionarios-directivos). 

	
- En ambos casos hay que optar por reforzar las unidades de control jurídico y económico (secretarios e interventores), concediendo a estas instancias un espacio protagonista que posibilite los necesarios equilibrios entre eficacia/eficiencia con el respeto de la legalidad jurídico-económica. 

	
- Hay que cambiar la tendencia hacia esta crisis del sector público. Hay que hacer un esfuerzo en formación y socialización en unos valores y una ética pública moderna que contribuya a configurar una nueva cultura organizativa. No se trata tanto de renunciar a incorporar a la Administración Local las bondades de la empresa privada, sino de revitalizar valores públicos como la lealtad institucional, la integridad, la objetividad e independencia, la competencia profesional, la confidencialidad, el respeto a las personas y reforzar las dimensiones políticas, sociales y técnicas. 

	
- Las tecnologías de la información y el conocimiento deben permitir el control y la evaluación de los servicios que presta la Administración Local mediante sistemas que permitan medir el proceso de producción de servicios, los resultados, etc. Las TIC deben erigirse como el mecanismo interno de control de los procesos administrativos que evite o, en su caso, detecte las conductas corruptas o, simplemente, paralizadoras. 

	
- Por último, las TIC han de favorecer el intercambio de trámites, facilitar el acceso a la información y a la tramitación. Se han de convertir en un canal decisivo de rompimiento de barreras y de mostradores entre Administración y ciudadano sin caer en el autosometimiento a ellas y, lo peor, en la clasificación de los ciudadanos en función de su facilidad de uso y de su acceso. 
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